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SESIÓN EXTRAORDINARIA N.° 53-2012 

 

Acta de la sesión extraordinaria número cincuenta y tres,dos mil doce, celebrada por la Junta Directiva 

de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, el miércoles cuatro de julio del dos mil doce, a 

partir de las catorce horas con quince minutos. Asisten los siguientes miembros: Dennis Meléndez 

Howell, regulador general, quien preside, Sylvia Saborío Alvarado, Edgar Gutiérrez López, Grettel 

López Castro, Pablo Sauma Fiatt, así como los señores: Rodolfo González Blanco, gerente general; 

Luis Fernando Sequeira Solís, auditor interno; Juan Manuel Quesada Espinoza, director general de 

Asesoría Jurídica y Regulatoria, y Alfredo Cordero Chinchilla, secretario de la Junta Directiva. 

 

 

ARTÍCULO 1.  Aprobación del Orden del Día. 

 

El señor Dennis Meléndez Howell procede a dar lectura a los temas incluidos en la agenda de esta 

sesión extraordinaria, luego de lo cual la Junta Directiva resuelve, por unanimidad: 

 

ACUERDO 01-53-2012 
 

Aprobar el orden del día de esta sesión, que a la letra dice: 

 

Asuntos resolutivos: 

 

1. Propuesta de modificación de la Metodología para el ajuste extraordinario de las tarifas del 

servicio de electricidad, producto de variaciones en el costo de los combustibles utilizados en la 

generación térmica para el consumo nacional. Oficio 85-CDR-2012, 466-DJGR-2012, 704-DEN-

2012 del 28 de junio del 2012. 

 

2.  Propuesta de acuerdo para dar inicio al procedimiento administrativo contra Petrogás S.A., cédula 

de persona jurídica 3-101-165924, en su condición de autorizada para la prestación de servicio 

público de almacenamiento y venta de combustibles derivados de hidrocarburos a consumidores 

finales, relacionado con el recurso de apelación en subsidio e incidente de nulidad presentado por 

Gas Nacional Zeta S.A. y Tropigás de Costa Rica S.A. contra la resolución 216-RCR-2010 del 19 

de octubre del 2010. OT-193-2009. 

 

3. Presunta actuación ineficiente del Consejo de la SUTEL en la tramitación de los procedimientos de 

queja tramitados en los expedientes SUTEL AU-097-2011, SUTEL AU-141-2011 y SUTEL AU-

341-2011 del señor Carlos Eduardo Moraga Gatgens. 

 

4. Recursos:  

 

4.1  Recurso de apelación interpuesto por la empresa Rutas 51 y 53 S.A. en contra de la resolución 

118-RCR-2010 del 5 de agosto de 2010. Oficio 430-DGJR-2012 del 14 de junio de 2012. 

Expediente ET-105-2010. 

 
4.2  Recurso de apelación interpuesto por la empresa Guadalupe Limitada, en contra de la resolución 

477-RCR-2011 del 25 de mayo del 2011. Oficio 431-DGJR-2012 del 14 de junio de 2012. 

Expediente ET-035-2011. 
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4.3  Recurso de apelación interpuesto por la Empresa Transportes Alajuela Turrucares La Garita S.A. 

en contra de la resolución RRG-069-2010 de 3 de febrero de 2010. Oficio 378-DGJR-2012. 

Expediente ET-181-2009. 

 

4.4 Recurso de apelación en subsidio interpuesto por Ronny Castro Fallas en contra de la resolución 

248-RCR-2010 del 3 de diciembre de 2010. Oficio 379-DGJR-2012. Expediente ET-160-2010 

 

4.5  Recurso de apelación interpuesto por Roubier Rojas Alfaro en contra de la resolución 348-RCR-

2011 del 2 de marzo de 2011. Oficio 380-DGJR-2012. Expediente ET-210-2010. 

 

4.6  Recurso de apelación interpuesto por la Empresa Mardel S.A., en contra de la resolución 251-

RCR-2010 del 10 de diciembre de 2010. Oficio 381-DGJR-2012. Expediente ET-166-2010. 

 

4.7  Recurso de apelación interpuesto por Edigio Rodríguez Vásquez, contra la resolución 072-RCR-

2010 del 2 de julio del 2010. Oficio 432-DGJR-2012. Expediente ET-076-2010. 

 

4.8  Recurso de apelación e incidente de nulidad absoluta presentado por Ronald Alpízar Rodríguez 

contra la resolución 037-RCR-2010 del 10 de junio de 2010. Oficio 434-DGJR-2012. Expediente 

ET-059-2010. 

 

4.9   Recurso de reposición y reconsideración interpuestos por la Asociación Consumidores de Costa 

Rica, la Defensoría de los Habitantes y Daniel Fernández Sánchez en contra de la resolución 

RJD-168-2011 del 21 de diciembre de 2011. Expediente OT-057-2011 

 

4.10 Recurso de revocatoria con apelación en subsidio interpuesto por el Instituto Costarricense de 

Electricidad, en contra de la resolución 750-RCR-2012, del 9 de enero de 2012. Oficio 441-

DGJR-2012 del 18 de junio de 2012. Expediente ET-153-2011. 

 

4.11 Recursos de apelación interpuestos por las empresas Plantas Eólicas Limitada y Molinos de 

Viento del Arenal S.A., en contra de la resolución 783-RCR-2012, del 8 de marzo de 2012, e 

incidentes de nulidad absoluta interpuestos contra el acto de notificación. Oficio 442-DGJR-

2012 del 18 de junio de 2012. Expediente ET-153-2011. 

 

4.12  Desistimiento del recurso de apelación interpuesto por Transmocha S.A. en contra de la 

resolución RRG-10215-2009 del 30 de octubre de 2009. Expediente ET-147-2009. 

 

4.13   Recurso de apelación en subsidio del señor José Isaac Rivas Mendoza, contra la resolución de 

apertura 454-RCR-2011. Oficio 422-DGJR-2012 del 12 de junio de 2012. Expediente OT-041-

2011. 

 
4.14  Recurso de apelación en subsidio de la empresa Autotransportes Gijosa Limitada contra la 

resolución de apertura RRG-134-2010. Oficio 423-DGJR-2012 del 12 de junio de 2012. 

Expediente OT-021-2010. 

 
4.15 Recurso de apelación en subsidio de la empresa Autotransportes Cesmag S.A., contra la 

resolución de apertura RRG-139-2010. Oficio 424-DGJR-2012 del 12 de junio de 2012. 

Expediente OT-020-2010. 
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ARTÍCULO 2.  Propuesta de modificación de la Metodología para el ajuste extraordinario de 

las tarifas del servicio de electricidad, producto de variaciones en el costo de los combustibles 

utilizados en la generación térmica para el consumo nacional. 

 

Ingresan los señores Guillermo Monge Guevara, director general del Centro de Desarrollo de la 

Regulación, Álvaro Barrantes Chaves, director de Servicios de Energía, así como José Carlos Rojas 

Vargas, Selene Camacho Quesada, Karla Montero Víquez y Carol Solano Durán, funcionarios de la 

Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria y la señora Samanta Wegmann Quesada, 

funcionaria de la Dirección de Servicios de Energía. 

 
El señor Dennis Meléndez Howell eleva a conocimiento de los señores miembros de Junta Directiva, 

la propuesta de modificación de la Metodología para el ajuste extraordinario de las tarifas del servicio 

de electricidad, producto de variaciones en el costo de los combustibles utilizados en la generación 

térmica para el consumo nacional, remitida mediante el oficio 85-CDR-2012, 466-DJGR-2012, 

704-DEN-2012, del 28 de junio del 2012. 
 

El señor Guillermo Monge Guevara explica los antecedentes y justificaciones expuestos en el citado 

oficio. Indica que uno de los cambios consiste en eliminar cualquier referencia al término 

“Transitorio”, debido a un fallo de la Sala Constitucional en otra metodología. 

 

Comenta que las modificaciones específicas propuestas se resumen en lo siguiente: 

 

1. Modificar el primer párrafo del apartado 6 del Por Tanto I de la resolución RJD-017-2012 del 19 de 

marzo de 2012, para que se lea así: 

 

“6. Aplicación por primera vez 

 

Esta sección describe las pautas para aplicar la metodología propuesta por primera vez. Se hace 

referencia a tres aspectos: el reconocimiento de rezagos acumulados antes del inicio de la 

metodología, la primera aplicación del ajuste trimestral y la vigencia de las tarifas resultantes de 

la primera aplicación.” 

 

2. Modificar el apartado 6.2 del Por Tanto I de la resolución RJD-017-2012 del 19 de marzo de 2012, 

para que se lea así:  

 

“6.2 Primera aplicación del ajuste trimestral 

 

Durante el primer trimestre de vigencia de la metodología descrita en este informe, no se aplicará 

el ajuste trimestral, en razón de que el reconocimiento de rezagos acumulados (Por Tanto I, 

apartado 6.1 de la presente resolución) ya incorpora los costos de los meses que corresponderían 

al ajuste del primer trimestre. A partir del segundo trimestre, se aplicará el ajuste trimestral 

normal descrito en la sección 4.3.2.de la presente resolución. 

 

En adelante, las dos fases de reconocimiento del CVC (fijación inicial y ajuste trimestral), 

permitirán recuperar de manera más oportuna los recursos destinados a la compra de combustibles 

para generación.” 

 

3. Adicionar un apartado 6.3 al Por Tanto I de la resolución RJD-017-2012 del 19 de marzo de 2012, 

que se lea así: 
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“6.3. Vigencia de las tarifas calculadas para el año 2013. 

 

Las tarifas calculadas como resultado de la primera aplicación de esta metodología regirán a 

partir del 1 de enero de 2013.  En ese sentido, para esta primera aplicación, las empresas 

distribuidoras y el ICE deberán aportar a más tardar el 10 de noviembre de 2012, la información 

que se indica en los apartados 8.a; 8.b; 8.c y 8.d. del Por Tanto I de esta resolución.” 

 

Señala además que, de conformidad con lo anterior, se recomienda: 

 

1. Someter a audiencia pública, la “Propuesta de modificación de la metodología para el ajuste 

extraordinario de las tarifas del servicio de electricidad, producto de variaciones en el costo de los 

combustibles (CVC) utilizados en la generación térmica para consumo nacional”. 

 

2. Solicitar a la Dirección General de Participación del Usuario y a la Dirección General del Centro de 

Desarrollo de la Regulación, que lleven a cabo las acciones necesarias para que esta propuesta se 

someta a audiencia pública y se remita a esta Junta Directiva, el informe final que corresponda. 

 

El señor Pablo Sauma Fiatt consulta si la citada propuesta incorpora todos los cambios discutidos en 

otras ocasiones. 

 

El señor Guillermo Monge Guevara comenta que, efectivamente, se aprovecha la oportunidad de 

incorporar los cambios indicados anteriormente y las observaciones expresadas en las actas de las 

sesiones 39-2012 y 50-2012. 

 

Una vez analizado el tema en discusión, el señor Dennis Meléndez Howell somete a votación lo 

propuesto y la Junta Directiva resuelve por unanimidad y en firme: 

 

ACUERDO 02-53-2012 

 

a) Someter al proceso de audiencia pública la “Propuesta de modificación de la metodología para el 

ajuste extraordinario de las tarifas del servicio de electricidad, producto de variaciones en el costo 

de los combustibles (CVC) utilizados en la generación térmica para el consumo nacional”, 

remitida a Junta Directiva mediante el oficio 85-CDR-2012/466-DGJR-2012/704-DEN-2012, del 

28 de junio de 2012.   

 

b) Solicitar al Departamento de Gestión y Documentación que archive los documentos relacionados 

con el trámite “Propuesta de modificación de la metodología para el ajuste extraordinario de las 

tarifas del servicio de electricidad, producto de variaciones en el costo de los combustibles (CVC) 

utilizados en la generación térmica para el consumo nacional”, en el expediente OT-111-2011.  

 

c) Solicitar a la Dirección General de Participación del Usuario que proceda a publicar la 

convocatoria a audiencia pública en periódicos de amplia circulación y en el Diario Oficial La 

Gaceta. 

 
ACUERDO FIRME 

 

A partir de este momento se retiran de la sala de sesiones, los señores Guillermo Monge Guevara, 

Álvaro Barrantes Chaves y la señora Samantha Wegmann Quesada. 
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ARTÍCULO 3.  Propuesta de acuerdo para dar inicio al procedimiento administrativo contra 

Petrogás S.A. 

 

Los miembros de la Junta Directiva conocen una propuesta de acuerdo remitida por la dirección 

general de Asesoría Jurídica y Regulatoria, relacionada con la apertura de procedimiento sancionatorio 

contra la empresa Petrogás, S.A. 

 

La señora Carol Solano Durán explica que según criterio rendido por la Dirección General de 

Asesoría Jurídica y Regulatoria, mediante oficio 276-DGJR-2012 del 18 de abril del 2012, en torno al 

recurso de apelación en subsidio e incidente de nulidad planteado por Gas Nacional Zeta, S. A. y 

Tropigás de Costa Rica, S. A. contra la resolución 216-RCR-2010 del 19 de octubre de 2010, se 

recomendó, entre otras cosas, lo siguiente: 

  

“Valorar el inicio de un procedimiento administrativo sancionatorio, en contra de la empresa 

Petrogás, S. A., al tenor de lo dispuesto en el inciso c) del artículo 41 de la Ley 7593, con el fin 

de determinar la verdad real de los hechos(308 y siguientes de la Ley General de la 

Administración Pública) respecto a la supuesta práctica de llenado de cilindros de la 

competencia, lo que podría significar un incumplimiento de las condiciones generales del título 

habilitante de dicha empresa, con base en la prueba que consta a folios 490 al 502 del 

expediente administrativo.” 

 

Indica que la empresa Petrogás, S.A. incurrió en la causal de llenar o retener de forma indebida 

cilindros de otras plantas envasadoras, siendo la sanción, aplicar la revocatoria de la concesión, según 

artículo 41 de la Ley N.° 7593, por lo que se recomienda dar inicio al procedimiento administrativo 

sancionatorio. 

 

La directora Saborío Alvarado destaca la importancia de la acción y que las empresas comprendan 

que están sujetas a vigilancia y fiscalización y en caso de incumplimiento, deberán asumir las 

consecuencias. 

 

Una vez analizado el tema objeto de este artículo, el señor Dennis Meléndez Howell somete a 

votación la propuesta de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, conforme a su oficio 

276-DGJR-2012 del 18 de abril del 2012, y la Junta Directiva resuelve por unanimidad: 

 

ACUERDO 03-53-2012 

 

1. Dar inicio al procedimiento administrativo contra Petrogás S.A., cédula de persona jurídica 3-

101-165924, en su condición de autorizada para la prestación de servicio público de 

almacenamiento y venta de combustibles derivados de hidrocarburos a consumidores finales, 

que se tramitará bajo el expediente número OT-119-2012, con el fin averiguar la verdad real 

de los hechos sobre el presunto incumplimiento de la obligación de “no podrá llenar o retener 

de forma indebida cilindros de otras plantas envasadoras…”, lo anterior en cuanto a las 

boletas de autorización con la siguiente numeración: 48447, 52349, 60128, 60127, 60130, 

60124, 60123, 60125, 60126, 60135, 60134, 60138, 60137, 60139, 58955, 58956, 58960, 

58958, 58957, 52350 y 60051, establecida en la resolución de autorización de autorización de 

prestación del servicio público de almacenamiento y venta de combustibles derivados de 

hidrocarburos a consumidores finales R-D-657-2009, al amparo del inciso c) del artículo 41 de 

la Ley 7593.  
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2. Nombrar como órgano director del procedimiento a Cristian Rodríguez León, cédula de 

identidad 5-275-269, funcionario de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. El 

órgano director debe realizar todos los actos necesarios para averiguar la verdad real de los 

hechos que dan base a este procedimiento, otorgar y vigilar el respeto al debido proceso y 

conceder el derecho de defensa al administrado, para lo cual tendrá todas las competencias 

otorgadas en la Ley 6227. Cuando el órgano director nombrado se encuentre impedido o por 

cualquier razón no pueda asumir sus funciones, será suplido por Eric Chaves Gómez, cédula 

de identidad 1-905-018, funcionario de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos.  

 

3. Prevenir a la investigada que en el primer escrito que presente debe señalar un medio para 

atender notificaciones, bajo el apercibimiento que mientras no lo haga, las resoluciones 

posteriores quedarán notificadas con el transcurso de 24 horas de dictadas, incluido el acto 

final del procedimiento. Se producirá igual consecuencia cuando la notificación no se pueda 

efectuar en el medio señalado –artículos 11, 34, 36 y 50 de la Ley de Notificaciones Judiciales 

(Ley 8687).  

 

4. Comunicar a la investigada que tiene derecho a hacerse representar y/o asesorar por abogado, 

a examinar, leer y copiar cualquier pieza del expediente, así como pedir certificación de la 

misma, costo que deberá cubrir el interesado. El expediente administrativo se encuentra en la 

Dirección General de Participación del Usuario de la Autoridad Reguladora de los Servicios 

Públicos, en el horario de lunes a viernes de las 8:00 a las 16:00 horas, lugar donde también 

podrán hacer consultas sobre el trámite del expediente. Se le indica a la investigada que toda 

presentación de documentos deberá hacerse en la recepción de la Autoridad Reguladora. 

 

5. Indicar a la investigada que esta resolución en ningún sentido sustituye el auto de intimación, 

el cual le será comunicado oportunamente y contra el cual podrá plantear los recursos 

administrativos que contra ese acto establece la Ley 6227. 

 

6. Indicar a la investigada que en cuanto a la representación en el procedimiento administrativo 

ordinario, la existencia del ordinal 283 de la Ley General de la Administración Pública que 

dice: “(…) El poder del administrado podrá constituirse por los medios del derecho común y, 

además, por simple carta autenticada por un abogado (…)”. En caso de utilizar la figura del 

poder especial, en éste procedimiento deberán especificarse los actos a los cuales está 

facultado el mandatario, de manera que sólo se le permitirá realizar los actos para los cuales 

esté expresamente autorizado de conformidad con el artículo 1256 del Código Civil. Además, 

deberá adjuntarse al poder especial las especies fiscales de ley.  

 

7. Notificar al Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones como concedente de los 

servicios públicos de suministro de combustibles derivados de hidrocarburos. 

 

8. Dictar la siguiente resolución: 

 

RESULTANDO: 

 

I. Que el 15 de diciembre de 2009, según resolución R-D-657-2009 de las 09:15 horas, del 

Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, se otorgó autorización para la 

prestación de servicio público de almacenamiento y venta de combustibles derivados de 

hidrocarburos a consumidores finales a Petrogás S.A. cédula jurídica 3-101-165924, a través de 
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su planta ubicada en el distrito San Nicolás del cantón Cartago de la misma provincia, por un 

plazo de 5 años.( Folios 25 al 31)  

 

II. Que el 6 de julio de 2012 se llevó a cabo comparecencia en la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos del expediente OT-193-2009 contra la empresa Petrogás S.A. En dicha 

comparecencia la investigada aportó prueba documental, entre ella, la certificación notarial de 

copias 314-2010 de la Notario Público Seidy Barrantes Arroyo, correspondiente a boletas de 

autorización de llenado de cilindros de uso doméstico de gas licuado de petróleo, entre ellas y de 

interés para el presente proceso, las boletas de autorización con la siguiente numeración: 48447, 

52349, 60128, 60127, 60130, 60124, 60123, 60125, 60126, 60135, 60134, 60138, 60137, 60139, 

58955, 58956, 58960, 58958, 58957, 52350 y  60051. (Folios 09 al 23)  

 

III. Que el 28 de junio de 2012 por resolución RJD-073-2012, emitida por la Junta Directiva, en el 

expediente OT-193-2009 se resolvió, en lo que interesa: “(…) 3.- Valorar el inicio de un 

procedimiento administrativo sancionatorio, en contra de la empresa Petrogás S.A., al tenor de 

lo dispuesto en el inciso c) del artículo 41 de la Ley 7593, con el fin de determinar la verdad 

real de los hechos (308 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública) respecto a 

la supuesta práctica de llenado de cilindros de la competencia, lo que podría significar un 

incumplimiento de las condiciones generales del título habilitante de dicha empresa, con base 

en la prueba que consta a folios 490 al 502 del expediente administrativo;(…)”. (Folios 836 al 

842) 

 

IV. Que el  4 de julio de 2012, en la sesión ordinaria 53-2012 de la Junta Directiva de la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos, se acordó iniciar de oficio procedimiento administrativo 

contra la empresa Petrogás S.A. al tenor de lo dispuesto en el inciso c) del artículo 41 de la Ley 

7593, acuerdo 03-53-2012, artículo 3.  

CONSIDERANDO: 

 

I. Que la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y sus reformas (Ley 7593) en 

el artículo 5 inciso d), establece como servicio público el suministro de combustibles derivados 

de hidrocarburos, dentro de los que se incluyen: 1) los derivados del petróleo, asfaltos, gas y 

naftas destinados a abastecer la demanda nacional en planteles de distribución y 2) los derivados 

del petróleo, asfaltos, gas y naftas destinados al consumidor final.  

 

II. Que la Ley 7593 en sus artículos 38 y 41, faculta a la Autoridad Reguladora de los Servicios 

Públicos a tramitar procedimientos ordinarios sancionatorios contra los prestadores de servicios 

públicos que incurran en las circunstancias ahí descritas, aplicando el procedimiento ordinario 

establecido en los artículos 214 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública 

(Ley 6227). 

 

III. Que el artículo 41 de la Ley 7593, establece las causales de revocatoria de la concesión o el 

permiso, sin perjuicio de las sanciones y responsabilidades que corresponda aplicar de acuerdo 

con la ley, declarable mediante proceso administrativo.  
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IV. Que  la Autoridad Reguladora es una institución autónoma según lo establecen los  artículos 188 

y 189 de la Constitución Política y artículo 1 de la Ley 7593. El  artículo 45 de ésta última la 

faculta para establecer su organización interna, a fin de cumplir sus funciones. 

 

V. Que en el ejercicio de esa facultad auto organizativa, la Junta Directiva, emitió el Reglamento de 

organización y funciones de la Autoridad Reguladora y sus órganos desconcentrados (RIOF). 

 

VI. Que en virtud de la Ley 7593 y el artículo 6. 2. j) del RIOF, la Junta Directiva ostenta la 

condición de órgano decisor en los procedimientos ordinarios sancionatorios donde la posible 

sanción a imponer sea la revocatoria de la concesión o el permiso.  

 

VII. Que de conformidad con el artículo 56 inciso 2 del RIOF, la Dirección General de Asesoría 

Jurídica y Regulatoria es la responsable la competencia de instruir procedimientos 

sancionatorios de las quejas, controversias, y denuncias relacionadas con la prestación de los 

servicios públicos. Para ello la Junta Directiva, en casos como el presente, nombra como órgano 

director en este tipo de procedimientos administrativos a funcionarios de esa dirección, con el 

fin del resguardo al derecho de defensa de la(s) parte(s) investigada(s). Ello por cuanto la 

secretaría de éste órgano colegiado, según sus funciones, no sería el órgano idóneo para 

garantizar el debido proceso, lo cual es fundamental en la instrucción de dichos procedimientos.   

 

VIII. Que de conformidad con lo indicado en el artículo 39 del decreto 29732-MP, Reglamento a la 

Ley 7593, el auto inicial se le notificará al prestador, al quejoso y al concedente del servicio de 

que se trate, quien por ello no adquirirá la condición de parte. 

 

IX. Que de conformidad con el resultando y considerando anteriores y al mérito de los autos, lo 

procedente es ordenar el inicio del procedimiento administrativo contra la  empresa Petrogás, 

S.A. y nombrar órgano director, tal y como se dispone: 

 

POR TANTO 
 

Con fundamento en la Ley General de la Administración Pública (Ley 6227) y la Ley de la 

Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos (Ley 7593), 

 

LA JUNTA DIRECTIVA DE LA 

 AUTORIDAD REGULADORA DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 

  

RESUELVE: 

 

I. Dar inicio al procedimiento administrativo contra Petrogás, S.A., cédula de persona jurídica 3-

101-165924, en su condición de autorizada para la prestación de servicio público de 

almacenamiento y venta de combustibles derivados de hidrocarburos a consumidores finales, 

que se tramitará bajo el expediente número OT-119-2012, con el fin averiguar la verdad real de 

los hechos sobre el presunto incumplimiento de la obligación de “no podrá llenar o retener de 

forma indebida cilindros de otras plantas envasadoras…”, lo anterior en cuanto a las boletas de 

autorización con la siguiente numeración: 48447, 52349, 60128, 60127, 60130, 60124, 60123, 

60125, 60126, 60135, 60134, 60138, 60137, 60139, 58955, 58956, 58960, 58958, 58957, 52350 

y  60051, establecida en la resolución de autorización de prestación del servicio público de 

almacenamiento y venta de combustibles derivados de hidrocarburos a consumidores finales R-

D-657-2009, al amparo del inciso c) del artículo 41 de la Ley 7593.  

 



 
 
 

 

Sesión Extraordinaria N.° 53-2012     4 de julio del 2012  

10 

 

 

II. Nombrar como órgano director del procedimiento a Cristian Rodríguez León, cédula de 

identidad 5-275-269, funcionario de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. El 

órgano director debe realizar todos los actos necesarios para averiguar la verdad real de los 

hechos que dan base a este procedimiento, otorgar y vigilar el respeto al debido proceso y 

conceder el derecho de defensa al administrado, para lo cual tendrá todas las competencias 

otorgadas en la Ley 6227. Cuando el órgano director nombrado se encuentre impedido o por 

cualquier razón no pueda asumir sus funciones, será suplido por Eric Chaves Gómez, cédula de 

identidad 1-905-018, funcionario de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos.  

 

III. Prevenir a la investigada que en el primer escrito que presente debe señalar un medio para 

atender notificaciones, bajo el apercibimiento que mientras no lo haga, las resoluciones 

posteriores quedarán notificadas con el transcurso de 24 horas de dictadas, incluido el acto final 

del procedimiento. Se producirá igual consecuencia cuando la notificación no se pueda efectuar 

en el medio señalado –artículos 11, 34, 36 y 50 de la Ley de Notificaciones Judiciales (Ley 

8687).  

 

IV. Comunicar a la investigada que tiene derecho a hacerse representar y/o asesorar por abogado, a 

examinar, leer y copiar cualquier pieza del expediente, así como pedir certificación de la misma, 

costo que deberá cubrir el interesado. El expediente administrativo se encuentra en la Dirección 

General de Participación del Usuario de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, en 

el horario de lunes a viernes de las 8:00 a las 16:00 horas, lugar donde también podrán hacer 

consultas sobre el trámite del expediente. Se le indica a la investigada que toda presentación de 

documentos deberá hacerse en la recepción de la Autoridad Reguladora de los Servicios 

Públicos. 

 

V. Indicar a la investigada que esta resolución en ningún sentido sustituye el auto de intimación, el 

cual le será comunicado oportunamente y contra el cual podrá plantear los recursos 

administrativos que contra ese acto establece la Ley 6227. 

 

VI. Indicar a la investigada que en cuanto a la representación en el procedimiento administrativo 

ordinario, la existencia del ordinal 283 de la Ley General de la Administración Pública que dice: 

“(…) El poder del administrado podrá constituirse por los medios del derecho común y, 

además, por simple carta autenticada por un abogado (…)”. En caso de utilizar la figura del 

poder especial, en éste procedimiento deberán especificarse los actos a los cuales está facultado 

el mandatario, de manera que sólo se le permitirá realizar los actos para los cuales esté 

expresamente autorizado de conformidad con el artículo 1256 del Código Civil. Además, deberá 

adjuntarse al poder especial las especies fiscales de ley.  

 

VII. Notificar al Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones como concedente de los 

servicios públicos de suministro de combustibles derivados de hidrocarburos. 

 

En cumplimiento de lo que ordena el artículo 245 y 345 de la Ley 6227, se indica que contra el inicio 

del procedimiento administrativo que se dicta en esta resolución, cabe el recurso ordinario de 

revocatoria o reposición apelación, el cual podrá interponerse ante la Junta Directiva, a la que 

corresponde su resolución. 

 

El recurso de revocatoria o reposición deberá interponerse en el plazo de 24 horas contadas a partir 

de su notificación, conforme el artículo 346 párrafo primero de la Ley 6227. 

 

NOTIFIQUESE Y COMUNÍQUESE. 
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ARTÍCULO 4.  Presunta actuación ineficiente del Consejo de la SUTEL en la tramitación de los 

procedimientos de queja interpuesto por el señor Carlos Moraga Gatgens. 

 

Se conoce el oficio 393-DGJR-2012, del 30 de mayo del 2012, mediante el cual la Dirección General 

de Asesoría Jurídica y Regulatoria, rinde dictamen de la presunta actuación ineficiente del Consejo de 

la Superintendencia de Telecomunicaciones, respecto a los procedimientos de queja tramitados en los 

expedientes AU-097-2011, AU-141-2011 y AU-341-2011 interpuestos por el señor Carlos Moraga 

Gatgens. 

 

La señora Carol Solano Durán explica los principales extremos del citado dictamen, en donde el 

señor Moroga manifiesta que el Consejo de la SUTEL ha actuado ineficientemente en la tramitación 

de procedimientos de quejas que había planteado y además solicita una medida cautelar que no se le 

había resuelto.   

 

Comenta que analizados los casos, se recomienda solicitar al Consejo de la Superintendencia de 

Telecomunicaciones lo siguiente:  

 

i) Rinda un informe sobre la atención dada a las quejas tramitadas en los expedientes SUTEL-AU-

097-2011, SUTEL-AU-141-2011 y SUTEL-AU-341-2011 y la etapa en que se encuentra cada una 

de ellas y en caso de encontrarse terminadas se indique cómo fueron resueltas,  

 
ii) Establecer en el acuerdo el plazo máximo en el cual el Consejo de la Sutel debe remitir la 

información solicitada, iii) Comunicar al señor Moraga Gatgens el acuerdo que llegue a dictarse. 

Ello en un formato audible por ser una persona no vidente, esto con fundamento en la Ley 7600. 

 

Una vez analizado el tema en discusión, el señor Dennis Meléndez Howell somete a votación la 

propuesta de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, conforme a su oficio 393-

DGJR-2012, del 30 de mayo del 2012, la Junta Directiva resuelve por unanimidad: 

 

ACUERDO 04-53-2012 

 

1. Solicitar a la Superintendencia de Telecomunicaciones que, en un plazo de diez días naturales, 

rinda un informe sobre la atención dada a las quejas tramitadas en los expedientes SUTEL-AU-

097-2011, SUTEL-AU-141-2011 y SUTEL-AU-341-2011 y la etapa en que se encuentra cada una 

de ellas. En caso de encontrarse terminadas se indique cómo fueron resueltas. 

 

2. Comunicar al señor Moraga Gatgens el acuerdo que llegue a dictarse. Ello en un formato audible 

por así haberse solicitado y con fundamento en la Ley 7600. 

 

 

ARTÍCULO 5.  Recurso de apelación interpuesto por la empresa Rutas 51 y 53 S.A. en contra de 

la resolución 118-RCR-2010. ET-105-2010.  

  
Se analiza el oficio 430-DGJR-2012, del 14 de junio del 2012, mediante el cual la Dirección General 

de Asesoría Jurídica y Regulatoria, rinde criterio en torno al recurso de apelación interpuesto por la 

empresa Rutas 51 y 53 S.A., en contra de la resolución 118-RCR-2010, del 5 de agosto de 2010, 

expediente ET-105-2010. 

 

El señor Juan Manuel Quesada Espinoza explica los principales extremos del citado criterio, al 

tiempo que señala las recomendaciones del caso. 
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Una vez analizado el tema en discusión, el señor Dennis Meléndez Howell somete a votación la 

propuesta de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, conforme a su oficio 430-

DGJR-2012, del 14 de junio del 2012, la Junta Directiva resuelve por unanimidad: 

 

ACUERDO 05-53-2012 

 

1. Acoger por el fondo, el recurso de apelación en subsidio interpuesto por la empresa Rutas 51 y 53 

S.A., en contra de la resolución 118-RCR-2010 del 05 de agosto de 2010.  

 

2. Anular la resolución 118-RCR-2010 del 05 de agosto de 2010 y por su conexidad la resolución 

403-RCR-2011 del 7 de abril de 2011. 

 

3. Instruir a la Dirección de Servicios de Transportes que, en el plazo máximo de un mes, realice un 

estudio tarifario de oficio y en caso de considerarse pertinente, se recomiende el reconocimiento de 

las diferencias tarifarias dejadas de percibir por la empresa recurrente en razón de lo aquí 

recomendado, y someta el resultado de su estudio al órgano competente para fijar tarifas, para que 

resuelva lo que corresponda, tal y como se dispone. 

 

4. Dar por agotada la vía administrativa.  

5. Notificar a las partes la resolución que ha de dictarse, en el medio o lugar señalado para ello. 

6. Dictar la siguiente resolución: 

RESULTANDO: 

 

 

I.  El 18 de junio del 2010, la empresa Rutas 51 y 53 S.A., presentó ante esta Autoridad Reguladora, 

solicitud de ajuste en las tarifas de los servicios de las rutas 51, 51 A y 53, además solicitó tarifas 

por corredor común para las rutas 50, 60, 60 BS, 62, 62 BS, 58, 304 y 305. (Folios del 1 a 265).  

 

II.  El 5 de agosto del 2010, el Comité de Regulación, mediante resolución 118-RCR-2010, rechazó 

las tarifas solicitadas para las rutas 51, 51 A y 53 y las tarifas solicitadas por corredor común para 

las rutas 50, 60, 60 BS y 62. (Folios del 546 a 560). 

 

III.  El 16 de agosto de 2010, la empresa Rutas 51 y 53 S.A., interpuso recurso de revocatoria con 

apelación en subsidio contra la resolución 118-RCR-2010 (Folios del 539 a 545). 

 

IV.  El 7 de abril de 2011, el Comité de Regulación, mediante la resolución 403-RCR-2011, rechazó 

por el fondo el recurso de revocatoria contra la resolución 118-RCR-2010 (Folios del 593 a 600). 

 

V.  El 22 de julio de 2011, el Comité de Regulación, mediante la resolución 565-RCR-2011 publicada 

en La Gaceta No. 152 del 9 de agosto de 2011, fijó entre otras a nivel nacional, las tarifas para la 

ruta 501-A. La resolución anterior fue corregida a través de la resolución 589-RCR-2011 

publicada en La Gaceta No. 163 del 25 de agosto de 2011 (ET-76-2011). 

 

VI.  El 12 de setiembre de 2011, la Dirección de Servicios de Transportes, mediante el oficio 1028-

DITRA-2011/70148, emitió el informe que ordena el artículo 349 de la Ley General de la 

Administración Pública respecto al recurso de apelación (Folios 603 a 604). 
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VII.  El 19 de setiembre de 2011, la Secretaría de Junta Directiva, mediante el memorando 353-SJD-

2011/70616, remitió para el análisis de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, 

el recurso de apelación interpuesto por la empresa Rutas 51 y 53 S.A. contra la resolución 118-

RCR-2010 (Folio 602). 

 

VIII.  No consta en autos que la empresa Rutas 51 y 53 S.A. respondiera el emplazamiento conferido 

ante la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora. 

 

IX.  El 4 de abril de 2012, el Comité de Regulación, mediante la resolución 818-RCR-2012 publicada 

en La Gaceta No. 82 del 27 de abril de 2012, fijó entre otras a nivel nacional, las tarifas para la 

ruta 501 A. (ET-37-2012). 

 

X.  El 14 de junio de 2012, la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, mediante el 

oficio 430-DGJR-2012, rindió criterio sobre el recurso de apelación presentado por la empresa 

Rutas 51 y 53 S.A. contra la resolución 118-RCR-2010 del 5 de agostos del 2010. 

 

XI.  Se han realizado las diligencias útiles y necesarias para el dictado de la presente resolución.  

 

CONSIDERANDO: 

 

I. Que del oficio 430-DGJR-2012 arriba citado, que sirve de sustento a la presente resolución, se 

extrae lo siguiente: 

 

“(…) 

 

II. ANÁLISIS POR LA FORMA 

 

1) NATURALEZA DEL RECURSO 

 

El recurso presentado es el ordinario de apelación al cual se le aplican, las disposiciones 

contenidas en los artículos 342 a 352 de la Ley General de la Administración Pública y sus 

reformas.  

 

2) TEMPORALIDAD DEL RECURSO 

 

La resolución recurrida fue notificada al recurrente el día 11 de agosto de 2010 (folio 559 y 

561) y la impugnación fue planteada el día 16 de agosto de 2010 (folio 539). 

 

Del análisis comparativo entre la fecha de notificación del acto y la de interposición del 

recurso, con respecto al plazo de tres días hábiles para recurrir, otorgado en el artículo 346 de 

la Ley General de la Administración Pública, el cual vencía el 16 de agosto de 2010, se 

concluye que la impugnación se presentó dentro del plazo legal. 
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3) LEGITIMACIÓN 

 

Respecto de la legitimación activa, cabe indicar, que la empresa Rutas 51 y 53 S.A. está 

legitimada para actuar -en la forma en lo que ha hecho- como operador de las rutas 51, 51 A y 

53, de acuerdo con lo establecido en los artículos 275 y 276 de la Ley General de la 

Administración Pública, en relación con los artículos 31 y 36 de la Ley 7593; ya que es parte 

en el procedimiento en que recayó la resolución recurrida. 

 

4) REPRESENTACIÓN 

 

El señor Cristian Gamboa Acosta, cédula de identidad No. 1-851-405, es el presidente con 

facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma de la empresa Rutas 51 y 53 S.A., -

según consta en la certificación notarial visible a folio 25 del expediente- por lo cual está 

facultado para actuar en nombre de ese operador de servicio. 

 

(…)” 

 

 IV. ANÁLISIS POR EL FONDO 

 

1- EN CUANTO A LAS HERRAMIENTAS COMPLEMENTARIAS 

 

En cuanto al argumento de inconformidad de la empresa recurrente, relacionado al tema de las 

herramientas complementarias, este órgano asesor considera necesario realizar las siguientes 

valoraciones y consideraciones al respecto: 

 

1a.- Sobre el origen de las herramientas complementarias.  
 

A medida en que la Autoridad Reguladora inició la utilización del modelo estructura general de 

costos para la fijación de tarifas del servicio público de transporte remunerado de personas, 

modalidad autobús, se evidenció que se presentaban circunstancias especiales en las que los 

resultados de éste no eran confiables.  

 

Por ello, el entonces Regulador General, Herman Hess Araya, mediante la Circular 1-2002 

(oficio 1460-RG-2002) el 25 de noviembre del 2002 instauró el uso de las herramientas 

complementarias. 

 

Las mismas fueron entendidas como una forma de estudiar y de verificar los resultados del 

modelo estructura general de costos. La información que se le inserta al modelo se disgregaba 

a través de estas herramientas con el fin de que la misma pudiera ser comparada con las 

fijaciones anteriores, con el comportamiento histórico de la ruta, de otras rutas similares y de 

los componentes que conforman la tarifa, principalmente ante la ausencia de estudios de 

demanda y el peligro de hacer fijaciones poco realistas y por ende alejado del principio de 

servicio al costo. 

 

1b.- Posición de la Junta Directiva con relación a las herramientas    complementarias. 

 

La Junta Directiva de la ARESEP mediante los acuerdos: 006-071-2006, 007-071-2006 ambos 

del 20 de noviembre de 2006, manifestó sobre la aplicación de las herramientas 

complementarias:  
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“(…) ..Que en materia de transporte remunerado de personas modalidad autobús, se ha 

venido aplicando una metodología basada en el análisis de la estructura de costos de los 

prestadores de dicho servicio, de una forma específica, que considera la existencia de una 

empresa modelo, sin perjuicio de otras herramientas metodológicas que permitan calcular 

las tarifas conforme los principios previstos en la ley.(…)” 

 

En cuanto a la aplicación del modelo estructura general de costos y las herramientas 

complementarias, la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, 

mediante la resolución RJD-101-2007, de las 14:30 horas del 7 de julio de 2007, consideró: 

 

“(…) 8) En cuanto al argumento de que sólo debe emplearse el modelo econométrico, 

porque es el basado en la Ley 7593, corresponde aclarar que esa metodología no fue 

determinada con base en dicha ley, ya que ésta ni siquiera existía cuando ese modelo fue 

creado. La Ley 7593 fue promulgada el 9 de agosto de 1996 y entró a regir el 5 de octubre 

de ese año. Además, la Ley General de la Administración Pública en los artículos 15 y 16 

establece la prohibición de dictar actos administrativos que contraríen las reglas unívocas 

de la ciencia o de la técnica o que sean contrarios a principios elementales de justicia, 

lógica o conveniencia. 

9) Lo que ocurre es que la Autoridad Reguladora, en materia de transporte remunerado de 

personas, ha venido empleando el modelo desarrollado por el MOPT para determinar las 

tarifas de ese servicio. Pero la experiencia surgida de su empleo ha enseñado que ese 

instrumento arroja resultados que obligan a complementarlo con otros análisis técnicos y 

científicos, perfectamente pertinentes y acordes con el ordenamiento jurídico. 

10) En cuanto al uso de herramientas complementarias al modelo econométrico, esta área 

asesora reitera lo manifestado en el oficio Nº 192-AJD-2002 del 12 de diciembre de 2002, 

en el sentido que: 

 

… c) Que la Autoridad Reguladora, en materia de transporte remunerado de personas en 

vehículos automotores, ha venido empleando el modelo desarrollado por Ministerio de 

Obras Públicas y Transportes, para determinar las tarifas de ese servicio. Sin embargo, la 

experiencia surgida del empleo del modelo en cuestión, ha enseñado que ese instrumento 

arroja resultados que obligan a complementarlo con otros análisis técnicos y científicos, 

perfectamente pertinentes y acordes con el ordenamiento jurídico. 

 

d) Que, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional de nuestro país los contratos de 

concesión, en lo que concierne a la fijación de precios y tarifas de los servicios públicos 

regulados por la Autoridad Reguladora, no pueden señalarle cómo debe proceder o cuáles 

instrumentos utilizar en el cumplimiento de sus funciones. 

 

Por último, se indica que en el tanto y en el cuanto las tarifas y precios sean fijados dentro 

del marco del Principio de Servicio al Costo establecido en el artículo 3º de la Ley 7593 y 

no violen las reglas unívocas de la ciencia y la técnica y no sean ilógicas, injustas o 

inconvenientes al fin público que la Administración debe buscar, independientemente de los 

instrumentos que se utilicen para ello, las actuaciones de la Institución no pueden 

calificarse de ilegales o inconstitucionales. 

 

De lo trascrito supra se desprende que el Regulador General está facultado legalmente para 

determinar cuáles herramientas emplear en la consecución del fin público, es decir, en la 

fijación de tarifas sustentadas en el Principio de Servicio al Costo. (…)” 
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Siguiendo la línea de pensamiento supra indicada, dicha Junta Directiva dictó, entre otros, los 

acuerdos: 006-045-2010 del 25 de octubre del 2010, el 006-047-2010 del 03 de noviembre del 

2010, el 011-009-2011 y el 012-009-2011 ambos del 07 de febrero del 2011, en donde se 

rechazaron los argumentos de los recurrentes por el uso de las herramientas complementarias. 

 

Por lo anterior, se concluye que la Autoridad Reguladora, para el dictado de sus resoluciones, 

complementaba el resultado del modelo estructura general de costos con las herramientas 

referidas. En la medida en que todas ellas le brindaban un marco mucho más amplio de 

análisis en apego del principio de servicio al costo. 

 

1c.- Jurisprudencia judicial sobre la aplicación de las herramientas complementarias. 

 

En cuanto al tema de las herramientas complementarias, cabe mencionar, que la línea 

jurisprudencial de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, (sentencias Nos. 577-F-

2007 del 10/08/2007, y 392-F-S1-2010 del 18/03/2010), señalan en términos generales, que en 

materia de transporte público, la herramienta técnica vigente, es el denominado “modelo 

econométrico” y que la Autoridad Reguladora no puede aplicar criterios adicionales a éste. 

Inclusive advierten, que la discrecionalidad de la ARESEP se reduce a cero una vez que se 

tiene el resultado del modelo estructura general de costos. 

 

Más recientemente, mediante la resolución 355-F-S1-2012 del 15/03/2012, la Sala Primera 

declaró con lugar el recurso de casación interpuesto por la empresa CONATRA S.A. anulando 

la sentencia No. 4294-2010 del Tribunal Contencioso-Administrativo, Sección IV, en la cual se 

desarrollaba, la tesis que “las herramientas complementarias no violentaban el principio de 

confianza legítima ni el de inderogabilidad singular de la norma, y que el acto tarifario 

presentaba elementos no reglados, que permitían la aplicación de este tipo de herramientas, en 

cumplimiento de principios o criterios regulatorios como el de equidad social”, la cual era la 

tesis que había venido utilizando la ARESEP, en cuanto a la aplicación de las herramientas 

complementarias. 

 

En consecuencia, y siendo que la jurisprudencia es fuente de derecho administrativo, al tenor 

de lo dispuesto por los artículos 6, 7 y 9 de la Ley General de la Administración Pública, 

considera este órgano asesor que lo procedente sería ajustar las actuaciones de la Autoridad 

Reguladora a la interpretación (línea jurisprudencial) que la Sala Primera viene sosteniendo 

en sus resoluciones en torno a la utilización de las herramientas complementarias.  

 

1d.-  En cuanto al caso concreto. 

 

El informe tarifario realizado por la Dirección de Servicios de Transportes, mediante el oficio 

1067-DITRA-2010/53749, que corre a folios 562 a 583, y que sirvió de base a la resolución 

recurrida 118-RCR-2010 del 05 de agosto de 2010, señalaba que el resultado de la aplicación 

del modelo tarifario para las rutas 51, 51 A y 53 estructura general de costos indicaba que 

requería en su tarifa un incremento del 16,01%. Sin embargo, al ser el porcentaje mayor a la 

tasa del IPC interanual, se procedió a continuar con el análisis a la luz de las herramientas 

complementarias. 

 

Del estudio tarifario se desprende que la herramienta aplicada fue el análisis complementario 

de costos, el cual arrojó un porcentaje de 1,22% que por no superar el 5% que establece el 

artículo 31 de la Ley 3503, se concluyó que dicha ruta no requería aumento tarifario. 
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Por su parte, en la resolución recurrida 118-RCR-2010, el Comité de Regulación, con base en 

el informe de estudio tarifario (oficio 1067-DITRA-2010/53749) tomando en consideración el 

resultado del análisis complementario de costos, recomendó rechazar la solicitud de fijación 

tarifaria. 

 

Ahora bien, siguiendo entonces la línea jurisprudencial de la Sala Primera de la Corte 

Suprema de Justicia, que señala, que en materia de transporte público, la Autoridad 

Reguladora no podía aplicar criterios adicionales a éste, en el presente caso, debió fijarse 

entonces el incremento tarifario con base en el porcentaje resultante de la corrida del modelo 

estructura general de costos y no con base en el resultado que arrojaba la herramienta 

complementaria de cálculo. 

 

Así las cosas, lleva razón la empresa recurrente en cuanto a este argumento, por lo que se 

recomienda acoger este extremo. 

 

NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN RECURRIDA 

 

De conformidad con lo señalado en el artículo 102 inciso d) de la Ley General de la 

Administración Pública, el cual establece que el superior jerárquico tendrá entre otras, la 

potestad de adoptar las medidas necesarias para ajustar la conducta del inferior a la ley y a la 

buena administración, revocándola, anulándola o reformándola de oficio, o en virtud de 

recurso administrativo; en consonancia con lo establecido en el artículo 53 inciso l) de la Ley 

7593 y lo dispuesto en el artículo 174 de la Ley General supra citada, y con el fin de evitar que 

los actos administrativos que se llegaron a dictar, adolezcan de vicios, se procede a señalar lo 

siguiente: 

 

Dicha Ley General, hace referencia a una serie de elementos que debe tener todo acto 

administrativo para considerarse válido. Dichos elementos son: 1) Sujeto (artículo 129), 2) 

Forma (artículo 134), 3) Procedimiento (artículo 308 y siguientes), 4) Motivo (artículo 133), 5) 

Contenido (artículo 132); y, 6) Fin (artículo 131). 

 

El motivo legítimo lo constituye el conjunto de antecedentes fácticos y jurídicos que justifican la 

decisión tomada por la respectiva Administración y su falta provocaría la nulidad absoluta del 

acto.  

 

En cuanto al contenido del acto, el cual debe ser lícito, posible, claro, preciso y abarcar todas 

las cuestiones de hecho y derecho, surgidas del motivo, proporcionado al fin, y en caso de 

afectar derechos subjetivos de los particulares deben contar con un motivo legítimo y 

razonable.  

 

Por otro lado, el artículo 223 de la Ley General de la Administración Pública, dispone: 

 

“Sólo causará nulidad de lo actuado la omisión de formalidades sustanciales del 

procedimiento. 

 

Se entenderá como sustancial la formalidad cuya realización correcta hubiera impedido o 

cambiado la decisión final en aspectos importantes, o cuya omisión causare indefensión”. 
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De los autos se desprende que existen vicios en el motivo y en el contenido de la resolución 

118-RCR-2010 al haberse rechazado –mediante la utilización de las herramientas 

complementarias- el porcentaje que arrojaba, en un inicio, la corrida del modelo estructura 

general de costos. 

  

De conformidad con lo anterior, el fundamento de la resolución recurrida debió ser el 

resultado arrojado por el modelo estructura general de costos, a la luz de la línea 

jurisprudencial que ha venido sosteniendo la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia.  

 

Siendo que el motivo y el contenido del acto administrativo constituyen elementos esenciales del 

mismo, al tenor de lo indicado en los artículos 128 y siguientes de la Ley General de la 

Administración Pública, acarrea la nulidad absoluta del acto administrativo que tiene el vicio. 

Por conexidad, debe anularse también la resolución 403-RCR-2011 que resolvió rechazar el 

recurso de revocatoria planteado por la empresa Rutas 51 y 53 S.A.  

 

V. CONCLUSIONES 

 

Sobre la base de lo arriba expuesto, se puede arribar a las conclusiones siguientes: 

 

1. Desde el punto de vista formal, el recurso de apelación presentado, resulta admisible, 

puesto que fue presentado en tiempo y forma. 

 

2. La Autoridad Reguladora, para el dictado de la resolución 118-RCR-2010, 

complementó el resultado del modelo estructura general de costos con las herramientas 

complementarias. Finalmente la decisión se tomó con base en el resultado de la 

herramienta complementaria de costos. 

 

3. Al ser la jurisprudencia fuente de derecho administrativo, al tenor de lo dispuesto por 

los artículos 6, 7 y 9 de la L.G.A.P., lo procedente sería ajustar las actuaciones de la 

Autoridad Reguladora a la línea jurisprudencial que la Sala Primera viene sosteniendo 

en sus resoluciones en torno a la utilización de las herramientas complementarias. 

 

4. La resolución 118-RCR-2010 rechazó la solicitud de fijación tarifaria para las rutas 

51, 51 A y 53, contiene vicios en su motivo y contenido, y siendo que estos constituyen 

elementos sustanciales del acto administrativo, consecuentemente acarrea la nulidad de 

la misma, y por conexidad, también debe anularse la resolución 403-RCR-2011 que 

resolvió rechazar el recurso de revocatoria planteado por la empresa Rutas 51 y 53 

S.A. contra la resolución recurrida. 

 

5. Las tarifas vigentes no son las tarifas de la resolución recurrida 118-RCR-2010 del 05 

de agosto de 2010, sino, las tarifas fijadas en la resolución 818-RCR-2012 de fecha 4 

de abril de 2012, publicada en La Gaceta No. 82 del 27 de abril de 2012. (ET-037-

2012). 

(…)” 

 

II- Que en sesión extraordinaria 53-2012, del 4 de julio de 2012, cuya acta fue ratificada el 16 de 

julio del 2012; la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora, sobre la base del oficio 430-

DGJR-2012, de cita, acordó entre otras cosas, dictar la presente resolución. 
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III- Con fundamento en los resultandos y considerandos precedentes y de acuerdo con el mérito de 

los autos, lo procedente es: 1.- Acoger por el fondo, el recurso de apelación interpuesto. 2.- 

Anular de oficio la resolución 118-RCR-2010 del 05 de agosto de 2010 y por su conexidad la 

resolución 403-RCR-2011 del 7 de abril de 2011. 3.- Instruir a la Dirección de Servicios de 

Transportes, para que en el plazo máximo de un mes, realice un estudio tarifario de oficio y en 

caso de considerarse pertinente, se recomiende el reconocimiento de las diferencias tarifarias 

dejadas de percibir por la empresa recurrente en razón de lo aquí recomendado, y someta el 

resultado de su estudio al órgano competente para fijar tarifas, para que resuelva lo que 

corresponda, tal y como se dispone. 

 

POR TANTO: 

 

LA JUNTA DIRECTIVA DE LA AUTORIDAD REGULADORA  

DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 

 

RESUELVE: 

 

I. Acoger por el fondo, el recurso de apelación en subsidio interpuesto por la empresa Rutas 51 y 

53 S.A., en contra de la resolución 118-RCR-2010 del 05 de agosto de 2010.  

 

II. Anular la resolución 118-RCR-2010 del 05 de agosto de 2010 y por su conexidad la resolución 

403-RCR-2011 del 7 de abril de 2011. 

 

III. Instruir a la Dirección de Servicios de Transportes, para que en el plazo máximo de un mes, 

realice un estudio tarifario de oficio y en caso de considerarse pertinente, se recomiende el 

reconocimiento de las diferencias tarifarias dejadas de percibir por la empresa recurrente en 

razón de lo aquí recomendado, y someta el resultado de su estudio al órgano competente para 

fijar tarifas, para que resuelva lo que corresponda, tal y como se dispone. 

 

IV. Dar por agotada  la vía administrativa.  

 

V. Notificar a las partes, la resolución que ha de dictarse, en el medio o lugar señalado para ello. 
 

NOTIFÍQUESE. 

 

 

ARTÍCULO 6.  Recurso de apelación interpuesto por la empresa Guadalupe Limitada, en 

contra de la resolución 477-RCR-2011. ET-035-2011. 

 
Se conoce el oficio 431-DGJR-2012, del 14 de junio del 2012, mediante el cual la Dirección General 

de Asesoría Jurídica y Regulatoria, rinde un criterio sobre el recurso de apelación interpuesto por la 

empresa Guadalupe Limitada, en contra de la resolución 477-RCR-2011 del 25 de mayo del 2011, 

expediente ET-035-2011. 

 

El señor Juan Manuel Quesada Espinoza explica los principales extremos del citado criterio y las 

recomendaciones de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria. 

 

Una vez analizado el tema en discusión, el señor Dennis Meléndez Howell somete a votación la 

propuesta de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, conforme a su oficio 431-

DGJR-2012, del 14 de junio del 2012, la Junta Directiva resuelve por unanimidad: 



 
 
 

 

Sesión Extraordinaria N.° 53-2012     4 de julio del 2012  

20 

 

 
ACUERDO 06-53-2012 

 
1. Acoger por el fondo, el recurso de apelación interpuesto por la empresa Guadalupe Ltda., contra la 

resolución 477-RCR-2011 del 25 de mayo de 2011. 

 

2. Anular la resolución 477-RCR-2011 del 25 de mayo de 2011. 

 

3. Instruir a la Dirección de Servicios de Transportes, para que en el plazo máximo de un mes, realice 

un estudio tarifario de oficio y en caso de considerarse pertinente, se recomiende el reconocimiento 

de las diferencias tarifarias dejadas de percibir por la empresa recurrente en razón de lo aquí 

recomendado, y someta el resultado de su estudio al órgano competente para fijar tarifas, para que 

resuelva lo que corresponda. 

 

4. Dar por agotada la vía administrativa.  

 

5. Notificar a las partes la resolución que ha de dictarse, en el medio y lugar señalado para ello. 

 

6. Díctese la siguiente resolución 

 

RESULTANDO: 

 

I. El 15 de marzo de 2011, la Empresa Guadalupe Ltda., presentó ante esta Autoridad Reguladora, 

solicitud de ajuste en las tarifas de los servicios de las rutas 30, 30 A, 31, 32, 33, 34, 34 A y 35. 

(Folios 01 a 169). 

 

II. El 25 de mayo del 2011, el Comité de Regulación, mediante la resolución 477-RCR-2011, 

resolvió rechazar la solicitud de ajuste tarifario para las rutas 30, 30-A, 31, 32, 33, 34, 34-A y 35. 

(Folios 236 a 246). 

 

III. El 9 de junio del 2011, la Empresa Guadalupe Ltda, inconforme con lo resuelto, interpuso 

recurso de apelación en contra de la resolución 477-RCR-2011. (Folios 247 a 323). 

 

IV. El 22 de julio de 2011, el Comité de Regulación, mediante la resolución 565-RCR-2011 

publicada en La Gaceta No. 152 del 9 de agosto de 2011, fijó entre otras a nivel nacional, las 

tarifas para la ruta 501-A. La resolución anterior fue corregida a través de la resolución 589-

RCR-2011 publicada en La Gaceta No. 163 del 25 de agosto de 2011 (ET-076-2011). 

 

V. El 05 de setiembre del 2011, la Dirección de Servicios de Transportes, mediante el oficio 974-

DITRA-2011, emitió el informe que ordena el artículo 349 de la Ley General de la 

Administración Pública respecto al recurso de apelación interpuesto por el recurrente (Folios 347 

a 348).  

 

VI. El 23 de setiembre del 2011, la empresa recurrente respondió al emplazamiento conferido. (Folio 

346). 

 

VII. El 19 de setiembre del 2011, la Secretaría de Junta Directiva de ARESEP, mediante el 

memorando 354-SJD-2011, remitió para el análisis de la Dirección General de Asesoría Jurídica 

y Regulatoria, el recurso de apelación interpuesto por la Empresa Guadalupe Ltda. contra la 

resolución 477-RCR-2011 (Folio 345). 
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VIII. El 4 de abril de 2012, el Comité de Regulación, mediante la resolución 818-RCR-2012 publicada 

en La Gaceta No. 82 del 27 de abril de 2012, fijó entre otras a nivel nacional, las tarifas para las 

rutas 30, 30-A, 31, 32, 33, 34, 34-A y 35 (ET-37-2012). 

 

IX. El 14 de junio del 2012, la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, mediante el 

oficio 431-DGJR-2012, rindió criterio sobre el recurso de apelación presentado por la Empresa 

Guadalupe Ltda., en contra de la resolución 477-RCR-2011.  

 

X. Se han realizado las diligencias útiles y necesarias para el dictado de la presente resolución.  

CONSIDERANDO: 

 

I. Que del oficio 431-DGJR-2012 arriba citado, que sirve de sustento a la presente resolución, se 

extrae lo siguiente: 

 

“(…) 

 

II.

 

ANÁLISIS POR LA FORMA 

 

1) NATURALEZA DEL RECURSO 

El recurso presentado es el ordinario de apelación al cual se le aplican, las disposiciones 

contenidas en los artículos 342 a 352 de la Ley General de la Administración Pública y sus 

reformas.  

 

2) TEMPORALIDAD DEL RECURSO 

La resolución recurrida fue notificada al recurrente el día 6 de junio del 2011, (folios 350 y 

351) y la impugnación fue planteada el día 9 de junio del 2011. (Folios 247 a 254). 

 

Del análisis comparativo entre la fecha de notificación del acto y la de interposición del 

recurso, con respecto al plazo de tres días hábiles para recurrir, otorgado en el artículo 346 de 

la Ley General de la Administración Pública, el cual vencía el 9 de junio de 2011, se concluye 

que la impugnación se presentó dentro del plazo legal. 

 

3) LEGITIMACIÓN 

Respecto de la legitimación activa, cabe indicar, que la empresa Guadalupe Ltda., está 

legitimada para actuar -en la forma en lo que ha hecho- como operadora de las rutas 30, 30 A, 

31, 32, 33, 34, 34 A y 35, de acuerdo con lo establecido en los artículos 275 y 276 de la Ley 

General de la Administración Pública, en relación con los artículos 31 y 36 de la Ley 7593; ya 

que es parte en el procedimiento en que recayó la resolución recurrida. 
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4) REPRESENTACIÓN 

Los señores: José Humberto Montero Calvo, cédula de identidad 1-506-778,  Gerardo Sequeira 

Vargas, cédula de identidad 1-666-617 y Jimmy Mora Rivera, cédula de identidad 1-1002-693, 

actúan en su condición de Gerente y Sub-Gerentes respectivamente, actuando los tres 

conjuntamente, en su condición de apoderados generalísimos sin límite de suma de la empresa 

Guadalupe Ltda., -según consta en la certificación notarial visible a folios 13 y 273 a 275 del 

expediente- por lo cual están facultados para actuar en nombre de ese operador de servicio. 

 

(…)” 

 

IV . ANÁLISIS POR EL FONDO 

 

En cuanto a las herramientas complementarias 

 

En cuanto al argumento de inconformidad del recurrente, es conveniente indicar de previo: 

 

a.- Sobre el origen de las herramientas complementarias 

 

A medida en que la Autoridad Reguladora inició la utilización del modelo estructura general de 

costos para la fijación de tarifas del servicio público de transporte remunerado de personas, 

modalidad autobús, se evidenció que se presentaban circunstancias especiales en las que los 

resultados de éste no eran confiables.  

 

Por ello, el entonces Regulador General, Herman Hess Araya, mediante la Circular 1-2002 

(oficio 1460-RG-2002) el 25 de noviembre del 2002 instauró el uso de las herramientas 

complementarias. 

 

Las mismas fueron entendidas como una forma de estudiar y de verificar los resultados del 

modelo estructura general de costos. La información que se le inserta al modelo se disgregaba 

a través de estas herramientas con el fin de que la misma pudiera ser comparada con las 

fijaciones anteriores, con el comportamiento histórico de la ruta, de otras rutas similares y de 

los componentes que conforman la tarifa, principalmente ante la ausencia de estudios de 

demanda y el peligro de hacer fijaciones poco realistas y por ende alejado del principio de 

servicio al costo. 

 

b.- Posición de la Junta Directiva con relación a las herramientas complementarias 

 

La Junta Directiva de la ARESEP mediante los acuerdos: 006-071-2006, 007-071-2006 ambos 

del 20 de noviembre de 2006, manifestó sobre la aplicación de las herramientas 

complementarias:  

 

“(…) ..Que en materia de transporte remunerado de personas modalidad autobús, se ha 

venido aplicando una metodología basada en el análisis de la estructura de costos de los 

prestadores de dicho servicio, de una forma específica, que considera la existencia de una 

empresa modelo, sin perjuicio de otras herramientas metodológicas que permitan calcular 

las tarifas conforme los principios previstos en la ley.(…)” 
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En cuanto a la aplicación del modelo Estructura General de Costos y las herramientas 

complementarias, la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, 

mediante la resolución RJD-101-2007, de las 14:30 horas del 7 de julio de 2007, consideró: 

 

“(…) 8) En cuanto al argumento de que sólo debe emplearse el modelo econométrico, 

porque es el basado en la Ley 7593, corresponde aclarar que esa metodología no fue 

determinada con base en dicha ley, ya que ésta ni siquiera existía cuando ese modelo fue 

creado. La Ley 7593 fue promulgada el 9 de agosto de 1996 y entró a regir el 5 de octubre 

de ese año. Además, la Ley General de la Administración Pública en los artículos 15 y 16 

establece la prohibición de dictar actos administrativos que contraríen las reglas unívocas 

de la ciencia o de la técnica o que sean contrarios a principios elementales de justicia, 

lógica o conveniencia. 

9) Lo que ocurre es que la Autoridad Reguladora, en materia de transporte remunerado de 

personas, ha venido empleando el modelo desarrollado por el MOPT para determinar las 

tarifas de ese servicio. Pero la experiencia surgida de su empleo ha enseñado que ese 

instrumento arroja resultados que obligan a complementarlo con otros análisis técnicos y 

científicos, perfectamente pertinentes y acordes con el ordenamiento jurídico. 

10) En cuanto al uso de herramientas complementarias al modelo econométrico, esta área 

asesora reitera lo manifestado en el oficio Nº 192-AJD-2002 del 12 de diciembre de 2002, 

en el sentido que: 

 

…c) Que la Autoridad Reguladora, en materia de transporte remunerado de personas en 

vehículos automotores, ha venido empleando el modelo desarrollado por Ministerio de 

Obras Públicas y Transportes, para determinar las tarifas de ese servicio. Sin embargo, la 

experiencia surgida del empleo del modelo en cuestión, ha enseñado que ese instrumento 

arroja resultados que obligan a complementarlo con otros análisis técnicos y científicos, 

perfectamente pertinentes y acordes con el ordenamiento jurídico. 

 

d) Que, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional de nuestro país los contratos de 

concesión, en lo que concierne a la fijación de precios y tarifas de los servicios públicos 

regulados por la Autoridad Reguladora, no pueden señalarle cómo debe proceder o cuáles 

instrumentos utilizar en el cumplimiento de sus funciones. 

 

Por último, se indica que en el tanto y en el cuanto las tarifas y precios sean fijados dentro 

del marco del Principio de Servicio al Costo establecido en el artículo 3º de la Ley 7593 y 

no violen las reglas unívocas de la ciencia y la técnica y no sean ilógicas, injustas o 

inconvenientes al fin público que la Administración debe buscar, independientemente de los 

instrumentos que se utilicen para ello, las actuaciones de la Institución no pueden 

calificarse de ilegales o inconstitucionales. 

 

De lo trascrito supra se desprende que el Regulador General está facultado legalmente para 

determinar cuáles herramientas emplear en la consecución del fin público, es decir, en la 

fijación de tarifas sustentadas en el Principio de Servicio al Costo. (…)” 

 

Siguiendo la línea de pensamiento supra indicada, dicha Junta Directiva dictó, entre otros, los 

acuerdos: 006-045-2010 del 25 de octubre del 2010, el 006-047-2010 del 03 de noviembre del 

2010, el 011-009-2011 y el 012-009-2011 ambos del 07 de febrero del 2011, en donde se 

rechazaron los argumentos de los recurrentes por el uso de las herramientas complementarias. 
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Por lo anterior, se concluye que la Autoridad Reguladora, para el dictado de sus resoluciones, 

complementaba el resultado del modelo estructura general de costos con las herramientas 

referidas. En la medida en que todas ellas le brindaban un marco mucho más amplio de 

análisis en apego del principio de servicio al costo. 

 

c.- Jurisprudencia judicial sobre la aplicación de las herramientas complementarias 

 

En cuanto al tema de las herramientas complementarias, cabe mencionar, que la línea 

jurisprudencial de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, (sentencias Nos. 577-F-

2007 del 10/08/2007, y 392-F-S1-2010 del 18/03/2010), señalan en términos generales, que en 

materia de transporte público, la herramienta técnica vigente, es el denominado “modelo 

estructura general de costos” y que la Autoridad Reguladora no puede aplicar criterios 

adicionales a éste. Inclusive advierten, que la discrecionalidad de la ARESEP se reduce a cero 

una vez que se tiene el resultado de dicho modelo. 

 

Más recientemente, mediante la resolución 355-F-S1-2012 del 15/03/2012, la Sala Primera 

declaró con lugar el recurso de casación interpuesto por la empresa CONATRA S.A. anulando 

la sentencia No. 4294-2010 del Tribunal Contencioso-Administrativo, Sección IV, en la cual se 

desarrollaba, la tesis que “las herramientas complementarias no violentaban el principio de 

confianza legítima ni el de inderogabilidad singular de la norma, y que el acto tarifario 

presentaba elementos no reglados, que permitían la aplicación de este tipo de herramientas, en 

cumplimiento de principios o criterios regulatorios como el de equidad social”, la cual era la 

tesis que había venido utilizando la ARESEP, en cuanto a la aplicación de las herramientas 

complementarias. 

 

En consecuencia, y siendo que la jurisprudencia es fuente de derecho administrativo, al tenor 

de lo dispuesto por los artículos 6, 7 y 9 de la Ley General de la Administración Pública, 

considera este órgano asesor que lo procedente sería ajustar las actuaciones de la Autoridad 

Reguladora a la interpretación (línea jurisprudencial) que la Sala Primera viene sosteniendo 

en sus resoluciones en torno a la utilización de las herramientas complementarias. 

 

d.- En cuanto al caso concreto. 

 

Mediante oficio 508-DITRA-2011 de fecha 23 de mayo del 2011 (folios 326 a 344), la Dirección 

de Servicios de Transportes, emitió el informe tarifario que sirvió de base a la resolución 

recurrida, el cual señaló que el resultado de la aplicación del modelo tarifario para las rutas 

30, 30-A, 31, 32, 33, 34, 34-A y 35 (estructura general de costos) indicaba que requería en sus 

tarifas un incremento del 17,65%; sin embargo, al ser el porcentaje mayor a la tasa del IPC 

interanual, que fue de 4,7%, se procedió a continuar con el análisis a la luz de las herramientas 

complementarias. 

 

Del estudio tarifario indicado anteriormente, se logró extraer que la herramienta aplicada fue 

el complementario de costos, el cual arrojó un ajuste de -0,91%. Y siendo que dicho resultado 

no superó el 5% establecido por la Ley 3503, se concluye que no correspondía otorgar un 

incremento a las rutas 30, 30-A, 31, 32, 33, 34, 34-A y 35 (folios 334 y 335). 

 

Por su parte, en la resolución recurrida 477-RCR-2011, el Comité de Regulación, con base en 

el informe de estudio tarifario (oficio 508-DITRA-2011) tomando en consideración el resultado 

del análisis complementario de costos, rechazó la solicitud de fijación tarifaria. 
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Ahora bien, siguiendo entonces la línea jurisprudencial de la Sala Primera de la Corte 

Suprema de Justicia, que señala, que en materia de transporte público, la herramienta técnica 

vigente, es el denominado “modelo estructura general de costos” y que la Autoridad 

Reguladora no podía aplicar criterios adicionales a éste, en el presente caso, debió fijarse 

entonces el incremento tarifario con base en el porcentaje resultante de la corrida del modelo 

estructura general de costos y no con base en el resultado que arrojaba la herramienta 

complementaria de cálculo utilizada. 

 

Así las cosas, llevaría razón la empresa recurrente en cuanto a este argumento, por lo que se 

recomienda anular de oficio la resolución recurrida. 

 

e.- Nulidad de la resolución recurrida 

 

De conformidad con lo señalado en el artículo 102 inciso d) de la Ley General de la 

Administración Pública, el cual establece que el superior jerárquico tendrá entre otras, la 

potestad de adoptar las medidas necesarias para ajustar la conducta del inferior a la ley y a la 

buena administración, revocándola, anulándola o reformándola de oficio, o en virtud de 

recurso administrativo; en consonancia con lo establecido en el artículo 53 inciso l) de la Ley 

7593 y lo dispuesto en el artículo 174 de la Ley General supra citada, y con el fin de evitar que 

los actos administrativos que se llegaron a dictar, adolezcan de vicios, se procede a señalar lo 

siguiente: 

 

La Ley General de la Administración Pública, establece una serie de elementos que debe tener 

todo acto administrativo para considerarse válido. Dichos elementos son: 1) Sujeto (artículo 

129), 2) Forma (artículo 134), 3) Procedimiento (artículo 308 y siguientes), 4) Motivo (artículo 

133), 5) Contenido (artículo 132); y, 6) Fin (artículo 131). 

 

El motivo legítimo lo constituye el conjunto de antecedentes fácticos y jurídicos que justifican la 

decisión tomada por la respectiva Administración y su falta provocaría la nulidad absoluta del 

acto.  

 

En cuanto al contenido del acto, el cual debe ser lícito, posible, claro, preciso y abarcar todas 

las cuestiones de hecho y derecho surgidas del motivo y en caso de afectar derechos subjetivos 

de los particulares deben contar con un motivo legítimo y razonable.  

 

Por otro lado, el artículo 223 de la Ley General de la Administración Pública, dispone: 

 

 “Sólo causará nulidad de lo actuado la omisión de formalidades sustanciales del 

procedimiento. 

 

Se entenderá como sustancial la formalidad cuya realización correcta hubiera 

impedido o cambiado la decisión final en aspectos importantes, o cuya omisión 

causare indefensión”. 

 

De los autos se desprende que existen vicios en el motivo y en el contenido de la resolución 

477-RCR-2011 al haberse rechazado la solicitud tarifaria mediante la utilización de las 

herramientas complementarias, descartando el resultado que arrojaba la corrida del modelo 

estructura general de costos. 
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De conformidad con lo anterior, el fundamento de la resolución recurrida debió ser el 

resultado arrojado por el modelo estructura general de costos, a la luz de la línea 

jurisprudencial que ha venido sosteniendo la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia. 

  

Siendo que el motivo y el contenido del acto administrativo constituyen elementos esenciales del 

mismo, al tenor de lo indicado en los artículos 128 y siguientes de la Ley General de la 

Administración Pública, acarrea la nulidad absoluta del acto administrativo que tiene el vicio. 

 

V. CONCLUSIONES 

 

Sobre la base de lo arriba expuesto, se puede arribar a las conclusiones siguientes: 

 

I. Desde el punto de vista formal, el recurso de apelación resulta admisible, puesto que fue 

presentado en tiempo y forma. 

 

II. La Autoridad Reguladora, para el dictado de la resolución 477-RCR-2011, complementó el 

resultado del modelo estructura general de costos con las herramientas complementarias.  

Finalmente, la decisión se tomó con base en el resultado de la herramienta complementaria 

de costos.  

 

III. Al ser la jurisprudencia fuente de derecho administrativo, al tenor de lo dispuesto por los 

artículos 6, 7 y 9 de la L.G.A.P., lo procedente sería ajustar las actuaciones de la Autoridad 

Reguladora a la línea jurisprudencial que la Sala Primera viene sosteniendo en sus 

resoluciones en torno a la utilización de las herramientas complementarias. 

 

IV. La resolución 477-RCR-2011 rechazó la solicitud de fijación tarifaria para las rutas 30, 30 

A, 31, 32, 33, 34, 34 A y 35, contiene vicios en su motivo y contenido, y siendo que estos 

constituyen elementos sustanciales del acto administrativo, consecuentemente acarrea la 

nulidad de la misma. 

 

V. Las tarifas vigentes no son las tarifas de la resolución recurrida 477-RCR-2011 del 25 de 

mayo de 2011, sino, las tarifas de la resolución 818-RCR-2012 de fecha 4 de abril de 2012, 

publicada en La Gaceta No. 82 del 27 de abril de 2012. (ET-037-2012). 

(…)” 

 

II. Que en sesión extraordinaria 53-2012, del 4 de julio de 2012, cuya acta fue ratificada el 19 de 

julio del 2012; la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora, sobre la base del oficio 431-

DGJR-2012, de cita, acordó entre otras cosas, dictar la presente resolución. 

 

III. Con fundamento en los resultandos y considerandos precedentes y de acuerdo con el mérito de 

los autos, lo procedente es: 1.- Acoger por el fondo, el recurso de apelación interpuesto; 2.- 

Anular la resolución 477-RCR-2011 del 25 de mayo de 2011; 3.- Con base en lo anterior, 

instruir a la Dirección de Servicios de Transportes, para que en el plazo máximo de un mes, 

realice un estudio tarifario de oficio y en caso de considerarse pertinente, se recomiende el 

reconocimiento de las diferencias tarifarias dejadas de percibir por la empresa recurrente en 

razón de lo aquí recomendado, y someta el resultado de su estudio al órgano competente para 

fijar tarifas, para que resuelva lo que corresponda, tal y como se dispone. 
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POR TANTO: 

 

LA JUNTA DIRECTIVA DE LA AUTORIDAD REGULADORA 

DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 

 

RESUELVE: 

 

I. Acoger por el fondo, el recurso de apelación interpuesto por la empresa Guadalupe Ltda., contra 

la resolución 477-RCR-2011 del 25 de mayo de 2011. 

II. Anular la resolución 477-RCR-2011 del 25 de mayo de 2011. 

III. Instruir a la Dirección de Servicios de Transportes, para que en el plazo máximo de un mes, 

realice un estudio tarifario de oficio y en caso de considerarse pertinente, se recomiende el 

reconocimiento de las diferencias tarifarias dejadas de percibir por la empresa recurrente en 

razón de lo aquí recomendado, y someta el resultado de su estudio al órgano competente para 

fijar tarifas, para que resuelva lo que corresponda. 

 
IV. Dar por agotada la vía administrativa.  

NOTIFÍQUESE. 

 

 

ARTÍCULO 7.  Recurso de apelación interpuesto por la Empresa Transportes Alajuela 

Turrucares La Garita S.A. en contra de la resolución RRG-069-2010.  Exp. ET-181-2009. 

 

Se analiza el oficio 378-DGJR-2012, del 23 de mayo del 2012, mediante el cual la Dirección General 

de Asesoría Jurídica y Regulatoria rinde un criterio relacionado con el recurso de apelación interpuesto 

por la empresa Transportes Alajuela Turrucares La Garita S.A., en contra de la resolución RRG-069-

2010, del 3 de febrero del 2010, expediente ET-181-2009. 

 

El señor Juan Manuel Quesada Espinoza explica los principales extremos del citado criterio y las 

recomendaciones del caso. 

 

La señora Sylvia Saborío Alvarado se refiere a la recomendación 4) del criterio de la Dirección 

General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, en el sentido de que ya se había adoptado una resolución 

más general al respecto. Indica que lo que procede es acoger parcialmente el criterio conocido en esta 

oportunidad. 

 

Una vez analizado el tema en discusión, el señor Dennis Meléndez Howell somete a votación la 

propuesta de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, conforme a su oficio 378-

DGJR-2012, del 23 de mayo del 2012, excepto la recomendación 4), la Junta Directiva resuelve por 

unanimidad: 

 
ACUERDO 07-53-2012 

 

1. Acoger parcialmente por el fondo, el recurso de apelación en subsidio interpuesto por la 

empresa Transportes Alajuela Turrúcares La Garita S.A, en contra de la resolución RRG-069-

2010 de 3 de febrero de 2010, en cuanto al extremo de la aplicación de las herramientas 

complementarias. En cuanto a los demás extremos, rechazarlos por el fondo. 
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2. Anular la resolución RRG-069-2010 de las 8 horas del 3 de febrero de 2010 y por su conexidad, 

la resolución RRG-006-2011 de las 8 horas 40 minutos del 9 de febrero de 2011. 

 

3. Instruir a la Dirección de Servicios de Transportes, para que en el plazo máximo de un mes, 

realice un estudio tarifario de oficio y en caso de considerarse pertinente, se recomiende el 

reconocimiento de las diferencias tarifarias dejadas de percibir por la empresa recurrente en 

razón de lo aquí recomendado, y someta el resultado de su estudio al Comité de Regulación para 

que resuelva lo que corresponda, tal y como se dispone. 

 

4. Dar por agotada la vía administrativa. 

  

5. Notificar a las partes la resolución que ha de dictarse, en el medio o lugar señalado para ello. 

 

6. Díctese la siguiente resolución: 

 

RESULTANDO: 

 

I. Que el 6 de noviembre del 2009, la empresa Transportes Alajuela Turrúcares La Garita S.A. 

presentó ante esta Autoridad Reguladora, solicitud de ajuste tarifario para la ruta 207 descrita 

como: Alajuela-La Garita-Turrúcares y viceversa, así como para la ruta 239 por corredor 

común. (Folios 1 a 80). 

 

II. Que el 3 de febrero de 2010, mediante la resolución RRG-069-2010, el Regulador General, 

Fernando Herrero Acosta, resolvió rechazar la solicitud de fijación tarifaria para la ruta 207, 

operada por la empresa Transportes Alajuela Turrúcares La Garita S.A., así como rechazar la 

solicitud de ajuste tarifario por corredor común para la ruta 239. (Folios 331 a 347). 

 

III. Que el 11 de febrero de 2010, la empresa Transportes Alajuela Turrúcares La Garita S.A., 

inconforme con lo resuelto, interpuso recurso de revocatoria con apelación en subsidio en 

contra de la resolución RRG-069-2010 de 3 de febrero de 2010. (Folios 322 a 330). 

 

IV. Que el 22 de febrero de 2010, el Regulador General, Fernando Herrero Acosta, mediante la 

resolución RRG-127-2010, publicada en La Gaceta No. 43 del 3 de marzo de 2010, fijó entre 

otras a nivel nacional, las tarifas para la ruta 207 que opera la empresa Transportes Alajuela 

Turrúcares La Garita S.A. (ET-210-2009). 

 

V. Que el 9 de febrero de 2011, el Regulador General, Dennis Meléndez Howell, mediante la 

resolución RRG-006-2011, rechazó por el fondo el recurso de revocatoria interpuesto por 

Transportes Alajuela Turrúcares La Garita S.A. (Folios 387 a 394). 

 

VI. Que el 23 de marzo de 2011, la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, 

mediante el oficio 164-DGJR-2011, emitió el informe que ordena el artículo 349 de la Ley 

General de la Administración Pública, respecto al recurso de apelación en subsidio interpuesto 

por la empresa Transportes Alajuela Turrúcares La Garita S.A. (Folios 410 y 411). 

 

VII. Que no consta en autos que la empresa recurrente haya respondido el emplazamiento 

conferido. 

  



 
 
 

 

Sesión Extraordinaria N.° 53-2012     4 de julio del 2012  

29 

 

 

VIII. Que el 25 de marzo de 2011, la Secretaría de Junta Directiva de ARESEP, mediante el 

memorando 084-SJD-2011, remitió para el análisis de la Dirección General de Asesoría 

Jurídica y Regulatoria, el recurso de apelación interpuesto por Transportes Alajuela 

Turrúcares La Garita S.A. (Folio 412). 

 

IX. Que el 22 de julio de 2011, el Comité de Regulación, mediante la resolución 565-RCR-2011, 

publicada en La Gaceta No. 152 del 9 de agosto de 2011, fijó entre otras a nivel nacional, las 

tarifas para la ruta 207. (ET-076-2011). 

 

X. Que el 4 de abril de 2012, el Comité de Regulación, mediante la resolución 818-RCR-2012, 

publicada en La Gaceta No. 82 del 27 de abril de 2012, fijó entre otras a nivel nacional, las 

tarifas para la ruta 207. (ET-037-2012). 

 

XI. Que el 23 de mayo de 2012, la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, 

mediante el oficio 378-DGJR-2012, rindió criterio sobre el recurso de apelación presentado 

por la empresa Transportes Alajuela Turrúcares La Garita S.A contra la resolución RRG-069-

2010 de 3 de febrero de 2010. 

 

XII. Que se han realizado las diligencias útiles y necesarias para el dictado de la presente 

resolución.  

CONSIDERANDO: 

 

I. Que del oficio 378-DGJR-2012 arriba citado, que sirve de sustento a la presente 

resolución, se extrae lo siguiente: 

 

“(…) 

 

II. ANÁLISIS POR LA FORMA 

 

1) NATURALEZA DEL RECURSO 

 

El recurso interpuesto es el de apelación en subsidio al cual se le aplican las disposiciones de 

los artículos 342 a 352 de la Ley General de la Administración Pública y sus reformas.  

 

2) TEMPORALIDAD DEL RECURSO 

 

La resolución recurrida fue notificada a la empresa recurrente el día 10 de febrero de 2010 

(folio 345) y la impugnación fue planteada el día 11 de febrero de 2010. (Folio 322). 

 

Del análisis comparativo entre la fecha de notificación del acto y la de interposición del 

recurso, con respecto al plazo de tres días hábiles para recurrir, que vencía el 15 de febrero de 

2010, otorgado en el artículo 346 de la Ley General de la Administración Pública, se concluye 

que la impugnación se presentó dentro del plazo legal. 
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3) LEGITIMACIÓN 

Respecto de la legitimación activa, cabe indicar, que la empresa Transportes Alajuela 

Turrúcares La Garita S.A. está legitimada para actuar -en la forma en lo que ha hecho- como 

operador de la ruta 207 de acuerdo con lo establecido en los artículos 275 y 276 de la Ley 

General de la Administración Pública, en relación con los artículos 31 y 36 de la Ley 7593; ya 

que es parte interesada dentro del procedimiento en que recayó la resolución recurrida. 

 

4) REPRESENTACIÓN 

El señor José Antonio Jiménez Jiménez, cédula de identidad No. 2-349-811, actúa en su 

condición de presidente con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma de la 

empresa Transportes Alajuela Turrúcares La Garita S.A., -según consta en la certificación 

notarial visible a folio 20- por lo cual está facultado para actuar en nombre de ese operador 

del servicio. 

 

(…)” 

 

IV. ANÁLISIS POR EL FONDO 

 

1- EN CUANTO A LAS HERRAMIENTAS COMPLEMENTARIAS 

 

En cuanto al argumento de inconformidad de la empresa recurrente, relacionado al tema de las 

herramientas complementarias, este órgano asesor considera necesario realizar las siguientes 

valoraciones y consideraciones al respecto: 

 

1a.- Sobre el origen de las herramientas complementarias.  
 

A medida en que la Autoridad Reguladora inició la utilización del modelo econométrico para la 

fijación de tarifas del servicio público de transporte remunerado de personas, modalidad 

autobús, se evidenció que se presentaban circunstancias especiales en las que los resultados de 

éste no eran confiables.  

 

Por ello, el entonces Regulador General, Herman Hess Araya, mediante la Circular 1-2002 

(oficio 1460-RG-2002) el 25 de noviembre del 2002 instauró el uso de las herramientas 

complementarias. 

 

Las mismas fueron entendidas como una forma de estudiar y de verificar los resultados del 

modelo econométrico. La información que se le inserta al modelo se disgregaba a través de 

estas herramientas con el fin de que la misma pudiera ser comparada con las fijaciones 

anteriores, con el comportamiento histórico de la ruta, de otras rutas similares y de los 

componentes que conforman la tarifa, principalmente ante la ausencia de estudios de demanda 

y el peligro de hacer fijaciones poco realistas y por ende alejado del principio de servicio al 

costo. 
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1b.- Posición de la Junta Directiva con relación a las herramientas complementarias. 

 

La Junta Directiva de la ARESEP mediante los acuerdos: 006-071-2006, 007-071-2006 ambos 

del 20 de noviembre de 2006, manifestó sobre la aplicación de las herramientas 

complementarias:  

 

“(…) ..Que en materia de transporte remunerado de personas modalidad 

autobús, se ha venido aplicando una metodología basada en el análisis de 

la estructura de costos de los prestadores de dicho servicio, de una forma 

específica, que considera la existencia de una empresa modelo, sin 

perjuicio de otras herramientas metodológicas que permitan calcular las 

tarifas conforme los principios previstos en la ley.(…)” 

 

En cuanto a la aplicación del modelo Estructura General de Costos y las herramientas 

complementarias, la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, 

mediante la resolución RJD-101-2007, de las 14:30 horas del 7 de julio de 2007, consideró: 

 

“(…) 8) En cuanto al argumento de que sólo debe emplearse el modelo econométrico, 

porque es el basado en la Ley 7593, corresponde aclarar que esa metodología no fue 

determinada con base en dicha ley, ya que ésta ni siquiera existía cuando ese modelo fue 

creado. La Ley 7593 fue promulgada el 9 de agosto de 1996 y entró a regir el 5 de octubre 

de ese año. Además, la Ley General de la Administración Pública en los artículos 15 y 16 

establece la prohibición de dictar actos administrativos que contraríen las reglas unívocas 

de la ciencia o de la técnica o que sean contrarios a principios elementales de justicia, 

lógica o conveniencia. 

9) Lo que ocurre es que la Autoridad Reguladora, en materia de transporte remunerado de 

personas, ha venido empleando el modelo desarrollado por el MOPT para determinar las 

tarifas de ese servicio. Pero la experiencia surgida de su empleo ha enseñado que ese 

instrumento arroja resultados que obligan a complementarlo con otros análisis técnicos y 

científicos, perfectamente pertinentes y acordes con el ordenamiento jurídico. 

10) En cuanto al uso de herramientas complementarias al modelo econométrico, esta área 

asesora reitera lo manifestado en el oficio Nº 192-AJD-2002 del 12 de diciembre de 2002, 

en el sentido que: 

 

… c) Que la Autoridad Reguladora, en materia de transporte remunerado de personas en 

vehículos automotores, ha venido empleando el modelo desarrollado por Ministerio de 

Obras Públicas y Transportes, para determinar las tarifas de ese servicio. Sin embargo, la 

experiencia surgida del empleo del modelo en cuestión, ha enseñado que ese instrumento 

arroja resultados que obligan a complementarlo con otros análisis técnicos y científicos, 

perfectamente pertinentes y acordes con el ordenamiento jurídico. 

 

d) Que, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional de nuestro país los contratos de 

concesión, en lo que concierne a la fijación de precios y tarifas de los servicios públicos 

regulados por la Autoridad Reguladora, no pueden señalarle cómo debe proceder o cuáles 

instrumentos utilizar en el cumplimiento de sus funciones. 
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Por último, se indica que en el tanto y en el cuanto las tarifas y precios sean fijados dentro 

del marco del Principio de Servicio al Costo establecido en el artículo 3º de la Ley 7593 y 

no violen las reglas unívocas de la ciencia y la técnica y no sean ilógicas, injustas o 

inconvenientes al fin público que la Administración debe buscar, independientemente de los 

instrumentos que se utilicen para ello, las actuaciones de la Institución no pueden 

calificarse de ilegales o inconstitucionales. 

 

De lo trascrito supra se desprende que el Regulador General está facultado legalmente para 

determinar cuáles herramientas emplear en la consecución del fin público, es decir, en la 

fijación de tarifas sustentadas en el Principio de Servicio al Costo. (…)” 

 

Siguiendo la línea de pensamiento supra indicada, dicha Junta Directiva dictó, entre otros, los 

acuerdos: 006-045-2010 del 25 de octubre del 2010, el 006-047-2010 del 03 de noviembre del 

2010, el 011-009-2011 y el 012-009-2011 ambos del 07 de febrero del 2011, en donde se 

rechazaron los argumentos de los recurrentes por el uso de las herramientas complementarias. 

 

Por lo anterior, se concluye que la Autoridad Reguladora, para el dictado de sus resoluciones, 

complementaba el resultado del modelo econométrico (Estructura General de Costos) con las 

herramientas referidas. En la medida en que todas ellas le brindaban un marco mucho más 

amplio de análisis en apego del principio de servicio al costo. 

 

1c. Jurisprudencia judicial sobre la aplicación de las herramientas complementarias. 

 

En cuanto al tema de las herramientas complementarias, cabe mencionar, que la línea 

jurisprudencial de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, (sentencias Nos. 577-F-

2007 del 10/08/2007, y 392-F-S1-2010 del 18/03/2010), señalan en términos generales, que en 

materia de transporte público, la herramienta técnica vigente, es el denominado “modelo 

econométrico” y que la Autoridad Reguladora no puede aplicar criterios adicionales a éste. 

Inclusive advierten, que la discrecionalidad de la ARESEP se reduce a cero una vez que se 

tiene el resultado del modelo econométrico. 

Más recientemente, mediante la resolución 355-F-S1-2012 del 15/03/2012, -la cual a la fecha 

no ha sido notificada a la ARESEP- la Sala Primera declaró con lugar el recurso de casación 

interpuesto por la empresa CONATRA S.A. anulando la sentencia No. 4294-2010 del Tribunal 

Contencioso-Administrativo, Sección IV, en la cual se desarrollaba, la tesis que “las 

herramientas complementarias no violentaban el principio de confianza legítima ni el de 

inderogabilidad singular de la norma, y que el acto tarifario presentaba elementos no reglados, 

que permitían la aplicación de este tipo de herramientas, en cumplimiento de principios o 

criterios regulatorios como el de equidad social”, la cual era la tesis que había venido 

utilizando la ARESEP, en cuanto a la aplicación de las herramientas complementarias. 

En consecuencia, y siendo que la jurisprudencia es fuente de derecho administrativo, al tenor 

de lo dispuesto por los artículos 6, 7 y 9 de la Ley General de la Administración Pública, 

considera este órgano asesor que lo procedente sería ajustar las actuaciones de la Autoridad 

Reguladora a la interpretación (línea jurisprudencial) que la Sala Primera viene sosteniendo 

en sus resoluciones en torno a la utilización de las herramientas complementarias.  
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1d.- En cuanto al caso concreto. 

 

En el informe de estudio tarifario realizado por la Dirección de Servicios de Transportes, 

mediante el oficio 152-DITRA-2010, que corre a folios 298 a 321, y que sirvió de base a la 

resolución recurrida RRG-069-2010 de fecha 3 de febrero de 2010, señalaba que el resultado 

de la aplicación del modelo tarifario para la ruta 207 indicaba que requería en su tarifa un 

incremento del 20,24% (folio 304). Sin embargo, al ser el porcentaje de la corrida del modelo 

estructura general de costos mayor a la tasa del IPC interanual, se procedió a continuar con el 

análisis a la luz de las herramientas complementarias. 

 

En el apartado 2.4 del estudio tarifario, a folio 305, se indicó, entre otras cosas: “Luego de 

analizar el resultado que brindan las herramientas tarifarias, destacamos que el IPK de la ruta 

respecto al mercado, presenta problemas de asimetría, pero el resultado que brinda la 

estructura general de costos iguala el índice de transporte, esto como se dijo no es normal dado 

que la empresa no ha realizado inversiones en la flota desde la última fijación individual. Por 

lo tanto consideramos aceptable el resultado que brinda la herramienta complementaria de 

costos de un 4,21 %. Sin embargo, dado que el porcentaje que arroja este análisis no supera el 

5% requerido por la ley 7593 para ajustar las tarifas de la empresa por desequilibrio 

económico se recomienda rechazar la solicitud de fijación tarifaria propuesta por la empresa”. 

En la resolución recurrida RRG-069-2010, el Comité de Regulación rechazó, para la ruta 207 

un incremento, utilizando como base el porcentaje de 4,21%, que arrojó la herramienta de 

cálculo denominada “Complementaria de costos”, con fundamento en el hecho de que dicho 

porcentaje no superaba el 5% requerido por la ley 3503 para ajustar las tarifas de la empresa 

recurrente.  

 

Ahora bien, siguiendo entonces la línea jurisprudencial de la Sala Primera de la Corte 

Suprema de Justicia, que señala en términos generales, que en materia de transporte público, la 

herramienta técnica vigente, es el denominado “modelo estructura general de costos” y que la 

Autoridad Reguladora no podía aplicar criterios adicionales a éste, en el presente caso, debió 

fijarse entonces el incremento tarifario con base en el porcentaje resultante de la corrida del 

modelo estructura general de costos y no con base en el porcentaje que arrojaba la 

herramienta complementaria de cálculo. 

 

Así las cosas, en cuanto a este argumento, llevaría la razón la empresa recurrente y se 

recomienda acoger este extremo. 

 

2. En cuanto a la inversión de la flota no considerada en el estudio tarifario. 

 

En primera instancia se verificó que la flota incluida en el estudio tarifario de la ARESEP 

corresponda en cuanto al número de placa y modelo a las autorizadas por el Consejo de 

Transporte Público. Dicho acuerdo es el 5.9.16 de la sesión ordinaria No. 12-2008 del 19 de 

febrero de 2009 (folios 54 a 59). 

 

Según el acuerdo del CTP que sirve de base para el análisis tarifario (Folios 54 a 59), el 80% 

de la flota tiene una edad mayor a los 7 años y de acuerdo con el modelo, que reconoce y 

compensa la inversión realizada hasta ese período, se concluye que la flota está 

mayoritariamente depreciada por lo que no existe inversión que deba reconocerse al 

recurrente, excepto por las unidades placas AB-4507 y AB-4508, que fueron fabricadas en el 

año 2007. 
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Adicionalmente, se debe indicar que las unidades placas PB-1083, PB-1085 y PB-1096 forman 

parte de la flota autorizada y fueron consideradas en el estudio tarifario realizado. Sin 

embargo, al haber sido estas fabricadas en el año 2001, son parte del 80% de la flota que está 

totalmente depreciada, con lo que no tiene razón el recurrente en su argumentación y por ende, 

se recomienda rechazar su argumento. 

 

– SOBRE LA NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN RECURRIDA 

 

La Ley General de la Administración Pública, establece una serie de elementos que debe tener 

todo acto administrativo para considerarse válido. Dichos elementos son: 1) Sujeto (artículo 

129), 2) Forma (artículo 134), 3) Procedimiento (artículo 308 y siguientes), 4) Motivo (artículo 

133), 5) Contenido (artículo 132); y, 6) Fin (artículo 131). 

 

El motivo legítimo lo constituye el conjunto de antecedentes fácticos y jurídicos que justifican la 

decisión tomada por la respectiva Administración y su falta provocaría la nulidad absoluta del 

acto.  

 

En cuanto al contenido del acto, el cual debe ser lícito, posible, claro, preciso y abarcar todas 

las cuestiones de hecho y derecho, surgidas del motivo, proporcionado al fin, y en caso de 

afectar derechos subjetivos de los particulares deben contar con un motivo legítimo y 

razonable.  

 

El artículo 136 de la Ley General de la Administración Pública, dispone lo siguiente: 

 

1. Serán motivados con mención, sucinta al menos, de sus fundamentos: 

 

a) Los actos que impongan obligaciones o que limiten, supriman o denieguen derechos 

subjetivos; 

b) Los que resuelvan recursos; (el original no está subrayado) 

c) Los que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de 

órganos consultivos; 

d) Los de suspensión de actos que hayan sido objeto del recurso; 

e) Los reglamentos y actos discrecionales de alcance general; y 

f) Los que deban serlo en virtud de ley. 

 

2. La motivación podrá consistir en la referencia explícita o inequívoca a los motivos de 

la petición del administrado, o bien a propuestas, dictámenes o resoluciones previas que 

hayan determinado realmente la adopción del acto, a condición de que se acompañe su 

copia. 

 

De los autos se desprende que existen vicios en el motivo y en el contenido de la resolución 

RRG-069-2010 al haberse rechazado –mediante la utilización de las herramientas 

complementarias- el porcentaje que arrojaba, en un inicio, la corrida del modelo estructura 

general de costos. 

 

De conformidad con lo anterior, el fundamento de la resolución recurrida debió ser el 

resultado arrojado por el modelo estructura general de costos, a la luz de la línea 

jurisprudencial que viene sosteniendo la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia.  
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Siendo que el motivo y el contenido del acto administrativo constituyen elementos esenciales del 

mismo, al tenor de lo indicado en los artículos 128 y siguientes de la Ley General de la 

Administración Pública, acarrea la nulidad absoluta del acto administrativo que tiene el vicio. 

Por conexidad, debe anularse también la resolución RRG-006-2011 que resolvió rechazar el 

recurso de revocatoria planteado por la empresa Transportes Alajuela Turrúcares La Garita 

S.A.  

 

V. CONCLUSIONES 

 

Sobre la base de lo arriba expuesto, se puede arribar a las conclusiones siguientes: 

 

1. Que desde el punto de vista formal, el recurso presentado resulta admisible, 

puesto que fue presentado en tiempo y forma. 

 

2. Que la Autoridad Reguladora, para el dictado de sus resoluciones, 

complementaba el resultado del modelo estructura general de costos con las 

herramientas complementarias. 

3. Que al ser la jurisprudencia fuente de derecho administrativo, al tenor de lo 

dispuesto por los artículos 6, 7 y 9 de la L.G.AP, lo procedente sería ajustar 

las actuaciones de la Autoridad Reguladora a la línea jurisprudencial que la 

Sala Primera viene sosteniendo en sus resoluciones en torno a la utilización 

de las herramientas complementarias.  

4. Que se verificó que la flota incluida en el estudio tarifario, correspondía a la 

del acuerdo 5.9.16 del CTP presentado por la empresa recurrente. Dicho 

acuerdo indica que 80% de la flota tiene una edad mayor a los 7 años y de 

acuerdo con el modelo, se concluye que la flota está mayoritariamente 

depreciada, por lo que no existe inversión que deba reconocerse al 

recurrente, excepto por las unidades placas AB 4507 y AB 4508. 

5. Que las unidades placas PB-1083, PB-1085 y PB-1096 forman parte de la 

flota autorizada y fueron consideradas en el estudio tarifario realizado, sin 

embargo al haber sido éstas fabricadas en el año 2001, son parte del 80% de 

la flota que está totalmente depreciada. 

6. Que la resolución RRG-069-2010 rechazó la solicitud de fijación tarifaria 

para la ruta 207, contiene vicios en su motivo y contenido, y siendo que estos 

constituyen elementos sustanciales del acto administrativo, consecuentemente 

acarrea la nulidad de la misma, y por conexidad, también debe anularse la 

resolución RRG-006-2011. 

7. Que las tarifas vigentes no son las tarifas de la resolución recurrida RRG-

069-2010 de 3 de febrero de 2010, sino, las tarifas de la resolución 818-RCR-

2012 de fecha 4 de abril de 2012, publicada en La Gaceta No. 82 del 27 de 

abril de 2012. (ET-037-2012). 

(…)” 
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II-.  Que en sesión extraordinaria 53-2012, del 4 de julio de 2012, cuya acta fue ratificada el 

19 del mismo mes y año; la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora, sobre la base del 

oficio 378-DGJR-2012, de cita, acordó entre otras cosas, dictar la presente resolución. 

III-. Con fundamento en los resultandos y considerandos precedentes y de acuerdo con el 

mérito de los autos, lo procedente es: 1.- Acoger parcialmente por el fondo, el recurso de 

apelación interpuesto. 2.- Anular la resolución RRG-069-2010 del 3 de febrero de 2010 y 

por su conexidad la resolución RRG-006-2011 del 9 de febrero de 2011. 3.- Instruir a la 

Dirección de Servicios de Transportes, para que en el plazo máximo de un mes, realice 

un estudio tarifario de oficio y en caso de considerarse pertinente, se recomiende el 

reconocimiento de las diferencias tarifarias dejadas de percibir por la empresa recurrente 

en razón de lo aquí recomendado, y someta el resultado de su estudio al órgano 

competente para fijar tarifas, para que resuelva lo que corresponda. 

 

POR TANTO: 

 

LA JUNTA DIRECTIVA DE LA AUTORIDAD REGULADORA  

DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 

 

RESUELVE: 

 

I. Acoger parcialmente por el fondo, el recurso de apelación en subsidio interpuesto por la 

empresa Transportes Alajuela Turrúcares La Garita S.A, en contra de la resolución RRG-069-

2010 de 3 de febrero de 2010, en cuanto al extremo de la aplicación de las herramientas 

complementarias. En cuanto a los demás extremos, rechazarlos por el fondo. 

  
II. Anular la resolución RRG-069-2010 de las 8 horas del 3 de febrero de 2010 y por su conexidad, 

la resolución RRG-006-2011 de las 8 horas 40 minutos del 9 de febrero de 2011. 

 

III. Instruir a la Dirección de Servicios de Transportes, para que en el plazo máximo de un mes, 

realice un estudio tarifario de oficio y en caso de considerarse pertinente, se recomiende el 

reconocimiento de las diferencias tarifarias dejadas de percibir por la empresa recurrente en 

razón de lo aquí recomendado, y someta el resultado de su estudio al Comité de Regulación 

para que resuelva lo que corresponda, tal y como se dispone. 

 

IV. Dar por agotada la vía administrativa.  

 

V. Notificar a las partes la resolución que ha de dictarse, en el medio o lugar señalado para ello. 

 
NOTIFÍQUESE. 

 

 

ARTÍCULO 8.  Recurso de apelación en subsidio interpuesto por Ronny Castro Fallas en contra 

de la resolución 248-RCR-2010. Exp. ET-160-2010. 

 

Se conoce el oficio 379-DGJR-2012 ,del 23 de mayo del 2012, mediante el cual la Dirección General 

de Asesoría Jurídica y Regulatoria, eleva a conocimiento un criterio en relación con el recurso de 

apelación en subsidio interpuesto por Ronny Castro Fallas, en contra de la resolución 248-RCR-2010 

del 3 de diciembre del 2010, expediente ET-160-2010. 
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La señora Carol Solano Durán explica los principales extremos del citado criterio y las 

recomendaciones del caso. 

 

La señora Sylvia Saborío Alvarado comenta que es importante aclarar, lo acordado con respecto a la 

recomendación 3) de instruir a la Dirección de Servicios de Transportes, para que en el plazo máximo 

de un mes, realice un estudio tarifario de oficio, debe entenderse, que no se está aprobando la última 

corrida del modelo, sino que se lleve a cabo una nueva. En su entender esa es la instrucción. 

 

El señor Dennis Meléndez Howell indica que en este caso, al igual que el recurso anterior, se 

incorpora una recomendación 4, que es una disposición que ya esta Junta Directiva había tomado en su 

momento, por tanto, lo que procede es acoger parcialmente el criterio.  

 

Una vez analizado el tema en discusión, el señor Dennis Meléndez Howell somete a votación dicha 

propuesta de acoger parcialmente el criterio de la Dirección General de Asesoría Jurídica y 

Regulatoria, con base en las recomendaciones contenidas en el oficio 379-DGJR-2012 del 23 de mayo 

del 2012, excepto la recomendación 4, la Junta Directiva dispone por unanimidad: 

 

ACUERDO 08-53-2012 

 

1. Acoger por el fondo, el recurso de apelación en subsidio interpuesto por Ronny Castro Fallas, en 

contra de la resolución 248-RCR-2010 de 3 de diciembre de 2010.  

 

2. Anular de oficio la resolución 248-RCR-2010 de las 9 horas 30 minutos del 3 de diciembre de 2010 

y por su conexidad la resolución 347-RCR-2011 de las 11 horas 40 minutos 2 de marzo de 2011. 

 

3. Instruir a la Dirección de Servicios de Transportes, para que en el plazo máximo de un mes, realice 

un estudio tarifario de oficio y en caso de considerarse pertinente, se recomiende el reconocimiento 

de las diferencias tarifarias dejadas de percibir por la empresa recurrente en razón de lo aquí 

recomendado, y someta el resultado de su estudio al órgano competente para fijar tarifas, para que 

resuelva lo que corresponda.  

 

4. Dar por agotada la vía administrativa.  

 

5. Díctese la siguiente resolución: 

 
RESULTANDO: 

 

I. Que el 12 de octubre de 2010, el señor Ronny Castro Fallas presentó ante esta Autoridad 

Reguladora, solicitud de ajuste en las tarifas de los servicios de la ruta 193. (Folios 1 a 62). 

 

II. Que el 3 de diciembre de 2010, el Comité de Regulación, mediante la resolución 248-RCR-2010, 

resolvió rechazar las tarifas para la ruta 193 y mantener las tarifas vigentes. (Folios 169 a 183). 

 

III. Que el 15 de diciembre de 2010, el señor Ronny Castro Fallas, inconforme con lo resuelto, 

interpuso recurso de revocatoria con apelación en subsidio en contra de la resolución 248-RCR-

2010. (Folios 148 a 149). 

 

IV. Que el 2 de marzo de 2011, el Comité de Regulación, mediante la resolución 347-RCR-2011,  

resolvió rechazar el recurso de revocatoria interpuesto por el señor Ronny Castro Fallas. (Folios 

197 a 205). 
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V.Que el 22 de julio de 2011, el Comité de Regulación, mediante la resolución 565-RCR-2011 

publicada en La Gaceta No. 152 del 9 de agosto de 2011, fijó entre otras a nivel nacional, las tarifas 

para la ruta 193. (ET-76-2011). 

 

VI.Que el 1 de febrero de 2012, la Dirección de Servicios de Transportes, mediante el oficio 49-

DITRA-2012/2794, emitió el informe que ordena el artículo 349 de la Ley General de la 

Administración Pública respecto al recurso de apelación en subsidio interpuesto por el recurrente. 

(Folios 221 a 222).  

 

VII.Que no consta en autos que el señor Ronny Castro Fallas respondiera al emplazamiento conferido. 

 

VIII.Que el 9 de febrero de 2012, la Secretaría de Junta Directiva de ARESEP, mediante el memorando 

56-SJD-2012/81990, remitió para el análisis de la Dirección General de Asesoría Jurídica y 

Regulatoria, el recurso de apelación interpuesto por el señor Ronny Castro Fallas contra de la 

resolución 248-RCR-2011. (Folio 223). 

 

IX.Que el 4 de abril de 2012, el Comité de Regulación, mediante la resolución 818-RCR-2012 

publicada en La Gaceta No. 82 del 27 de abril de 2012, fijó entre otras a nivel nacional, las tarifas 

para la ruta 193. (ET-37-2012). 

 

X.Que el 23 de mayo de 2012, la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, mediante el 

oficio 379-DGJR-2012, rindió criterio jurídico sobre el recurso de apelación presentado por Ronny 

Castro Fallas contra la resolución 248-RCR-2010 del 3 de diciembre de 2010. 

 

XI.Que se han realizado las diligencias útiles y necesarias para el dictado de la presente resolución.  

 

CONSIDERANDO: 

 

I. Que del oficio 379-DGJR-2012 arriba citado, que sirve de sustento a la presente resolución, se 

extrae lo siguiente: 

“(…) 

 

II. ANÁLISIS POR LA FORMA 

 

1) NATURALEZA DEL RECURSO  

 

El recurso presentado es el ordinario de apelación al cual se le aplican, las disposiciones 

contenidas en los artículos 342 a 352 de la Ley General de la Administración Pública y sus 

reformas.  

2) TEMPORALIDAD DEL RECURSO 

 

La resolución recurrida fue notificada al recurrente el día 13 de diciembre de 2010 (folio 182) y la 

impugnación fue planteada el día 15 de diciembre de 2010. (Folio 148). 
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Del análisis comparativo entre la fecha de notificación del acto y la de interposición del recurso, 

con respecto al plazo de tres días hábiles para recurrir, otorgado en el artículo 346 de la Ley 

General de la Administración Pública, el cual vencía el 16 de diciembre de 2010, se concluye que 

la impugnación se presentó dentro del plazo legal. 

3) LEGITIMACIÓN 

 

Respecto de la legitimación activa, cabe indicar, que el señor Ronny Castro Fallas, es 

permisionario de la ruta 193, por lo que está legitimado para actuar -en la forma en lo que ha 

hecho- como operador de la ruta 193, de acuerdo con lo establecido en los artículos 275 y 276 de 

la Ley General de la Administración Pública, en relación con los artículos 31 y 36 de la Ley 7593; 

ya que es parte interesada en el procedimiento en que recayó la resolución recurrida. 

IV. ANÁLISIS POR EL FONDO 

1- EN CUANTO A LAS HERRAMIENTAS COMPLEMENTARIAS 

En cuanto al único argumento de inconformidad de la empresa recurrente, relacionado al tema de 

las herramientas complementarias, este órgano asesor considera necesario realizar las 

siguientes valoraciones y consideraciones al respecto: 

1a.- Sobre el origen de las herramientas complementarias.  

A medida en que la Autoridad Reguladora inició la utilización del modelo estructura general de 

costos para la fijación de tarifas del servicio público de transporte remunerado de personas, 

modalidad autobús, se evidenció que se presentaban circunstancias especiales en las que los 

resultados de éste no eran confiables.  

Por ello, el entonces Regulador General, Herman Hess Araya, mediante la Circular 1-2002 (oficio 

1460-RG-2002) el 25 de noviembre del 2002 instauró el uso de las herramientas complementarias. 

Las mismas fueron entendidas como una forma de estudiar y de verificar los resultados del modelo 

estructura general de costos. La información que se le inserta al modelo se disgregaba a través de 

estas herramientas con el fin de que la misma pudiera ser comparada con las fijaciones anteriores, 

con el comportamiento histórico de la ruta, de otras rutas similares y de los componentes que 

conforman la tarifa, principalmente ante la ausencia de estudios de demanda y el peligro de hacer 

fijaciones poco realistas y por ende alejado del principio de servicio al costo. 

1b.- Posición de la Junta Directiva con relación a las herramientas complementarias. 

La Junta Directiva de la ARESEP mediante los acuerdos: 006-071-2006, 007-071-2006 ambos del 

20 de noviembre de 2006, manifestó sobre la aplicación de las herramientas 

complementarias:  

“(…) ..Que en materia de transporte remunerado de personas modalidad autobús, se ha venido 

aplicando una metodología basada en el análisis de la estructura de costos de los prestadores de 

dicho servicio, de una forma específica, que considera la existencia de una empresa modelo, sin 

perjuicio de otras herramientas metodológicas que permitan calcular las tarifas conforme los 

principios previstos en la ley.(…)” 
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En cuanto a la aplicación del modelo Estructura General de Costos y las herramientas 

complementarias, la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, 

mediante la resolución RJD-101-2007, de las 14:30 horas del 7 de julio de 2007, consideró: 

“(…) 8) En cuanto al argumento de que sólo debe emplearse el modelo econométrico, porque es el 

basado en la Ley 7593, corresponde aclarar que esa metodología no fue determinada con base en 

dicha ley, ya que ésta ni siquiera existía cuando ese modelo fue creado. La Ley 7593 fue 

promulgada el 9 de agosto de 1996 y entró a regir el 5 de octubre de ese año. Además, la Ley 

General de la Administración Pública en los artículos 15 y 16 establece la prohibición de dictar 

actos administrativos que contraríen las reglas unívocas de la ciencia o de la técnica o que sean 

contrarios a principios elementales de justicia, lógica o conveniencia. 

9) Lo que ocurre es que la Autoridad Reguladora, en materia de transporte remunerado de 

personas, ha venido empleando el modelo desarrollado por el MOPT para determinar las tarifas 

de ese servicio. Pero la experiencia surgida de su empleo ha enseñado que ese instrumento arroja 

resultados que obligan a complementarlo con otros análisis técnicos y científicos, perfectamente 

pertinentes y acordes con el ordenamiento jurídico. 

10) En cuanto al uso de herramientas complementarias al modelo econométrico, esta área asesora 

reitera lo manifestado en el oficio Nº 192-AJD-2002 del 12 de diciembre de 2002, en el sentido 

que: 

c)  Que la Autoridad Reguladora, en materia de transporte remunerado de personas en vehículos 

automotores, ha venido empleando el modelo desarrollado por Ministerio de Obras Públicas 

y Transportes, para determinar las tarifas de ese servicio. Sin embargo, la experiencia 

surgida del empleo del modelo en cuestión, ha enseñado que ese instrumento arroja 

resultados que obligan a complementarlo con otros análisis técnicos y científicos, 

perfectamente pertinentes y acordes con el ordenamiento jurídico. 

d) Que, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional de nuestro país los contratos de 

concesión, en lo que concierne a la fijación de precios y tarifas de los servicios públicos 

regulados por la Autoridad Reguladora, no pueden señalarle cómo debe proceder o cuáles 

instrumentos utilizar en el cumplimiento de sus funciones. 

Por último, se indica que en el tanto y en el cuanto las tarifas y precios sean fijados dentro del 

marco del Principio de Servicio al Costo establecido en el artículo 3º de la Ley 7593 y no violen 

las reglas unívocas de la ciencia y la técnica y no sean ilógicas, injustas o inconvenientes al fin 

público que la Administración debe buscar, independientemente de los instrumentos que se utilicen 

para ello, las actuaciones de la Institución no pueden calificarse de ilegales o inconstitucionales. 

De lo trascrito supra se desprende que el Regulador General está facultado legalmente para 

determinar cuáles herramientas emplear en la consecución del fin público, es decir, en la fijación 

de tarifas sustentadas en el Principio de Servicio al Costo. (…). 

Siguiendo la línea de pensamiento supra indicada, dicha Junta Directiva dictó, entre otros, los 

acuerdos: 006-045-2010 del 25 de octubre del 2010, el 006-047-2010 del 03 de noviembre del 

2010, el 011-009-2011 y el 012-009-2011 ambos del 07 de febrero del 2011, en donde se 

rechazaron los argumentos de los recurrentes por el uso de las herramientas complementarias. 

Por lo anterior, se concluye que la Autoridad Reguladora, para el dictado de sus resoluciones, 

complementaba el resultado del modelo estructura general de costos con las herramientas 

referidas. En la medida en que todas ellas le brindaban un marco mucho más amplio de análisis en 

apego del principio de servicio al costo. 
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1c.- Jurisprudencia judicial sobre la aplicación de las herramientas complementarias. 

En cuanto al tema de las herramientas complementarias, cabe mencionar, que la línea jurisprudencial 

de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, (sentencias Nos. 577-F-2007 del 10/08/2007, y 

392-F-S1-2010 del 18/03/2010), señalan en términos generales, que en materia de transporte público, 

la herramienta técnica vigente, es el denominado “modelo estructura general de costos” y que la 

Autoridad Reguladora no puede aplicar criterios adicionales a éste. Inclusive advierten, que la 

discrecionalidad de la ARESEP se reduce a cero una vez que se tiene el resultado del modelo 

estructura general de costos. 

Más recientemente, mediante la resolución 355-F-S1-2012 del 15/03/2012, -la cual a la fecha no 

ha sido notificada a la ARESEP- la Sala Primera declaró con lugar el recurso de casación 

interpuesto por la empresa CONATRA S.A. anulando la sentencia No. 4294-2010 del Tribunal 

Contencioso-Administrativo, Sección IV, en la cual se desarrollaba, la tesis que “las herramientas 

complementarias no violentaban el principio de confianza legítima ni el de inderogabilidad 

singular de la norma, y que el acto tarifario presentaba elementos no reglados, que permitían la 

aplicación de este tipo de herramientas, en cumplimiento de principios o criterios regulatorios 

como el de equidad social”, la cual era la tesis que había venido utilizando la ARESEP, en cuanto 

a la aplicación de las herramientas complementarias.(Ver anexo). 

En consecuencia, y siendo que la jurisprudencia es fuente de derecho administrativo, al tenor de lo 

dispuesto por los artículos 6, 7 y 9 de la Ley General de la Administración Pública, considera este 

órgano asesor que lo procedente sería ajustar las actuaciones de la Autoridad Reguladora a la 

interpretación (línea jurisprudencial) que la Sala Primera viene sosteniendo en sus resoluciones en 

torno a la utilización de las herramientas complementarias.  

1d.- En cuanto al caso concreto. 

El informe tarifario realizado por la Dirección de Servicios de Transportes, mediante el oficio 

1452-DITRA-2010/65373, que corre a folios 150 a 168, y que sirvió de base a la resolución 

recurrida 248-RCR-2010 del 03 de diciembre de 2010, señalaba que el resultado de la aplicación 

del modelo tarifario para la ruta 193 indicaba que requería en su tarifa un incremento del 86,59%, 

sin embargo, al ser el porcentaje de la corrida del modelo estructura general de costos mayor a la 

tasa del IPC interanual, el cual era de 5,3%, se procedió a continuar con el análisis a la luz de las 

herramientas complementarias. 

Del estudio tarifario se desprende que la herramienta complementaria aplicada es el análisis 

complementario de costos, la cual arrojó un porcentaje de 3,28% que por no superar el 5% que 

establece el artículo 31 de la Ley 3503, se concluye que dicha ruta no requería aumento tarifario. 

Por su parte, en la resolución recurrida 248-RCR-2010, el Comité de Regulación, con base en el 

informe de estudio tarifario (oficio 1452-DITRA-2010/65373) aplicando el análisis 

complementario de costos, recomendó rechazar la solicitud de fijación tarifaria debido a que dicha 

ruta no requiere aumento tarifario. 

Ahora bien, siguiendo entonces la línea jurisprudencial de la Sala Primera de la Corte Suprema de 

Justicia, que señala, que en materia de transporte público, la herramienta técnica vigente, es el 

denominado “modelo estructura general de costos” y que la Autoridad Reguladora no podía 

aplicar criterios adicionales a éste, en el presente caso, debió fijarse entonces el incremento 

tarifario con base en el porcentaje resultante de la corrida del modelo estructura general de costos 

y no con base en el porcentaje que arrojaba la herramienta complementaria de cálculo. 
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Así las cosas, llevaría razón la empresa recurrente en cuanto a este argumento, por lo que se 

recomienda acoger este extremo. 

SOBRE LA NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN RECURRIDA 

La Ley General de la Administración Pública, establece una serie de elementos que debe tener 

todo acto administrativo para considerarse válido. Dichos elementos son: 1) Sujeto (artículo 129), 

2) Forma (artículo 134), 3) Procedimiento (artículo 308 y siguientes), 4) Motivo (artículo 133), 5) 

Contenido (artículo 132); y, 6) Fin (artículo 131). 

El motivo legítimo lo constituye el conjunto de antecedentes fácticos y jurídicos que justifican la 

decisión tomada por la respectiva Administración y su falta provocaría la nulidad absoluta del 

acto.  

En cuanto al contenido del acto, el cual debe ser lícito, posible, claro, preciso y abarcar todas las 

cuestiones de hecho y derecho, surgidas del motivo, proporcionado al fin, y en caso de afectar 

derechos subjetivos de los particulares deben contar con un motivo legítimo y razonable.  

El artículo 136 de la Ley General de la Administración Pública, dispone lo siguiente: 

1. Serán motivados con mención, sucinta al menos, de sus fundamentos: 

a) Los actos que impongan obligaciones o que limiten, supriman o denieguen derechos subjetivos; 

b) Los que resuelvan recursos; (el original no está subrayado) 

c) Los que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de órganos 

consultivos; 

d) Los de suspensión de actos que hayan sido objeto del recurso; 

e) Los reglamentos y actos discrecionales de alcance general; y 

f) Los que deban serlo en virtud de ley. 

2. La motivación podrá consistir en la referencia explícita o inequívoca a los motivos de la 

petición del administrado, o bien a propuestas, dictámenes o resoluciones previas que hayan 

determinado realmente la adopción del acto, a condición de que se acompañe su copia. 

De los autos se desprende que existen vicios en el motivo y en el contenido de la resolución 248-

RCR-2010 al haberse rechazado –mediante la utilización de las herramientas complementarias- el 

porcentaje que arrojaba, en un inicio, la corrida del modelo estructura general de costos. 

De conformidad con lo anterior, el fundamento de la resolución recurrida debió ser el resultado 

arrojado por el modelo estructura general de costos, a la luz de la línea jurisprudencial que ha 

venido sosteniendo la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia.  

Siendo que el motivo y el contenido del acto administrativo constituyen elementos esenciales del 

mismo, al tenor de lo indicado en los artículos 128 y siguientes de la Ley General de la 

Administración Pública, acarrea la nulidad absoluta del acto administrativo que tiene el vicio. Por 

conexidad, debe anularse también la resolución 347-RCR-2011 que resolvió rechazar el recurso 

de revocatoria planteado por Ronny Castro Fallas.  
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V. CONCLUSIONES 

Sobre la base de lo arriba expuesto, se puede arribar a las conclusiones siguientes: 

1. Desde el punto de vista formal, el recurso de apelación presentado, resulta admisible, puesto 

que fue presentado en tiempo y forma. 

2. Que la Autoridad Reguladora, para el dictado de sus resoluciones, complementaba el 

resultado del modelo estructura general de costos con las herramientas complementarias. 

3. Que al ser la jurisprudencia fuente de derecho administrativo, al tenor de lo dispuesto por los 

artículos 6, 7 y 9 de la L.G.AP, lo procedente sería ajustar las actuaciones de la Autoridad 

Reguladora a la línea jurisprudencial que la Sala Primera viene sosteniendo en sus 

resoluciones en torno a la utilización de las herramientas complementarias. 

4. Que la resolución 248-RCR-2010 rechazó la solicitud de fijación tarifaria para la ruta 193, 

contiene vicios en su motivo y contenido, y siendo que estos constituyen elementos 

sustanciales del acto administrativo, consecuentemente acarrea la nulidad de la misma, y por 

conexidad, también debe anularse la resolución 347-RCR-2011 que resolvió rechazar el 

recurso de revocatoria planteado por la Ronny Castro Fallas contra la resolución recurrida. 

5. Que las tarifas vigentes no son las tarifas de la resolución recurrida 248-RCR-2010 de 3 de 

diciembre de 2010, sino, las tarifas de la resolución 818-RCR-2012 de fecha 4 de abril de 

2012, publicada en La Gaceta No. 82 del 27 de abril de 2012. (ET-037-2012). 

(…)” 

 

II-. Que en sesión extraordinaria 53-2012, del 4 de julio de 2012, cuya acta fue ratificada el 19 del 

mismo mes y año; la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora, sobre la base del oficio 379-

DGJR-2012, de cita, acordó entre otras cosas, dictar la presente resolución. 

III-. Con fundamento en los resultandos y considerandos precedentes y de acuerdo con el mérito de 

los autos, lo procedente es: 1.- Acoger, el recurso de apelación interpuesto. 2.- Anular la resolución 

248-RCR-2010 del 3 de diciembre de 2010 y por su conexidad la resolución 347-RCR-2011 del 2 

de marzo de 2011. 3.- Instruir a la Dirección de Servicios de Transportes, para que en el plazo 

máximo de un mes, realice un estudio tarifario de oficio y en caso de considerarse pertinente, se 

recomiende el reconocimiento de las diferencias tarifarias dejadas de percibir por la empresa 

recurrente en razón de lo aquí recomendado, y someta el resultado de su estudio al órgano 

competente para fijar tarifas, para que resuelva lo que corresponda.  

  

POR TANTO: 

 

 

LA JUNTA DIRECTIVA DE LA AUTORIDAD REGULADORA  

DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 

 

RESUELVE: 

 

I. Acoger por el fondo, el recurso de apelación en subsidio interpuesto por Ronny Castro Fallas, en 

contra de la resolución 248-RCR-2010 de 3 de diciembre de 2010.  
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II. Anular de oficio la resolución 248-RCR-2010 de las 9 horas 30 minutos del 3 de diciembre de 

2010 y por su conexidad la resolución 347-RCR-2011 de las 11 horas 40 minutos 2 de marzo de 

2011. 

 

III. Instruir a la Dirección de Servicios de Transportes, para que en el plazo máximo de un mes, 

realice un estudio tarifario de oficio y en caso de considerarse pertinente, se recomiende el 

reconocimiento de las diferencias tarifarias dejadas de percibir por la empresa recurrente en 

razón de lo aquí recomendado, y someta el resultado de su estudio al órgano competente para 

fijar tarifas, para que resuelva lo que corresponda.  

 

IV. Dar por agotada la vía administrativa.  

 

V. Notificar a las partes la resolución que ha de dictarse, en el medio o lugar señalado para ello. 
 

NOTIFÍQUESE. 

 

 

ARTÍCULO 9.  Recurso de apelación interpuesto por Roubier Rojas Alfaro en contra de la 

resolución 348-RCR-2011. ET-210-2010. 

 
Se conoce el oficio 380-DGJR-2012, del 23 de mayo del 2012, mediante el cual la Dirección General 

de Asesoría Jurídica y Regulatoria remite un criterio en relación con el recurso de apelación 

interpuesto por Roubier Rojas Alfaro, en contra de la resolución 348-RCR-2011, del 2 de marzo del 

2011, expediente ET-210-2010. 

 

La señora Carol Solano Durán explica los principales extremos del citado criterio y las 

recomendaciones de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria. 

 

El señor Dennis Meléndez Howell indica que la propuesta es acoger parcialmente las 

recomendaciones de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, exceptuando la 

recomendación 4), ello por cuanto ya se había tomado un acuerdo general sobre el particular. 

 

Una vez analizado el tema en discusión, el señor Dennis Meléndez Howell somete a votación dicha 

propuesta de acoger parcialmente el criterio de la Dirección General de Asesoría Jurídica y 

Regulatoria, con base en las recomendaciones contenidas en el oficio 380-DGJR-2012, del 23 de mayo 

del 2012, exceptuando la recomendación 4), la Junta Directiva resuelve por unanimidad: 

 

ACUERDO 09-53-2012 

 

1. Acoger por el fondo, el recurso de apelación interpuesto por Roubier Rojas Alfaro, contra la 

resolución 348-RCR-2011 del 2 de marzo de 2011.  

 

2. Anular de oficio la resolución 348-RCR-2011 del 2 de marzo de 2011 y por su conexidad la 

resolución 514-RCR-2011 del 9 de junio de 2011. 

 

3. Instruir a la Dirección de Servicios de Transportes, para que en el plazo máximo de un mes, realice 

un estudio tarifario de oficio y en caso de considerarse pertinente, se recomiende el reconocimiento 

de las diferencias tarifarias dejadas de percibir por la empresa recurrente en razón de lo aquí 

recomendado, y someta el resultado de su estudio al órgano competente para fijar tarifas, para que 

resuelva lo que corresponda.  
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4. Dar por agotada la vía administrativa.  

 

5. Notificar a las partes sobre la resolución que ha de dictarse, en el medio o lugar señalado para ello. 

 

6. Díctese la siguiente resolución: 

 

RESULTANDO: 

 

 

I. Que el 15 de diciembre de 2010, Marlon Rodríguez Acevedo, en su condición de apoderado 

especial de Roubier Rojas Alfaro, presentó ante esta Autoridad Reguladora, solicitud de ajuste en 

las tarifas de los servicios de la ruta 228. (Folios 1 a 90). 

 

II. Que el 2 de marzo de 2011, el Comité de Regulación, mediante la resolución 348-RCR-2011, 

resolvió rechazar la solicitud de ajuste tarifario para la ruta 228 y mantener las tarifas vigentes 

fijadas mediante resolución RRG-331-2010. (Folios 245 a 260). 

 

III. Que el 16 de marzo de 2011, Marlon Rodríguez Acevedo, en su condición de apoderado especial 

de Roubier Rojas Alfaro, inconforme con lo resuelto, interpuso recurso de revocatoria con 

apelación en subsidio en contra de la resolución 348-RCR-2011. (Folios 204 a 210). 

 

IV. Que el 9 de junio de 2011, el Comité de Regulación, mediante la resolución 514-RCR-2011, 

resolvió rechazar por extemporáneo el recurso de revocatoria interpuesto por Roubier Rojas 

Alfaro. (Folios 271 a 273). 

 

V. Que el 22 de julio de 2011, el Comité de Regulación, mediante la resolución 565-RCR-2011 

publicada en La Gaceta No. 152 del 9 de agosto de 2011, fijó entre otras a nivel nacional, las 

tarifas para la ruta 228. (ET-76-2011). 

 

VI. Que el 26 de enero de 2012, la Dirección de Servicios de Transportes, mediante el oficio 32-

DITRA-2012/2184, emitió el informe que ordena el artículo 349 de la Ley General de la 

Administración Pública respecto al recurso de apelación en subsidio interpuesto por el recurrente. 

(Folios 280 a 281).  

 

VII. Que no consta en autos que el recurrente respondiera al emplazamiento conferido. 

 

VIII. Que el 27 de enero de 2012, la Secretaría de Junta Directiva de ARESEP, mediante el 

memorando 29-SJD-2012/2284, remitió para el análisis de la Dirección General de Asesoría 

Jurídica y Regulatoria, el recurso de apelación interpuesto por Roubier Rojas Alfaro contra la 

resolución 348-RCR-2011. (Folio 279). 

 

IX.  Que el 4 de abril de 2012, el Comité de Regulación, mediante la resolución 818-RCR-2012 

publicada en La Gaceta No. 82 del 27 de abril de 2012, fijó entre otras a nivel nacional, las tarifas 

para la ruta 228. (ET-37-2012). 

 

X.  Que el 23 de mayo de 2012, la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, mediante el 

oficio 380-DGJR-2012, rindió criterio jurídico sobre el recurso de apelación presentado por 

Roubier Rojas Alfaro contra la resolución 348-RCR-2011 del 2 de marzo de 2011. 
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XI.   Que se han realizado las diligencias útiles y necesarias para el dictado de la presente resolución.  

 

CONSIDERANDO: 

 

I. Que del oficio 380-DGJR-2012 arriba citado, que sirve de sustento a la presente resolución, se 

extrae lo siguiente: 

“(…) 

 

III. ANÁLISIS POR LA FORMA 

1. NATURALEZA DEL RECURSO  

El recurso presentado es el ordinario de apelación al cual se le aplican, las disposiciones 

contenidas en los artículos 342 a 352 de la Ley General de la Administración Pública y sus 

reformas.  

2. TEMPORALIDAD DEL RECURSO 

La resolución recurrida fue notificada al recurrente el día 8 de marzo de 2011 (folio 259) y la 

impugnación fue planteada el día 16 de marzo de 2011. (Folio 204). 

Del análisis comparativo entre la fecha de notificación del acto y la de interposición del 

recurso, con respecto al plazo de tres días hábiles para recurrir, otorgado en el artículo 346 

de la Ley General de la Administración Pública, el cual vencía el 16 de marzo de 2011, se 

concluye que la impugnación se presentó dentro del plazo legal. 

Lo anterior es así, debido a que las instalaciones de la Autoridad Reguladora estuvieron 

cerradas los días 10, 11 y 14 de marzo de 2011, por motivo de traslado a las actuales 

instalaciones ubicadas en Guachipelín de Escazú. 

3. LEGITIMACIÓN 

 

Respecto de la legitimación activa, cabe indicar, que Roubier Rojas Alfaro está legitimado 

para actuar -en la forma en lo que ha hecho- como operador de la ruta 228, de acuerdo con 

lo establecido en los artículos 275 y 276 de la Ley General de la Administración Pública, en 

relación con los artículos 31 y 36 de la Ley 7593; ya que es parte interesada en el 

procedimiento en que recayó la resolución recurrida. 

4. REPRESENTACIÓN 

El señor Marlon Rodríguez Acevedo, cédula de identidad No. 7-079-0578, actúa en su 

condición de apoderado especial del señor Roubier Rojas Alfaro, -según consta en la 

certificación notarial visible a folio 09 del expediente- por lo cual está facultado para actuar 

en nombre de ese operador de servicio. 

 

IV. ANÁLISIS POR EL FONDO 

“(…)” 



 
 
 

 

Sesión Extraordinaria N.° 53-2012     4 de julio del 2012  

47 

 

 

1- EN CUANTO A LAS HERRAMIENTAS COMPLEMENTARIAS 

En cuanto al argumento de inconformidad del recurrente, es conveniente indicar de previo: 

1a.- Sobre el origen de las herramientas complementarias.  

A medida en que la Autoridad Reguladora inició la utilización del modelo estructura general 

de costos para la fijación de tarifas del servicio público de transporte remunerado de 

personas, modalidad autobús, se evidenció que se presentaban circunstancias especiales en 

las que los resultados de éste no eran confiables.  

Por ello, el entonces Regulador General, Herman Hess Araya, mediante la Circular 1-2002 

(oficio 1460-RG-2002) el 25 de noviembre del 2002 instauró el uso de las herramientas 

complementarias. 

Las mismas fueron entendidas como una forma de estudiar y de verificar los resultados del 

modelo estructura general de costos. La información que se le inserta al modelo se 

disgregaba a través de estas herramientas con el fin de que la misma pudiera ser comparada 

con las fijaciones anteriores, con el comportamiento histórico de la ruta, de otras rutas 

similares y de los componentes que conforman la tarifa, principalmente ante la ausencia de 

estudios de demanda y el peligro de hacer fijaciones poco realistas y por ende alejado del 

principio de servicio al costo. 

1b.- Posición de la Junta Directiva con relación a las herramientas complementarias. 

La Junta Directiva de la ARESEP mediante los acuerdos: 006-071-2006, 007-071-2006 

ambos del 20 de noviembre de 2006, manifestó sobre la aplicación de las herramientas 

complementarias:  

“(…) ..Que en materia de transporte remunerado de personas modalidad autobús, se 

ha venido aplicando una metodología basada en el análisis de la estructura de costos 

de los prestadores de dicho servicio, de una forma específica, que considera la 

existencia de una empresa modelo, sin perjuicio de otras herramientas metodológicas 

que permitan calcular las tarifas conforme los principios previstos en la ley.(…)” 

En cuanto a la aplicación del modelo Estructura General de Costos y las herramientas 

complementarias, la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, 

mediante la resolución RJD-101-2007, de las 14:30 horas del 7 de julio de 2007, consideró: 

“(…) 8) En cuanto al argumento de que sólo debe emplearse el modelo econométrico, 

porque es el basado en la Ley 7593, corresponde aclarar que esa metodología no fue 

determinada con base en dicha ley, ya que ésta ni siquiera existía cuando ese modelo 

fue creado. La Ley 7593 fue promulgada el 9 de agosto de 1996 y entró a regir el 5 de 

octubre de ese año. Además, la Ley General de la Administración Pública en los 

artículos 15 y 16 establece la prohibición de dictar actos administrativos que 

contraríen las reglas unívocas de la ciencia o de la técnica o que sean contrarios a 

principios elementales de justicia, lógica o conveniencia. 

9) Lo que ocurre es que la Autoridad Reguladora, en materia de transporte 

remunerado de personas, ha venido empleando el modelo desarrollado por el MOPT 

para determinar las tarifas de ese servicio. Pero la experiencia surgida de su empleo 

ha enseñado que ese instrumento arroja resultados que obligan a complementarlo con 
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otros análisis técnicos y científicos, perfectamente pertinentes y acordes con el 

ordenamiento jurídico. 

10) En cuanto al uso de herramientas complementarias al modelo econométrico, esta 

área asesora reitera lo manifestado en el oficio Nº 192-AJD-2002 del 12 de diciembre 

de 2002, en el sentido que: 

 

… c) Que la Autoridad Reguladora, en materia de transporte remunerado de personas 

en vehículos automotores, ha venido empleando el modelo desarrollado por 

Ministerio de Obras Públicas y Transportes, para determinar las tarifas de ese 

servicio. Sin embargo, la experiencia surgida del empleo del modelo en cuestión, ha 

enseñado que ese instrumento arroja resultados que obligan a complementarlo con 

otros análisis técnicos y científicos, perfectamente pertinentes y acordes con el 

ordenamiento jurídico. 

d) Que, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional de nuestro país los contratos 

de concesión, en lo que concierne a la fijación de precios y tarifas de los servicios 

públicos regulados por la Autoridad Reguladora, no pueden señalarle cómo debe 

proceder o cuáles instrumentos utilizar en el cumplimiento de sus funciones. 

Por último, se indica que en el tanto y en el cuanto las tarifas y precios sean fijados 

dentro del marco del Principio de Servicio al Costo establecido en el artículo 3º de la 

Ley 7593 y no violen las reglas unívocas de la ciencia y la técnica y no sean ilógicas, 

injustas o inconvenientes al fin público que la Administración debe buscar, 

independientemente de los instrumentos que se utilicen para ello, las actuaciones de 

la Institución no pueden calificarse de ilegales o inconstitucionales. 

De lo trascrito supra se desprende que el Regulador General está facultado 

legalmente para determinar cuáles herramientas emplear en la consecución del fin 

público, es decir, en la fijación de tarifas sustentadas en el Principio de Servicio al 

Costo. (…). 

Siguiendo la línea de pensamiento supra indicada, dicha Junta Directiva dictó, entre otros, 

los acuerdos: 006-045-2010 del 25 de octubre del 2010, el 006-047-2010 del 03 de noviembre 

del 2010, el 011-009-2011 y el 012-009-2011 ambos del 07 de febrero del 2011, en donde se 

rechazaron los argumentos de los recurrentes por el uso de las herramientas 

complementarias. 

Por lo anterior, se concluye que la Autoridad Reguladora, para el dictado de sus 

resoluciones, complementaba el resultado del modelo estructura general de costos con las 

herramientas referidas. En la medida en que todas ellas le brindaban un marco mucho más 

amplio de análisis en apego del principio de servicio al costo. 

1c.- Jurisprudencia judicial sobre la aplicación de las herramientas complementarias. 

En cuanto al tema de las herramientas complementarias, cabe mencionar, que la línea 

jurisprudencial de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, (sentencias Nos. 577-F-

2007 del 10/08/2007, y 392-F-S1-2010 del 18/03/2010), señalan en términos generales, que 

en materia de transporte público, la herramienta técnica vigente, es el denominado “modelo 

estructura general de costos” y que la Autoridad Reguladora no puede aplicar criterios 

adicionales a éste. Inclusive advierten, que la discrecionalidad de la ARESEP se reduce a 

cero una vez que se tiene el resultado de dicho modelo. 
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Más recientemente, mediante la resolución 355-F-S1-2012 del 15/03/2012, -la cual a la fecha 

no ha sido notificada a la ARESEP- la Sala Primera declaró con lugar el recurso de casación 

interpuesto por la empresa CONATRA S.A. anulando la sentencia No. 4294-2010 del Tribunal 

Contencioso-Administrativo, Sección IV, en la cual se desarrollaba, la tesis que “las 

herramientas complementarias no violentaban el principio de confianza legítima ni el de 

inderogabilidad singular de la norma, y que el acto tarifario presentaba elementos no 

reglados, que permitían la aplicación de este tipo de herramientas, en cumplimiento de 

principios o criterios regulatorios como el de equidad social”, la cual era la tesis que había 

venido utilizando la ARESEP, en cuanto a la aplicación de las herramientas 

complementarias.(Ver anexo). 

En consecuencia, y siendo que la jurisprudencia es fuente de derecho administrativo, al tenor 

de lo dispuesto por los artículos 6, 7 y 9 de la Ley General de la Administración Pública, 

considera este órgano asesor que lo procedente sería ajustar las actuaciones de la Autoridad 

Reguladora a la interpretación (línea jurisprudencial) que la Sala Primera viene sosteniendo 

en sus resoluciones en torno a la utilización de las herramientas complementarias.  

1d.- En cuanto al caso concreto. 

El informe tarifario realizado por la Dirección de Servicios de Transportes, mediante el oficio 

211-DITRA-2011/5082, que corre a folios 222 a 244, y que sirvió de base a la resolución 

recurrida 348-RCR-2011 del 2 de marzo de 2011, señalaba que el resultado de la aplicación 

del modelo tarifario para la ruta 228 indicaba que requería en su tarifa un incremento del 

57,01%, sin embargo, al ser el porcentaje de la corrida del modelo estructura general de 

costos mayor a la tasa del IPC interanual, que es de 4,8%, se procedió a continuar con el 

análisis a la luz de las herramientas complementarias (folio 231). 

Del estudio tarifario indicado anteriormente, se logra extraer que la herramienta 

complementaria aplicada es el complementario de costos, la cual arroja un ajuste de 4,59%. 

Y siendo que dicho resultado no supera el 5% establecido por la Ley 3503, se concluye que no 

se le puede otorga un incremento a la ruta 228 (folio 233). 

Por su parte, en la resolución recurrida 348-RCR-2011, el Comité de Regulación, con base en 

el informe de estudio tarifario (oficio 211-DITRA-2011/5082) aplicando el complementario de 

costos, rechazó la solicitud de fijación tarifaria. 

Ahora bien, siguiendo entonces la línea jurisprudencial de la Sala Primera de la Corte 

Suprema de Justicia, que señala, que en materia de transporte público, la herramienta técnica 

vigente, es el denominado “modelo estructura general de costos” y que la Autoridad 

Reguladora no podía aplicar criterios adicionales a éste, en el presente caso, debió fijarse 

entonces el incremento tarifario con base en el porcentaje resultante de la corrida del modelo 

estructura general de costos y no con base en el porcentaje que arrojaba la herramienta 

complementaria de cálculo. 

Así las cosas, llevaría razón la empresa recurrente en cuanto a este argumento, por lo que se 

recomienda anular de oficio la resolución recurrida. 
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SOBRE LA NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN RECURRIDA 

La Ley General de la Administración Pública, establece una serie de elementos que debe 

tener todo acto administrativo para considerarse válido. Dichos elementos son: 1) Sujeto 

(artículo 129), 2) Forma (artículo 134), 3) Procedimiento (artículo 308 y siguientes), 4) 

Motivo (artículo 133), 5) Contenido (artículo 132); y, 6) Fin (artículo 131). 

El motivo legítimo lo constituye el conjunto de antecedentes fácticos y jurídicos que justifican 

la decisión tomada por la respectiva Administración y su falta provocaría la nulidad absoluta 

del acto.  

En cuanto al contenido del acto, el cual debe ser lícito, posible, claro, preciso y abarcar todas 

las cuestiones de hecho y derecho, surgidas del motivo, proporcionado al fin, y en caso de 

afectar derechos subjetivos de los particulares deben contar con un motivo legítimo y 

razonable.  

El artículo 136 de la Ley General de la Administración Pública, dispone lo siguiente: 

1. Serán motivados con mención, sucinta al menos, de sus fundamentos: 

a) Los actos que impongan obligaciones o que limiten, supriman o denieguen derechos 

subjetivos; 

b) Los que resuelvan recursos; (el original no está subrayado) 

c) Los que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de 

órganos consultivos; 

d) Los de suspensión de actos que hayan sido objeto del recurso; 

e) Los reglamentos y actos discrecionales de alcance general; y 

f) Los que deban serlo en virtud de ley. 

 

2. La motivación podrá consistir en la referencia explícita o inequívoca a los motivos de 

la petición del administrado, o bien a propuestas, dictámenes o resoluciones previas que 

hayan determinado realmente la adopción del acto, a condición de que se acompañe su 

copia. 

 

De los autos se desprende que existen vicios en el motivo y en el contenido de la resolución 

348-RCR-2011 al haberse rechazado –mediante la utilización de las herramientas 

complementarias- el porcentaje que arrojaba, en un inicio, la corrida del modelo estructura 

general de costos. 

De conformidad con lo anterior, el fundamento de la resolución recurrida debió ser el 

resultado arrojado por el modelo estructura general de costos, a la luz de la línea 

jurisprudencial que ha venido sosteniendo la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia.  

Siendo que el motivo y el contenido del acto administrativo constituyen elementos esenciales 

del mismo, al tenor de lo indicado en los artículos 128 y siguientes de la Ley General de la 

Administración Pública, acarrea la nulidad absoluta del acto administrativo que tiene el 

vicio. Por conexidad, debe anularse también la resolución 514-RCR-2011 que resolvió 

rechazar el recurso de revocatoria planteado por el recurrente. 

V. CONCLUSIONES 

Sobre la base de lo arriba expuesto, se puede arribar a las conclusiones siguientes: 
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1. Que desde el punto de vista formal, el recurso de apelación resulta admisible, puesto que fue 

presentado en tiempo y forma. 

 
2. Que la Autoridad Reguladora, para el dictado de sus resoluciones, complementaba el 

resultado del modelo estructura general de costos  con las herramientas complementarias. 

 

3. Que al ser la jurisprudencia fuente de derecho administrativo, al tenor de lo dispuesto por los 

artículos 6, 7 y 9 de la L.G.AP., lo procedente sería ajustar las actuaciones de la Autoridad 

Reguladora a la línea jurisprudencial que la Sala Primera viene sosteniendo en sus 

resoluciones en torno a la utilización de las herramientas complementarias. 

 

4. Que la resolución 348-RCR-2011 rechazó la solicitud de fijación tarifaria para la ruta 228, 

contiene vicios en su motivo y contenido, y siendo que estos constituyen elementos 

sustanciales del acto administrativo, consecuentemente acarrea la nulidad de la misma, y por 

conexidad, también debe anularse la resolución 514-RCR-2011 que resolvió rechazar el 

recurso de revocatoria planteado por Roubier Rojas Alfaro contra la resolución recurrida. 

 

5. Que las tarifas vigentes no son las tarifas de la resolución recurrida 348-RCR-2011 del 2 de 

marzo de 2011, sino, las tarifas de la resolución 818-RCR-2012 de fecha 4 de abril de 2012, 

publicada en La Gaceta No. 82 del 27 de abril de 2012. (ET-037-2012). 

(…)” 

 

II-.   Que en sesión extraordinaria 53-2012, del 4 de julio de 2012, cuya acta fue ratificada el 19 del 

mismo mes y año; la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora, sobre la base del oficio 380-

DGJR-2012, de cita, acordó entre otras cosas, dictar la presente resolución. 

III-.   Con fundamento en los resultandos y considerandos precedentes y de acuerdo con el mérito de 

los autos, lo procedente es: 1.- Acoger, el recurso de apelación interpuesto. 2.- Anular la 

resolución 348-RCR-2011 del 2 de marzo de 2011 y por su conexidad la resolución 514-RCR-

2011 del 9 de junio de 2011. 3.- Instruir a la Dirección de Servicios de Transportes, para que en 

el plazo máximo de un mes, realice un estudio tarifario de oficio y en caso de considerarse 

pertinente, se recomiende el reconocimiento de las diferencias tarifarias dejadas de percibir por 

la empresa recurrente en razón de lo aquí recomendado, y someta el resultado de su estudio al 

órgano competente para fijar tarifas, para que resuelva lo que corresponda.  

POR TANTO: 

 

LA JUNTA DIRECTIVA DE LA AUTORIDAD REGULADORA  

DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 

 

RESUELVE: 

 

I. Acoger por el fondo, el recurso de apelación interpuesto por Roubier Rojas Alfaro, contra la 

resolución 348-RCR-2011 del 2 de marzo de 2011.  

 

II. Anular de oficio la resolución 348-RCR-2011 del 2 de marzo de 2011 y por su conexidad la 

resolución 514-RCR-2011 del 9 de junio de 2011. 
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III. Instruir a la Dirección de Servicios de Transportes, para que en el plazo máximo de un mes, 

realice un estudio tarifario de oficio y en caso de considerarse pertinente, se recomiende el 

reconocimiento de las diferencias tarifarias dejadas de percibir por la empresa recurrente en razón 

de lo aquí recomendado, y someta el resultado de su estudio al órgano competente para fijar 

tarifas, para que resuelva lo que corresponda.  

 

IV. Dar por agotada la vía administrativa.  

 
NOTIFÍQUESE. 

 

ARTÍCULO 10.  Recurso de apelación interpuesto por la Empresa Mardel S.A., en contra de la 

resolución 251-RCR-2010. Expediente ET-166-2010. 

 
Se entró a conocer el oficio 381-DGJR-2012, del 23 de mayo del 2012, mediante el cual la Dirección 

General de Asesoría Jurídica y Regulatoria eleva a conocimiento un criterio en relación con el recurso 

de apelación interpuesto por la empresa Mardel S.A., en contra de la resolución 251-RCR-2010 del 10 

de diciembre del 2010, expediente ET-166-2010. 

 

El señor Juan Manuel Quesada Espinoza explica los principales extremos del citado criterio, al 

tiempo que señaló las recomendaciones del caso y respondió distintas consultas sobre el particular. 

 

Una vez analizado el tema en discusión, el señor Dennis Meléndez Howell somete a votación dicha 

propuesta de acoger parcialmente el criterio de la Dirección General de Asesoría Jurídica y 

Regulatoria, conforme a su oficio 381-DGJR-2012, del 23 de mayo del 2012, exceptuando la 

recomendación 4), la Junta Directiva acuerda por unanimidad: 

 

ACUERDO 10-53-2012 

 

1. Acoger por el fondo, el recurso de apelación interpuesto por la empresa MARDEL S.A., en contra 

de la resolución 251-RCR-2010 del 10 de diciembre de 2010.  

 

2. Anular la resolución 251-RCR-2010 del 10 de diciembre de 2010 y por su conexidad la resolución 

676-RCR-2011 del 27 de setiembre de 2011. 

 

3. Instruir a la Dirección de Servicios de Transportes, para que en el plazo máximo de un mes, realice 

un estudio tarifario de oficio y en caso de considerarse pertinente, se recomiende el reconocimiento 

de las diferencias tarifarias dejadas de percibir por la empresa recurrente en razón de lo aquí 

recomendado, y someta el resultado de su estudio al órgano competente para fijar tarifas, para que 

resuelva lo que corresponda.  

 

4. Dar por agotada la vía administrativa.  

 

5. Notificar a las partes la resolución que ha de dictarse, en el medio y lugar señalado para ello. 

 

6. Díctese la siguiente resolución: 
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RESULTANDO: 

 

 

I. Que el 06 de agosto de 2010, el Comité de Regulación, mediante resolución 120-RCR-2010, 

fijó la tarifa para la ruta 684 y rechazó la solicitud de fijación tarifaria por corredor común para 

las rutas 645 y 669. (ET-98-2010). 

II. Que el 21 de octubre de 2010, el señor Marvin Delgado Rodríguez, representante legal de 

MARDEL S.A., presentó solicitud de ajuste tarifario para la ruta 684, así mismo para el 

corredor común para la ruta 645 y la simplificación del pliego tarifario de la ruta 669. (Folios 1 

a 86). 

 

III. Que el 10 de diciembre de 2010, el Comité de Regulación, mediante la resolución 251-RCR-

2010, resolvió entre otras cosas mantener las tarifas fijadas mediante resolución 120-RCR-2010 

para la ruta 684. (Folios 185 a 202). 

 

IV. Que el 21 de diciembre de 2010, la empresa MARDEL S.A., inconforme con lo resuelto, 

interpuso recurso de revocatoria con apelación en subsidio contra la resolución 251-RCR-2010. 

(Folios 178 a 184). 

 

V. Que el 22 de julio de 2011, el Comité de Regulación, mediante la resolución 565-RCR-2011 

publicada en La Gaceta No. 152, del 9 de agosto de 2011, fijó entre otras a nivel nacional, las 

tarifas vigentes para la ruta 684. (ET-76-2011).  

 

VI. Que el 27 de setiembre de 2011, el Comité de Regulación, mediante la resolución 676-RCR-

2011 resolvió rechazar por el fondo el recurso de revocatoria interpuesto por la empresa 

MARDEL S.A. contra la resolución 251-RCR-2010 (Folios 226 a 240). 

 

VII. Que el 19 de octubre de 2011, la Dirección de Servicios de Transportes, mediante el oficio 

1236-DITRA-2011, emitió el informe que ordena el artículo 349 de la Ley General de la 

Administración Pública. (Folios 249 a 250). 

 

VIII. Que no consta en autos que el recurrente haya contestado el emplazamiento. 

 

IX. Que el 25 de octubre de 2011, la Secretaría de Junta Directiva, mediante el memorando 424-

SJD-2011, remitió para el análisis de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, el 

recurso de revocatoria con apelación en subsidio interpuesto por la empresa MARDEL S.A, 

contra la resolución 251-RCR-2010. (Folio 252). 

 

X. Que el 4 de abril de 2012, el Comité de Regulación, mediante la resolución 818-RCR-2012, 

publicada en La Gaceta No. 82 del 27 de abril de 2012, fijó entre otras a nivel nacional, las 

tarifas para la ruta 684.(ET-037-2012). 

 

XI. Que el 23 de mayo de 2012, la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, mediante 

el oficio 381-DGJR-2012, rindió criterio jurídico sobre el recurso de apelación presentado por la 

empresa MARDEL S.A., contra la resolución 251-RCR-2010 del 10 de diciembre de 2010. 

 

XII. Que se han realizado las diligencias útiles y necesarias para el dictado de la presente resolución.  
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CONSIDERANDO: 

 

I. Que del oficio 381-DGJR-2012 arriba citado, que sirve de sustento a la presente resolución, se 

extrae lo siguiente: 

 

“(…) 

 

IV. ANÁLISIS POR LA FORMA 

 

1) NATURALEZA DEL RECURSO  

 

El recurso presentado es el ordinario de apelación al cual se le aplican, las disposiciones 

contenidas en los artículos 342 a 352 de la Ley General de la Administración Pública y sus 

reformas.  

2) TEMPORALIDAD DEL RECURSO 

 

La resolución recurrida fue notificada al recurrente el día 16 de diciembre de 2010 (folio 

200) y la impugnación fue planteada el día 21 de diciembre de 2010. (Folio 178). 

 

Del análisis comparativo entre la fecha de notificación del acto y la de interposición del 

recurso, con respecto al plazo de tres días hábiles para recurrir, que vencía el 21 de 

diciembre de 2010, otorgado en el artículo 346 de la Ley General de la Administración 

Pública, se concluye que la impugnación se presentó dentro del plazo legal. 

 

3) LEGITIMACIÓN 

 

Respecto de la legitimación activa, cabe indicar, que la empresa MARDEL S.A. está 

legitimada para actuar -en la forma en lo que ha hecho- como operador de la ruta 684 de 

acuerdo con lo establecido en los artículos 275 y 276 de la Ley General de la Administración 

Pública, en relación con los artículos 31 y 36 de la Ley 7593; ya que es parte interesada 

dentro del procedimiento en que recayó la resolución recurrida. 

 

4) REPRESENTACIÓN 

 

El señor Marvin Delgado Rodríguez, cédula de identidad No. 1-638-660, actúa en su 

condición de presidente con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma de la 

empresa MARDEL S.A., -según consta en la certificación notarial visible a folio 22 - por lo 

cual está facultado para actuar en nombre de ese operador del servicio. 

 

IV. ANÁLISIS POR EL FONDO 

1- EN CUANTO A LAS HERRAMIENTAS COMPLEMENTARIAS 

En cuanto a los argumentos de inconformidad de la empresa recurrente, están relacionados 

con los temas del modelo estructura general de costos y la aplicación de las herramientas 
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complementarias, por lo que este órgano asesor considera necesario realizar las siguientes 

valoraciones y consideraciones: 

 

1a.- Sobre el origen de las herramientas complementarias.  

A medida en que la Autoridad Reguladora inició la utilización del modelo estructura general 

de costos para la fijación de tarifas del servicio público de transporte remunerado de 

personas, modalidad autobús, se evidenció que se presentaban circunstancias especiales en 

las que los resultados de éste no eran confiables.  

Por ello, el entonces Regulador General, Herman Hess Araya, mediante la Circular 1-2002 

(oficio 1460-RG-2002) el 25 de noviembre del 2002 instauró el uso de las herramientas 

complementarias. 

Las mismas fueron entendidas como una forma de estudiar y de verificar los resultados del 

modelo estructura general de costos. La información que se le inserta al modelo se 

disgregaba a través de estas herramientas con el fin de que la misma pudiera ser comparada 

con las fijaciones anteriores, con el comportamiento histórico de la ruta, de otras rutas 

similares y de los componentes que conforman la tarifa, principalmente ante la ausencia de 

estudios de demanda y el peligro de hacer fijaciones poco realistas y por ende alejado del 

principio de servicio al costo. 

1b.- Posición de la Junta Directiva con relación a las herramientas complementarias. 

La Junta Directiva de la ARESEP mediante los acuerdos: 006-071-2006, 007-071-2006 

ambos del 20 de noviembre de 2006, manifestó sobre la aplicación de las herramientas 

complementarias:  

“(…) ..Que en materia de transporte remunerado de personas modalidad autobús, se 

ha venido aplicando una metodología basada en el análisis de la estructura de costos 

de los prestadores de dicho servicio, de una forma específica, que considera la 

existencia de una empresa modelo, sin perjuicio de otras herramientas metodológicas 

que permitan calcular las tarifas conforme los principios previstos en la ley.(…)” 

En cuanto a la aplicación del modelo Estructura General de Costos y las herramientas 

complementarias, la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, 

mediante la resolución RJD-101-2007, de las 14:30 horas del 7 de julio de 2007, consideró: 

“(…) 8) En cuanto al argumento de que sólo debe emplearse el modelo econométrico, 

porque es el basado en la Ley 7593, corresponde aclarar que esa metodología no fue 

determinada con base en dicha ley, ya que ésta ni siquiera existía cuando ese modelo 

fue creado. La Ley 7593 fue promulgada el 9 de agosto de 1996 y entró a regir el 5 de 

octubre de ese año. Además, la Ley General de la Administración Pública en los 

artículos 15 y 16 establece la prohibición de dictar actos administrativos que 

contraríen las reglas unívocas de la ciencia o de la técnica o que sean contrarios a 

principios elementales de justicia, lógica o conveniencia. 

9) Lo que ocurre es que la Autoridad Reguladora, en materia de transporte 

remunerado de personas, ha venido empleando el modelo desarrollado por el MOPT 

para determinar las tarifas de ese servicio. Pero la experiencia surgida de su empleo 

ha enseñado que ese instrumento arroja resultados que obligan a complementarlo con 

otros análisis técnicos y científicos, perfectamente pertinentes y acordes con el 

ordenamiento jurídico. 



 
 
 

 

Sesión Extraordinaria N.° 53-2012     4 de julio del 2012  

56 

 

 

10) En cuanto al uso de herramientas complementarias al modelo econométrico, esta 

área asesora reitera lo manifestado en el oficio Nº 192-AJD-2002 del 12 de diciembre 

de 2002, en el sentido que: 

 

c) Que la Autoridad Reguladora, en materia de transporte remunerado de personas 

en vehículos automotores, ha venido empleando el modelo desarrollado por 

Ministerio de Obras Públicas y Transportes, para determinar las tarifas de ese 

servicio. Sin embargo, la experiencia surgida del empleo del modelo en cuestión, ha 

enseñado que ese instrumento arroja resultados que obligan a complementarlo con 

otros análisis técnicos y científicos, perfectamente pertinentes y acordes con el 

ordenamiento jurídico. 

d) Que, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional de nuestro país los contratos 

de concesión, en lo que concierne a la fijación de precios y tarifas de los servicios 

públicos regulados por la Autoridad Reguladora, no pueden señalarle cómo debe 

proceder o cuáles instrumentos utilizar en el cumplimiento de sus funciones. 

Por último, se indica que en el tanto y en el cuanto las tarifas y precios sean fijados 

dentro del marco del Principio de Servicio al Costo establecido en el artículo 3º de la 

Ley 7593 y no violen las reglas unívocas de la ciencia y la técnica y no sean ilógicas, 

injustas o inconvenientes al fin público que la Administración debe buscar, 

independientemente de los instrumentos que se utilicen para ello, las actuaciones de 

la Institución no pueden calificarse de ilegales o inconstitucionales. 

De lo trascrito supra se desprende que el Regulador General está facultado 

legalmente para determinar cuáles herramientas emplear en la consecución del fin 

público, es decir, en la fijación de tarifas sustentadas en el Principio de Servicio al 

Costo. (…). 

Siguiendo la línea de pensamiento supra indicada, dicha Junta Directiva dictó, entre otros, 

los acuerdos: 006-045-2010 del 25 de octubre del 2010, el 006-047-2010 del 03 de noviembre 

del 2010, el 011-009-2011 y el 012-009-2011 ambos del 07 de febrero del 2011, en donde se 

rechazaron los argumentos de los recurrentes por el uso de las herramientas 

complementarias. 

Por lo anterior, se concluye que la Autoridad Reguladora, para el dictado de sus 

resoluciones, complementaba el resultado del modelo estructura general de costos con las 

herramientas referidas. En la medida en que todas ellas le brindaban un marco mucho más 

amplio de análisis en apego del principio de servicio al costo. 

1c.- Jurisprudencia judicial sobre la aplicación de las herramientas complementarias. 

En cuanto al tema de las herramientas complementarias, cabe mencionar, que la línea 

jurisprudencial de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, (sentencias Nos. 577-F-

2007 del 10/08/2007, y 392-F-S1-2010 del 18/03/2010), señalan en términos generales, que 

en materia de transporte público, la herramienta técnica vigente, es el denominado “modelo 

estructura general de costos” y que la Autoridad Reguladora no puede aplicar criterios 

adicionales a éste. Inclusive advierten, que la discrecionalidad de la ARESEP se reduce a 

cero una vez que se tiene el resultado del modelo estructura general de costos. 
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Más recientemente, mediante la resolución 355-F-S1-2012 del 15/03/2012, -la cual a la fecha 

no ha sido notificada a la ARESEP- la Sala Primera declaró con lugar el recurso de casación 

interpuesto por la empresa CONATRA S.A. anulando la sentencia No. 4294-2010 del Tribunal 

Contencioso-Administrativo, Sección IV, en la cual se desarrollaba, la tesis que “las 

herramientas complementarias no violentaban el principio de confianza legítima ni el de 

inderogabilidad singular de la norma, y que el acto tarifario presentaba elementos no 

reglados, que permitían la aplicación de este tipo de herramientas, en cumplimiento de 

principios o criterios regulatorios como el de equidad social”, la cual era la tesis que había 

venido utilizando la ARESEP, en cuanto a la aplicación de las herramientas 

complementarias.(Ver anexo). 

En consecuencia, y siendo que la jurisprudencia es fuente de derecho administrativo, al tenor 

de lo dispuesto por los artículos 6, 7 y 9 de la Ley General de la Administración Pública, 

considera este órgano asesor que lo procedente sería ajustar las actuaciones de la Autoridad 

Reguladora a la interpretación (línea jurisprudencial) que la Sala Primera viene sosteniendo 

en sus resoluciones en torno a la utilización de las herramientas complementarias.  

1d.- En cuanto al caso concreto. 

El informe tarifario realizado por la Dirección de Servicios de Transportes, mediante el oficio 

1482-DITRA-2010, que corre a folios 153 a 177, y que sirvió de base a la resolución 

recurrida 251-RCR-2010 del 10 de diciembre de 2010, señalaba que el resultado de la 

aplicación del modelo tarifario para la ruta 684 indicaba que requería en su tarifa un 

incremento del 174,97%. Por lo que debía continuarse con el análisis de las herramientas 

complementarias.  

Por su parte, en el apartado 2.3 del estudio tarifario, a folio 163 se indica que “(…) De esta 

forma el análisis [complementario de costos] indica que se requiere un ajuste del 0,26% el 

cual no alcanza el mínimo establecido en la ley 3503, de un 5% por lo que de acuerdo con 

este análisis, no corresponde realizar ningún ajuste tarifario en esta oportunidad”.  

En ese mismo sentido, en el apartado 2.4 del estudio tarifario, se indicó, entre otras cosas: 

“(…) Dados los resultados anteriores y continuando con el procedimiento indicado en el 

punto 2, se considera que el resultado que muestra el análisis complementario de costos, que 

señala que deben mantenerse invariables las tarifas vigentes de la ruta 684 (…). Por lo tanto 

se recomienda mantener el pliego tarifario vigente para esta ruta. ”. 

En la resolución recurrida 251-RCR-2010, el Comité de Regulación resolvió con base en el 

resultado del análisis complementario de costos, mantener el pliego tarifario vigente para la 

ruta 684. 

Ahora bien, siguiendo entonces la línea jurisprudencial de la Sala Primera de la Corte 

Suprema de Justicia, que señala, que en materia de transporte público, la herramienta técnica 

vigente, es el denominado “modelo estructura general de costos” y que la Autoridad 

Reguladora no podía aplicar criterios adicionales a éste, en el presente caso, debió fijarse 

entonces el incremento tarifario con base en el porcentaje resultante de la corrida del modelo 

estructura general de costos y no con base en el porcentaje que arrojaba la herramienta 

complementaria de cálculo. 

Así las cosas, llevaría razón la empresa recurrente en cuanto a este argumento, por lo que se 

recomienda acoger este extremo. 
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– SOBRE LA NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN RECURRIDA 

La Ley General de la Administración Pública, establece una serie de elementos que debe 

tener todo acto administrativo para considerarse válido. Dichos elementos son: 1) Sujeto 

(artículo 129), 2) Forma (artículo 134), 3) Procedimiento (artículo 308 y siguientes), 4) 

Motivo (artículo 133), 5) Contenido (artículo 132); y, 6) Fin (artículo 131). 

 

 

El motivo legítimo lo constituye el conjunto de antecedentes fácticos y jurídicos que justifican 

la decisión tomada por la respectiva Administración y su falta provocaría la nulidad absoluta 

del acto.  

 

En cuanto al contenido del acto, el cual debe ser lícito, posible, claro, preciso y abarcar todas 

las cuestiones de hecho y derecho, surgidas del motivo, proporcionado al fin, y en caso de 

afectar derechos subjetivos de los particulares deben contar con un motivo legítimo y 

razonable.  

 

El artículo 136 de la Ley General de la Administración Pública, dispone lo siguiente: 

1. Serán motivados con mención, sucinta al menos, de sus fundamentos: 

a) Los actos que impongan obligaciones o que limiten, supriman o denieguen derechos 

subjetivos; 

b) Los que resuelvan recursos; (el original no está subrayado) 

c) Los que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de 

órganos consultivos; 

d) Los de suspensión de actos que hayan sido objeto del recurso; 

e) Los reglamentos y actos discrecionales de alcance general; y 

f) Los que deban serlo en virtud de ley. 

 

2. La motivación podrá consistir en la referencia explícita o inequívoca a los motivos de 

la petición del administrado, o bien a propuestas, dictámenes o resoluciones previas que 

hayan determinado realmente la adopción del acto, a condición de que se acompañe su 

copia. 

 

De los autos se desprende que existen vicios en el motivo y en el contenido de la resolución 

251-RCR-2010 al haberse rechazado –mediante la utilización de las herramientas 

complementarias- el porcentaje que arrojaba, en un inicio, la corrida del modelo estructura 

general de costos. 

De conformidad con lo anterior, el fundamento de la resolución recurrida debió ser el 

resultado arrojado por el modelo estructura general de costos, a la luz de la línea 

jurisprudencial que ha venido sosteniendo la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia.  

Siendo que el motivo y el contenido del acto administrativo constituyen elementos esenciales 

del mismo, al tenor de lo indicado en los artículos 128 y siguientes de la Ley General de la 

Administración Pública, acarrea la nulidad absoluta del acto administrativo que tiene el 

vicio. Por conexidad, debe anularse también la resolución 676-RCR-2011 que resolvió 

rechazar el recurso de revocatoria planteado por la empresa MARDEL S.A. 
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V. CONCLUSIONES 

Sobre la base de lo arriba expuesto, se puede arribar a las conclusiones siguientes: 

1. Que desde el punto de vista formal, el recurso de apelación resulta admisible, puesto que fue 

presentado en tiempo y forma. 

 

2. Que la Autoridad Reguladora, para el dictado de sus resoluciones, complementaba el 

resultado del modelo estructura general de costos con las herramientas complementarias. 

 

3. Que al ser la jurisprudencia fuente de derecho administrativo, al tenor de lo dispuesto por los 

artículos 6, 7 y 9 de la L.G.AP., lo procedente sería ajustar las actuaciones de la Autoridad 

Reguladora a la línea jurisprudencial que la Sala Primera viene sosteniendo en sus 

resoluciones en torno a la utilización de las herramientas complementarias. 

 

4. Que la resolución 251-RCR-2010 que resolvió mantener las tarifas vigentes para la ruta 684 

(aprobadas mediante resolución 120-RCR-2010 del 06 de agosto de 2010), contiene vicios en 

su motivo y contenido, y siendo que estos constituyen elementos sustanciales del acto 

administrativo, consecuentemente acarrea la nulidad de la misma, y por su conexidad, 

también debe anularse la resolución 676-RCR-2011. 

(…)” 
 

IV- Que en sesión extraordinaria 53-2012, del 4 de julio de 2012, cuya acta fue ratificada el 19 del 

mismo mes y año; la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora, sobre la base del oficio 381-

DGJR-2012, de cita, acordó entre otras cosas, dictar la presente resolución. 

V- Con fundamento en los resultandos y considerandos precedentes y de acuerdo con el mérito de 

los autos, lo procedente es: 1.- Acoger, el recurso de apelación interpuesto. 2.- Anular la 

resolución 251-RCR-2010 del 10 de diciembre de 2010 y por su conexidad la resolución 676-

RCR-2011 del 27 de setiembre de 2011. 3.- Instruir a la Dirección de Servicios de Transportes, 

para que en el plazo máximo de un mes, realice un estudio tarifario de oficio y en caso de 

considerarse pertinente, se recomiende el reconocimiento de las diferencias tarifarias dejadas de 

percibir por la empresa recurrente en razón de lo aquí recomendado, y someta el resultado de su 

estudio al órgano competente para fijar tarifas, para que resuelva lo que corresponda, tal y como 

se dispone. 

  

POR TANTO: 

 

LA JUNTA DIRECTIVA DE LA AUTORIDAD REGULADORA  

DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 

 

RESUELVE: 

 

 

I. Acoger por el fondo, el recurso de apelación interpuesto por la empresa MARDEL S.A., en 

contra de la resolución 251-RCR-2010 del 10 de diciembre de 2010.  

II. Anular la resolución 251-RCR-2010 del 10 de diciembre de 2010 y por su conexidad la 

resolución 676-RCR-2011 del 27 de setiembre de 2011. 



 
 
 

 

Sesión Extraordinaria N.° 53-2012     4 de julio del 2012  

60 

 

 

III. Instruir a la Dirección de Servicios de Transportes, para que en el plazo máximo de un mes, 

realice un estudio tarifario de oficio y en caso de considerarse pertinente, se recomiende el 

reconocimiento de las diferencias tarifarias dejadas de percibir por la empresa recurrente en 

razón de lo aquí recomendado, y someta el resultado de su estudio al órgano competente para 

fijar tarifas, para que resuelva lo que corresponda.  

IV. Dar por agotada la vía administrativa.  

 
NOTIFÍQUESE. 

 

 

ARTÍCULO 11.  Recurso de apelación interpuesto por Egidio Rodríguez Vásquez, contra la 

resolución 072-RCR-2010.  ET-076-2010. 

 

Se entró a conocer el oficio 432-DGJR-2012, del 14 de junio del 2012, mediante el cual la Dirección 

General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, rinde criterio en relación con el recurso de apelación 

interpuesto por Egidio Rodríguez Vásquez, en contra de la resolución 072-RCR-2010, del 2 de julio 

del 2010, expediente ET-076-2010. 

 

El señor Juan Manuel Quesada Espinoza explica los principales extremos del citado criterio y las 

recomendaciones del caso. 

 

Una vez analizado el tema en discusión, el señor Dennis Meléndez Howell somete a votación la 

propuesta de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, conforme a su oficio 432-

DGJR-2012, del 14 de junio del 2012, la Junta Directiva resuelve por unanimidad: 

 

ACUERDO 11-53-2012 

 

1. Acoger por el fondo, el recurso de apelación interpuesto por el señor Egidio Rodríguez Vásquez, 

contra la resolución 072-RCR-2010 del 2 de julio del 2010. 

 

2. Anular la resolución 072-RCR-2010 del 2 de julio del 2010 y por conexidad la resolución 677-

RCR-2011. 

 

3. Instruir a la Dirección de Servicios de Transportes, para que en el plazo máximo de un mes, realice 

un estudio tarifario de oficio y en caso de considerarse pertinente, se recomiende el reconocimiento 

de las diferencias tarifarias dejadas de percibir por la empresa recurrente en razón de lo aquí 

expuesto y someta el resultado de su estudio al órgano competente para fijar tarifas, para que 

resuelva lo que corresponda. 

 

4. Dar por agotada la vía administrativa.  

 

5. Notificar a las partes la resolución que ha de dictarse, en el medio y lugar señalado para ello. 

 

6. Díctese la siguiente resolución: 
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RESULTANDO: 

 

I. El 10 de mayo de 2010, el señor Egidio Rodríguez Vásquez, presentó ante esta Autoridad 

Reguladora, solicitud de ajuste en la tarifa del servicio de trasporte remunerado de personas, 

modalidad autobús, correspondiente a la ruta 1242, descrita como Grecia-San Juan-San Luis y 

viceversa. (Folios 01 a 70). 

 
II. El 2 de julio del 2010, el Comité de Regulación, mediante la resolución 072-RCR-2010, 

resolvió, entre otras cosas, rechazar la solicitud de ajuste tarifario para la ruta 1242. (Folios 

159 a 188). 

 
III. El 16 de julio del 2010, el señor Egidio Rodríguez Vásquez, inconforme con lo resuelto, 

interpuso recurso de revocatoria con apelación en subsidio contra de la resolución 072-RCR-

2010. (Folios 152 a 158). 

 

IV. El 22 de julio de 2011, el Comité de Regulación, mediante la resolución 565-RCR-2011 

publicada en La Gaceta No. 152 del 9 de agosto de 2011, fijó entre otras a nivel nacional, las 

tarifas para la ruta 501-A. La resolución anterior fue corregida a través de la resolución 589-

RCR-2011 publicada en La Gaceta No. 163 del 25 de agosto de 2011. (ET-076-2011). 

 

V. El 27 de setiembre del 2011, el Comité de Regulación, mediante la resolución 677-RCR-2011, 

resolvió rechazar por el fondo el recurso de revocatoria interpuesto por el señor Rodríguez 

Vázquez. (Folios 221 a 235). 

 
VI. El 20 de octubre del 2011, la Dirección de Servicios de Transportes, mediante el oficio 1235-

DITRA-2011/74170, emitió el informe que ordena el artículo 349 de la Ley General de la 

Administración Pública respecto al recurso de apelación en subsidio interpuesto por el 

recurrente. (Folios 249 a 250).  

 
VII. No consta en autos que el recurrente respondiera el emplazamiento conferido ante la Junta 

Directiva de la Autoridad Reguladora. 

 

VIII. El 25 de octubre del 2011, la Secretaría de Junta Directiva de ARESEP, mediante el 

memorando 423-SJD-2011/74601, remitió para el análisis de la Dirección General de Asesoría 

Jurídica y Regulatoria, el recurso de apelación en subsidio interpuesto por el señor Egidio 

Rodríguez Vásquez contra la resolución 072-RCR-2010. (Folio 251). 

 
IX. El 4 de abril de 2012, el Comité de Regulación, mediante la resolución 818-RCR-2012 

publicada en La Gaceta No. 82 del 27 de abril de 2012, fijó, entre otras, a nivel nacional, 

tarifas para la ruta 1242. (ET-37-2012). 

 
X. El 14 de junio de 2012, la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, mediante el 

oficio 432-DGJR-2012, rindió criterio sobre el recurso de apelación interpuesto por Egidio 

Rodríguez Vásquez, en contra de la resolución 072-RCR-2010. 

 
XI. Se han realizado las diligencias útiles y necesarias para el dictado de la presente resolución.  
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CONSIDERANDO: 

 

I. Que del oficio 432-DGJR-2012 arriba citado, que sirve de sustento a la presente resolución, se 

extrae lo siguiente: 

 

“(…) 

 

II. ANÁLISIS POR LA FORMA 

 

1. NATURALEZA DEL RECURSO 

El recurso presentado es el ordinario de apelación al cual se le aplican, las disposiciones 

contenidas en los artículos 342 a 352 de la Ley General de la Administración Pública y sus 

reformas.  

 

2. TEMPORALIDAD DEL RECURSO 

La resolución recurrida fue notificada al recurrente el día 13 de julio del 2010, (folio 187) y la 

impugnación fue planteada el día 16 de julio del 2010. (Folios 152 a 158). 

 

Del análisis comparativo entre la fecha de notificación del acto y la de interposición del recurso, 

con respecto al plazo de tres días hábiles para recurrir, otorgado en el artículo 346 de la Ley 

General de la Administración Pública, el cual vencía el 16 de julio de 2010, se concluye que la 

impugnación se presentó dentro del plazo legal. 

 

3. LEGITIMACIÓN 

Respecto de la legitimación activa, cabe indicar, que el señor Egidio Rodríguez Vásquez, está 

legitimado para actuar -en la forma en lo que ha hecho- como operador de la ruta 1242, de 

acuerdo con lo establecido en los artículos 275 y 276 de la Ley General de la Administración 

Pública, en relación con los artículos 31 y 36 de la Ley 7593; ya que es parte en el procedimiento 

en que recayó la resolución recurrida. 

 

(…)” 

 

IV. ANÁLISIS POR EL FONDO 
 

En cuanto al argumento de inconformidad del recurrente, es conveniente indicar de previo: 

 

 a.- Sobre el origen de las herramientas complementarias 

 

A medida en que la Autoridad Reguladora inició la utilización del modelo estructura general de 

costos para la fijación de tarifas del servicio público de transporte remunerado de personas, 

modalidad autobús, se evidenció que se presentaban circunstancias especiales en las que los 

resultados de éste no eran confiables.  
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Por ello, el entonces Regulador General, Herman Hess Araya, mediante la Circular 1-2002 

(oficio 1460-RG-2002) el 25 de noviembre del 2002 instauró el uso de las herramientas 

complementarias. 

 

Las mismas fueron entendidas como una forma de estudiar y verificar los resultados del modelo 

estructura general de costos. La información que se le inserta al modelo se disgregaba a través 

de estas herramientas con el fin de que la misma pudiera ser comparada con las fijaciones 

anteriores, con el comportamiento histórico de la ruta, de otras rutas similares y de los 

componentes que conforman la tarifa, principalmente ante la ausencia de estudios de demanda 

y el alto riesgo de hacer fijaciones poco realistas y por ende alejadas del principio de servicio 

al costo. 

 

b.- Posición de la Junta Directiva con relación a las herramientas complementarias. 

 

La Junta Directiva de la ARESEP mediante los acuerdos: 006-071-2006, 007-071-2006 ambos 

del 20 de noviembre de 2006, manifestó sobre la aplicación de las herramientas 

complementarias:  

 

“(…) ..Que en materia de transporte remunerado de personas modalidad autobús, se ha 

venido aplicando una metodología basada en el análisis de la estructura de costos de los 

prestadores de dicho servicio, de una forma específica, que considera la existencia de 

una empresa modelo, sin perjuicio de otras herramientas metodológicas que permitan 

calcular las tarifas conforme los principios previstos en la ley.(…)” 

 

En cuanto a la aplicación del modelo Estructura General de Costos y las herramientas 

complementarias, mediante la resolución RJD-101-2007, de las 14:30 horas del 7 de julio de 

2007, consideró: 

 

“(…) 8) En cuanto al argumento de que sólo debe emplearse el modelo econométrico, 

porque es el basado en la Ley 7593, corresponde aclarar que esa metodología no fue 

determinada con base en dicha ley, ya que ésta ni siquiera existía cuando ese modelo fue 

creado. La Ley 7593 fue promulgada el 9 de agosto de 1996 y entró a regir el 5 de 

octubre de ese año. Además, la Ley General de la Administración Pública en los 

artículos 15 y 16 establece la prohibición de dictar actos administrativos que contraríen 

las reglas unívocas de la ciencia o de la técnica o que sean contrarios a principios 

elementales de justicia, lógica o conveniencia. 

9) Lo que ocurre es que la Autoridad Reguladora, en materia de transporte remunerado 

de personas, ha venido empleando el modelo desarrollado por el MOPT para determinar 

las tarifas de ese servicio. Pero la experiencia surgida de su empleo ha enseñado que ese 

instrumento arroja resultados que obligan a complementarlo con otros análisis técnicos y 

científicos, perfectamente pertinentes y acordes con el ordenamiento jurídico. 

10) En cuanto al uso de herramientas complementarias al modelo econométrico, esta 

área asesora reitera lo manifestado en el oficio Nº 192-AJD-2002 del 12 de diciembre de 

2002, en el sentido que: 
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… c) Que la Autoridad Reguladora, en materia de transporte remunerado de personas en 

vehículos automotores, ha venido empleando el modelo desarrollado por Ministerio de 

Obras Públicas y Transportes, para determinar las tarifas de ese servicio. Sin embargo, 

la experiencia surgida del empleo del modelo en cuestión, ha enseñado que ese 

instrumento arroja resultados que obligan a complementarlo con otros análisis técnicos y 

científicos, perfectamente pertinentes y acordes con el ordenamiento jurídico. 

 

d) Que, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional de nuestro país los contratos de 

concesión, en lo que concierne a la fijación de precios y tarifas de los servicios públicos 

regulados por la Autoridad Reguladora, no pueden señalarle cómo debe proceder o 

cuáles instrumentos utilizar en el cumplimiento de sus funciones. 

 

Por último, se indica que en el tanto y en el cuanto las tarifas y precios sean fijados 

dentro del marco del Principio de Servicio al Costo establecido en el artículo 3º de la Ley 

7593 y no violen las reglas unívocas de la ciencia y la técnica y no sean ilógicas, injustas 

o inconvenientes al fin público que la Administración debe buscar, independientemente 

de los instrumentos que se utilicen para ello, las actuaciones de la Institución no pueden 

calificarse de ilegales o inconstitucionales. 

 

De lo trascrito supra se desprende que el Regulador General está facultado legalmente 

para determinar cuáles herramientas emplear en la consecución del fin público, es decir, 

en la fijación de tarifas sustentadas en el Principio de Servicio al Costo. (…)” 

 

Siguiendo la línea de pensamiento supra indicada, dicha Junta Directiva dictó, entre otros, los 

acuerdos: 006-045-2010 del 25 de octubre del 2010, el 006-047-2010 del 3 de noviembre del 

2010, el 011-009-2011 y el 012-009-2011 estos últimos del 7 de febrero del 2011, en donde se 

rechazaron los argumentos de los recurrentes por el uso de las herramientas complementarias. 

 

Por lo anterior, se concluye que la Autoridad Reguladora, para el dictado de sus resoluciones, 

complementaba el resultado del modelo estructura general de costos con las herramientas 

referidas, en la medida en que todas ellas le brindaban un marco mucho más amplio de análisis 

en apego del principio de servicio al costo. 

 

c.- Jurisprudencia judicial sobre la aplicación de las herramientas complementarias. 

 

En cuanto al tema de las herramientas complementarias, cabe mencionar, que la línea 

jurisprudencial de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, (sentencias Nos. 577-F-

2007 del 10/08/2007, y 392-F-S1-2010 del 18/03/2010), señalan en términos generales, que en 

materia de transporte público, la herramienta técnica vigente, es el denominado “modelo 

estructura general de costos” y que la Autoridad Reguladora no puede aplicar criterios 

adicionales a éste. Inclusive advierten, que la discrecionalidad de la ARESEP se reduce a cero 

una vez que se tiene el resultado de dicho modelo. 
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Más recientemente, mediante la resolución 355-F-S1-2012 del 15/03/2012, la Sala Primera 

declaró con lugar el recurso de casación interpuesto por la empresa CONATRA S.A. anulando 

la sentencia No. 4294-2010 del Tribunal Contencioso-Administrativo, Sección IV, en la cual se 

desarrollaba, la tesis que “las herramientas complementarias no violentaban el principio de 

confianza legítima ni el de inderogabilidad singular de la norma, y que el acto tarifario 

presentaba elementos no reglados, que permitían la aplicación de este tipo de herramientas, en 

cumplimiento de principios o criterios regulatorios como el de equidad social”, la cual era la 

tesis que había venido utilizando la ARESEP, en cuanto a la aplicación de las herramientas 

complementarias. 

 

En consecuencia, y siendo que la jurisprudencia es fuente de derecho administrativo, al tenor 

de lo dispuesto por los artículos 6, 7 y 9 de la Ley General de la Administración Pública, 

considera este órgano asesor que lo procedente sería ajustar las actuaciones de la Autoridad 

Reguladora a la interpretación (línea jurisprudencial) que la Sala Primera viene sosteniendo 

en sus resoluciones en torno a la utilización de las herramientas complementarias. 

 

d.- En cuanto al caso concreto. 

 

El informe tarifario realizado por la Dirección de Servicios de Transportes, mediante el oficio 

920-DITRA-2010/49761, que corre a folios 132 a 151, y que sirvió de base a la resolución 

recurrida, señaló que el resultado de la aplicación del modelo estructura general de costos 

para la ruta 1242 indicaba que requería en sus tarifas un incremento del 55,03%, sin embargo, 

al ser el porcentaje mayor a la tasa del IPC interanual, que fue de 6,2%, se procedió a 

continuar con el análisis a la luz de las herramientas complementarias. 

 

Del estudio tarifario indicado, se logró extraer que la herramienta aplicada fue el 

complementario de costos, el cual arrojó un resultado de -2,05%, y siendo que dicho porcentaje 

no superó el 5% establecido en el artículo 30, inciso b) de la Ley 3503, el informe concluye que 

no se le puede otorgar incremento a la ruta  (folios 140 y 141). 

 

Por su parte, en la resolución recurrida 072-RCR-2010, el Comité de Regulación, rechazó la 

solicitud de fijación tarifaria de conformidad con el informe citado. 

 

Ahora bien, siguiendo entonces la línea jurisprudencial de la Sala Primera de la Corte 

Suprema de Justicia, que señala, que en materia de transporte público, la herramienta técnica 

vigente, es el denominado “modelo estructura general de costos” y que la Autoridad 

Reguladora no podía aplicar criterios adicionales a éste, en el presente caso, debió fijarse 

entonces el incremento tarifario con base en el porcentaje resultante de la corrida del mismo y 

no con base en el porcentaje que arrojaba la herramienta complementaria de cálculo. 

 

Así las cosas, llevaría razón el recurrente en cuanto a este argumento, por lo que se 

recomienda anular de oficio la resolución recurrida. 
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e.- Sobre la nulidad de la resolución recurrida 

 

De conformidad con lo señalado en el artículo 102 inciso d) de la Ley General de la 

Administración Pública, el cual establece que el superior jerárquico tendrá entre otras, la 

potestad de adoptar las medidas necesarias para ajustar la conducta del inferior a la ley y a la 

buena administración, revocándola, anulándola o reformándola de oficio, o en virtud de 

recurso administrativo; en consonancia con lo establecido en el artículo 53 inciso l) de la Ley 

7593 y lo dispuesto en el artículo 174 de la Ley General supra citada, y con el fin de evitar que 

los actos administrativos que se llegaron a dictar, adolezcan de vicios, se procede a señalar lo 

siguiente: 

 

La Ley General de la Administración Pública, establece una serie de elementos que debe tener 

todo acto administrativo para considerarse válido. Dichos elementos son: 1) Sujeto (artículo 

129), 2) Forma (artículo 134), 3) Procedimiento (artículo 308 y siguientes), 4) Motivo (artículo 

133), 5) Contenido (artículo 132); y, 6) Fin (artículo 131). 

 

El motivo legítimo lo constituye el conjunto de antecedentes fácticos y jurídicos que justifican la 

decisión tomada por la respectiva Administración y su falta provocaría la nulidad absoluta del 

acto.  

 

En cuanto al contenido del acto, el cual debe ser lícito, posible, claro, preciso y abarcar todas 

las cuestiones de hecho y derecho surgidas del motivo y en caso de afectar derechos subjetivos 

de los particulares deben contar con un motivo legítimo y razonable.  

 

Por otro lado, el artículo 223 de la Ley General de la Administración Pública, dispone: 

 

“Sólo causará nulidad de lo actuado la omisión de formalidades sustanciales del 

procedimiento. 

 

Se entenderá como sustancial la formalidad cuya realización correcta hubiera impedido 

o cambiado la decisión final en aspectos importantes, o cuya omisión causare 

indefensión”. 

 

De los autos se desprende que existen vicios en el motivo y contenido de la resolución 072-

RCR-2010 al haberse rechazado la solicitud tarifaria mediante la utilización de las 

herramientas complementarias, descartando el resultado que arrojaba la corrida del modelo 

estructura general de costos. 

 

De conformidad con lo anterior, el fundamento de la resolución recurrida debió ser el 

resultado arrojado por el modelo estructura general de costos, a la luz de la línea 

jurisprudencial que ha venido sosteniendo la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia. 

 

Siendo que el motivo y el contenido del acto administrativo constituyen elementos esenciales del 

mismo, al tenor de lo indicado en los artículos 128 y siguientes de la Ley General de la 

Administración Pública, en este caso se acarrea la nulidad absoluta del acto administrativo que 

tiene el vicio. 
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V. CONCLUSIONES 

 

Sobre la base de lo arriba expuesto, se puede arribar a las conclusiones siguientes: 

 

1. Desde el punto de vista formal el recurso de apelación resulta admisible, puesto que fue 

presentado en tiempo y forma. 

 
2. La Autoridad Reguladora, para el dictado de la resolución 072-RCR-2010, complementó el 

resultado del modelo estructura general de costos con las herramientas complementarias.  

Finalmente, la decisión se tomó con base en el resultado de la herramienta complementaria 

de costos.  

 

3. Al ser la jurisprudencia fuente de derecho administrativo, al tenor de lo dispuesto por los 

artículos 6, 7 y 9 de la L.G.A.P., lo procedente sería ajustar las actuaciones de la Autoridad 

Reguladora a la línea jurisprudencial que la Sala Primera viene sosteniendo en sus 

resoluciones en torno a la utilización de las herramientas complementarias. 

 

4. La resolución 072-RCR-2010 mediante la cual se rechazó la solicitud de fijación tarifaria 

para la ruta 1242, contiene vicios en su motivo y contenido y siendo que estos constituyen 

elementos sustanciales del acto administrativo, consecuentemente acarrea la nulidad de la 

misma. 

 
5. A la fecha de emisión de este informe las tarifas vigentes para la ruta 1242, son las fijadas 

mediante la resolución 818-RCR-2012 de fecha 4 de abril de 2012, publicada en La Gaceta 

No. 82 del 27 de abril de 2012. (ET-037-2012). 

(…)” 
 
VI- Que en sesión extraordinaria 53-2012, del 4 de julio de 2012, cuya acta fue ratificada el 19 del 

mismo mes y año; la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora, sobre la base del oficio 432-

DGJR-2012, de cita, acordó entre otras cosas, dictar la presente resolución. 

VII- Con fundamento en los resultandos y considerandos precedentes y de acuerdo con el mérito de 

los autos, lo procedente es: 1.- Acoger por el fondo, el recurso de apelación interpuesto; 2.- 

Anular la resolución 072-RCR-2010 del 2 de julio del 2010 y por conexidad la resolución 677-

RCR-2011; 3.- Instruir a la Dirección de Servicios de Transportes, para que en el plazo máximo 

de un mes, realice un estudio tarifario de oficio y en caso de considerarse pertinente, se 

recomiende el reconocimiento de las diferencias tarifarias dejadas de percibir por la empresa 

recurrente en razón de lo aquí expuesto y someta el resultado de su estudio al órgano 

competente para fijar tarifas, para que resuelva lo que corresponda, tal y como se dispone. 
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POR TANTO: 

 

LA JUNTA DIRECTIVA DE LA AUTORIDAD REGULADORA  

DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 

 

RESUELVE: 

 

I. Acoger por el fondo, el recurso de apelación interpuesto por el señor Egidio Rodríguez 

Vásquez, contra la resolución 072-RCR-2010 del 2 de julio del 2010. 

II. Anular la resolución 072-RCR-2010 del 2 de julio del 2010 y por conexidad la resolución 

677-RCR-2011. 

III. Instruir a la Dirección de Servicios de Transportes, para que en el plazo máximo de un mes, 

realice un estudio tarifario de oficio y en caso de considerarse pertinente, se recomiende el 

reconocimiento de las diferencias tarifarias dejadas de percibir por la empresa recurrente en 

razón de lo aquí expuesto y someta el resultado de su estudio al órgano competente para fijar 

tarifas, para que resuelva lo que corresponda. 

IV. Dar por agotada la vía administrativa.  

 

NOTIFÍQUESE. 

 

ARTÍCULO 12.  Recurso de apelación e incidente de nulidad absoluta presentado por Ronald 

Alpízar Rodríguez, contra la resolución 037-RCR-2010.  ET-059-2010. 

 

Se analiza el oficio 434-DGJR-2012, del 14 de junio del 2012, mediante el cual la Dirección General 

de Asesoría Jurídica y Regulatoria, remite un criterio en relación con el recurso de apelación e 

incidente de nulidad absoluta interpuesto por Ronald Alpízar Rodríguez, en contra de la resolución 

037-RCR-2010, del 10 de junio del 2010, expediente ET-059-2010. 

 

El señor José Carlos Rojas Vargas explica los principales extremos del citado criterio, los argumentos 

del recurrente, así como las recomendaciones del caso.  

 

Una vez analizado el tema en discusión, el señor Dennis Meléndez Howell somete a votación la 

propuesta de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, conforme a su oficio 434-

DGJR-2012, del 14 de junio del 2012, la Junta Directiva resuelve por unanimidad: 

 

ACUERDO 12-53-2012 

 

1. Acoger parcialmente por el fondo, el recurso de apelación interpuesto por el señor Ronald 

Alpízar Rodríguez, en contra de la resolución 037-RCR-2010 del 10 de junio de 2010, 

únicamente en cuanto a los extremos 2, 3 y 4 de su recurso. En cuanto a los demás extremos, se 

debe rechazar por el fondo, el recurso interpuesto. 

 

2. Rechazar por la forma, el escrito para mejor resolver el recurso de revocatoria con apelación en 

subsidio y gestión de nulidad interpuesto por el recurrente contra la resolución RCR-037-2010, 

puesto que se presentó de manera extemporánea. 
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3. Solicitar a la Dirección de Servicios de Transportes para que se valore la exclusión de las tarifas 

de los ramales Morazán Arriba y Morazán Abajo del pliego tarifario de la ruta 249, en razón de 

que no están autorizados por el Consejo de Transporte Público y someta el resultado al órgano 

competente para fijar tarifas, para que resuelva lo que corresponda. 

 

4. Dar por agotada la vía administrativa. 

 

5. Notificar a las partes la resolución que ha de dictarse, en el lugar y medio que han señalado en el 

expediente administrativo 

 

6. Díctese la siguiente resolución: 

 

RESULTANDO: 

 

I. El 22 de febrero de 2010, la Autoridad Reguladora mediante la resolución RRG-127-2010, 

publicada en La Gaceta No. 43 del 3 de marzo del 2010, fijó, entre otras a nivel nacional, 

tarifas para la ruta 249 que opera el señor Alpízar Rodríguez. 

 

II. El 6 de abril de 2010, el señor Ronald Alpízar Rodríguez, en su condición de permisionario de 

la ruta 249, presentó ante la Autoridad Reguladora, solicitud de fijación tarifaria para dicha 

ruta. (Folios 1 al 81). 

 

III. El 10 de junio de 2010, por resolución 037-RCR-2010, el Comité de Regulación, basado en el 

oficio 0832-DITRA-2010/47897 (folios 277 al 292), rechazó la solicitud de fijación tarifaria 

para la ruta 249. (Folios 246 al 271). 

 

IV. El 16 de junio de 2010, el señor Marlon Rodríguez Acevedo, en su condición de apoderado 

especial de Ronald Alpízar Rodríguez, según consta en autos (folio 30), presentó recurso de 

revocatoria con apelación en subsidio y gestión de nulidad contra la resolución 037-RCR-

2010. (Folios 224 al 245). 

 

V. El 22 de junio de 2010 el señor Marlon Rodríguez Acevedo, en su condición dicha, presentó 

escrito para mejor resolver el recurso de revocatoria con apelación en subsidio y gestión de 

nulidad interpuesta contra la resolución RCR-037-2010. (Folios 294 al 296). 

 

VI. El 24 de setiembre de 2010, el Comité de Regulación mediante la resolución 170-RCR-2010 

resolvió rechazar por el fondo el recurso de revocatoria y gestión de nulidad. (Folios 328 a 

341). 

 

VII. El 3 de noviembre de 2010, la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, mediante 

el oficio 981-DGJR-2010, emitió el informe que ordena el artículo 349 de la L.G.A.P. respecto 

al recurso de apelación (Folios 352 a 353).  

 

VIII. No consta en autos que el recurrente haya respondido el emplazamiento conferido.  

 

IX. El 5 de noviembre de 2010, la Secretaría de Junta Directiva de ARESEP, mediante el 

memorando 469-SJD-2010, remitió para el análisis de la Dirección General de Asesoría 

Jurídica y Regulatoria, el recurso de apelación interpuesto por Ronald Alpízar Rodríguez. 

(Folio 354). 
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X. El 22 de julio de 2011, la Autoridad Reguladora mediante la resolución 565-RCR-2011, 

publicada en el Alcance No. 49 a La Gaceta No. 152 del 9 de agosto de 2011, fijó, entre otras 

a nivel nacional, las tarifas para la ruta 249 que opera el señor Alpízar Rodríguez. 

 

XI. El 21 de marzo del 2012, el señor Ronald Alpízar Rodríguez, en su condición de 

permisionario de la ruta 249, presentó ante la Autoridad Reguladora, solicitud de fijación 

tarifaria para la citada ruta, la cual se encuentra en trámite bajo el expediente ET-042-2012. 

 

XII. El 4 de abril de 2012, el Comité de Regulación fijó, mediante la resolución 818-RCR-2011, 

publicada en La Gaceta No. 82 del 27 de abril de 2012, entre otras a nivel nacional, las tarifas 

vigentes para la ruta 249 que opera el señor Alpízar Rodríguez. 

 

XIII. El 14 de junio de 2012, la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, mediante el 

oficio 434-DGJR-2012, rindió criterio técnico-jurídico sobre el recurso de apelación, gestión 

de nulidad contra la resolución 037-RCR-2010, así como del escrito para mejor resolver dicho 

recurso planteados por el recurrente. 

 

XIV. Que se han realizado las diligencias útiles y necesarias para el dictado de la presente 

resolución.  

 

CONSIDERANDO: 

 

I. Que del oficio 434-DGJR-2012 arriba citado, que sirve de sustento a la presente resolución, se 

extrae lo siguiente: 

“(…) 

 

V. ANÁLISIS POR LA FORMA 

1-. NATURALEZA DEL RECURSO  

 

El recurso interpuesto es el ordinario de apelación en subsidio, al que se le aplican los 

artículos 342 a 352 de la Ley General de la Administración Pública y sus reformas (en lo 

sucesivo L.G.A.P). 

 

Asimismo, el recurrente alegó la nulidad absoluta de la resolución recurrida, la cual se rige 

por las disposiciones contenidas en los artículos 158 a 175 de la L.G.A.P. 

 

2-. TEMPORALIDAD DEL RECURSO Y DEL ESCRITO PARA MEJOR RESOLVER 

 

La resolución que se impugna fue notificada al recurrente en fecha 14 de junio de 2010 (folio 

260). En ella se indica que el plazo para la interposición del recurso de revocatoria es de tres 

días contados a partir del siguiente a la notificación; es decir hasta el 17 de junio de 2010. 

 

Al respecto, se tiene que el día 17 de junio de 2010, el apoderado especial del señor Ronald 

Alpízar Rodríguez interpuso el referido recurso (folios 224 al 245), por lo cual, el recurso se 

encuentra dentro del plazo legal establecido para ello. 
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En cuanto al escrito para mejor resolver, remitido por el señor Marlon Rodríguez Acevedo, en 

su condición dicha, y presentado el 22 de junio del 2010, (folios 294 a 296), cabe indicar que 

este resulta inadmisible en razón de no haber sido presentado dentro del plazo de tres días, 

que otorga el ordenamiento para este tipo de actuaciones y cuyo plazo venció el 17 de junio 

de 2010. (En este sentido, pueden verse los artículos 346.1 y 347.2 de la Ley General de la 

Administración Pública en relación con los artículos 292.3 y 297.3 Ibídem). 

 

3-. LEGITIMACIÓN 

 

Respecto de la legitimación activa, cabe indicar que el recurrente está legitimado para actuar 

-en la forma en que lo ha hecho- de acuerdo con lo establecido en los artículos 275, 276 y 282 

de la Ley General de la Administración Pública, en relación con los artículos 31 y 36 de la 

Ley 7593, pues es parte dentro del procedimiento en que recayó la resolución recurrida. 

 

5) REPRESENTACIÓN 

 

El señor Marlon Rodríguez Acevedo, actúa en su condición de apoderado especial del señor 

Ronald Alpízar Rodríguez, según consta en el documento visible a folio 30 de los autos, por lo 

cual está facultado para actuar en representación de ese operador de servicio. 

 

(…) 

 

IV. ANÁLISIS POR EL FONDO 

1.A)- En cuanto a la ilegalidad de la circular DITRA-003-2008  

Sobre este tema cabe indicar, que la instrucción interna contenida en dicha circular se giró 

por el entonces Director de la Dirección de Servicios de Transportes, dirigida exclusivamente 

sus funcionarios, mediante correo electrónico del 9 de febrero del 2009. Ella contiene 

criterios a utilizar en los estudios tarifarios de autobuses (ver  artículos 102 inc. a), 107 y 

216.2 todos de la L.G.A.P.). 

Además, opuesto a lo que considera el recurrente, tenemos  

– En lo concerniente a su publicación: De conformidad con el artículo 121.1 en 

concordancia con el artículo 240.1, ambos de la L.G.A.P., únicamente los actos de alcance 

general se comunican a los particulares por publicación, más no así los actos internos, por 

ende, la referida circular no debió publicarse en La Gaceta como lo sugiere el recurrente. 

– Sobre el sometimiento a audiencia pública: En el artículo 36 de la Ley 7593, se indican 

expresamente los asuntos que deben someterse al procedimiento de “audiencia pública”, y se 

desprende de su lectura, que las circulares internas no están sujetas al mismo. Por ende, para 

la emisión de la referida circular no debió seguir ese procedimiento. 

Con base lo anterior, al no llevar razón el recurrente en sus argumentos, no se ha producido 

violación alguna a sus derechos de defensa, debido proceso, ni violación al principio de 

legalidad y tampoco existen vicios en ese acto administrativo, que produzcan su nulidad.  
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1.B)- El acto de fijación tarifaria es un acto reglado en cuanto a “Motivo” y “Contenido” 

Se señala en este argumento, que la Autoridad Reguladora desvirtúa el acto tarifario al 

demostrar una supuesta amplia discrecionalidad para escoger entre diferentes alternativas a 

la hora de fijar tarifa. 

Al respecto, cabe indicarle al recurrente que por diversas circunstancias, no fue posible 

siquiera la corrida del modelo estructura general de costos en su caso particular, razón por la 

cual tampoco se aplicó herramienta complementaria alguna como criterio alternativo de 

discrecionalidad. 

Lo anterior se deduce de la lectura del oficio 0832-DITRA-2010/47897 de fecha 7 de junio de 

2010, visible a folios 277 a 292 del expediente, y que sirviera de base a la resolución 

recurrida 037-RCR-2010. 

Ahora bien, en cuanto a la supuesta indefensión, debe tomarse en cuenta que, como se dijo, la 

referida circular es un acto interno que por sí misma y en su aplicación por parte de los 

funcionarios de DITRA, no causa estado. Es mediante el acto administrativo tarifario (037-

RCR-2010) donde se materializa la decisión de la Administración y es ésta, la que causaría 

estado a la parte y por ende estaría sujeta a las impugnaciones que el ordenamiento jurídico 

establece. En el presente caso, además de que el recurrente ha tenido acceso a la circular, 

también ha ejercido su derecho de defensa al haber hecho uso de los remedios procesales 

(recursos) que consideró.  Por ello, se considera que no lleva razón el recurrente en su 

argumento.  

2.- Sobre la flota asignada al servicio de estudiantes 

En cuanto al segundo argumento, cabe indicar que este órgano asesor, se dio a la tarea de 

validar por sus propios medios, si la unidad AB-2204 efectivamente brindaba o no el servicio 

de transporte de estudiantes a la fecha de la audiencia pública. Esto en razón de que no 

constaba en autos, prueba idónea alguna que fundamentara esa situación.  

Como resultado de tal gestión, el Departamento de Transporte Estudiantil del Ministerio de 

Educación Pública, mediante certificación DTE-829-2011 del 5 de abril de 2011 (que corre a 

folio 366 del expediente ET-059-2010), indicó que en sus registros no constaba que la unidad 

AB-2204 fuera parte de la flota de transporte estudiantil del transportista Ronald Alpízar 

Rodríguez, al 31 de mayo de 2010, fecha en que se realizó la audiencia pública. Por lo tanto, 

no podría afirmarse que esa unidad estuviera asignada a la prestación del transporte de 

estudiantes.  

De tal forma que lleva razón el recurrente en cuanto a este argumento. 

3.- Sobre las unidades con RTV vencido o desfavorable 

Del folio 238 del expediente ET-059-2010, se desprende que el autobús placas AB-2204, al 31 

de mayo de 2010, fecha en que se realizó la audiencia pública para este estudio tarifario, 

tenía la revisión técnica vehicular vigente. Por lo tanto, no encuentra razón este órgano 

asesor para concluir que al momento del dictado de la resolución 037-RCR-2010, esa unidad 

no contara con la revisión técnica vehicular.  

En consecuencia lleva razón el recurrente en cuanto a este argumento. 
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4.- Sobre el requerimiento de que las unidades deben ser propiedad de la empresa 

operadora o estar autorizada para operar mediante contrato de arrendamiento 

En torno al tema, la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora –mediante el acuerdo No. 

005-045-2003 de la sesión ordinaria 045-2003 celebrada el 29 de julio de 2003- definió las 

condiciones bajo las cuales las unidades serían reconocidas dentro de la base tarifaria. En 

ese sentido señaló: 

“Establecer como lineamiento institucional que la demanda, los horarios o carreras y la 

flota autorizada, no se afectarán por la exclusión de las unidades que no sean propiedad 

del prestador del servicio y cuyo uso no haya sido autorizado por el Consejo de 

Transporte Público”. 

Posteriormente, por acuerdo 009-058-2003 de la sesión ordinaria No. 058-2003 celebrada el 

30 de setiembre de 2003, decidió: 

“Instruir al Regulador General para que dentro de la actual metodología de cálculo 

tarifario del transporte remunerado de personas y de la nueva que actualmente se 

desarrolla se incorporen los siguientes criterios: En la estructura de cálculo del modelo 

para la fijación de precios del transporte remunerado de personas, modalidad buses, se 

considerarán como inversión únicamente las unidades que el prestador del servicio 

demuestre que son de su propiedad, conforme a la ley.  

Para aquellas unidades que sin ser propiedad del concesionario o el permisionario, el 

Consejo de Transporte Público haya autorizado su arrendamiento y operación, se 

reconocerá como gasto máximo por concepto de arrendamiento, el equivalente a la 

depreciación más la rentabilidad asignada de acuerdo con la edad de dichas unidades, 

como si fueran propias”. 

Y finalmente, por acuerdo 002-032-2009 de la sesión ordinaria 32-2009 del 11 de mayo de 

2009, la Junta Directiva de ARESEP resolvió: 

“Modificar el acuerdo 009-058-2003, artículo 7 del acta de la sesión ordinaria 058-2003 

del 30 de septiembre de 2003, para que en adelante se lea: 

“Instruir al Regulador General para que dentro de la actual metodología de cálculo 

tarifario de transporte remunerado de personas y de la nueva que actualmente se 

desarrolla, se incorporen los siguientes criterios: En la estructura de cálculo del modelo 

para la fijación de precios del transporte remunerado de personas, modalidad autobús, 

se considerarán como inversión, únicamente las unidades autorizadas por el Consejo de 

Transporte Público y que el concesionario o permisionario acredite como de su 

propiedad mediante certificación del Registro Público, o, sobre las que aporte un 

contrato de arrendamiento, fideicomiso, leasing, o cualquier otra figura jurídica a la que 

se amparen los vehículos destinados para brindar el servicio, en virtud del cual pueda 

utilizar la unidad en el servicio de dicho transporte público. Para efectos de la fijación 

tarifaria que realiza la Autoridad Reguladora, respecto de aquellas unidades autorizadas 

por el Consejo de Transporte Público que no sean propiedad del concesionario o 

permisionario, se reconocerá como gasto máximo por arrendamiento o concepto 

equivalente, asociado con cualquier de las figuras jurídicas previstas, el importe de la 

depreciación más la rentabilidad, asignado según los términos establecidos por el 

modelo, de acuerdo con la edad de dichas unidades, como si fueran propias”. 
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Ahora bien, para efectos de complementar el análisis del tema, tenemos que en la sesión 

ordinaria No. 26-2010 del 4 de mayo de 2010, mediante el artículo 6.3.5., la Junta Directiva 

del Consejo de Transporte Público, autorizó la inscripción de la unidad AB-2204 como parte 

de la flota óptima autorizada para brindar el servicio en la ruta 249 (folios 181 a 185 del 

expediente RA-175). 

En virtud de lo anterior, a la luz de lo dispuesto en los acuerdos citados –tanto de ARESEP 

como del CTP–, resulta claro que la unidad AB-2204, al 31 de mayo del 2010, fecha en la 

cual se llevó a cabo la audiencia pública para este estudio tarifario, se encontraba inscrita 

como parte de la flota óptima autorizada para brindar el servicio en la ruta 249, y no 

requería, para efectos tarifarios, contar con la autorización del contrato de arrendamiento 

por parte del Consejo de Transporte Público.  

Así las cosas, no comparte este órgano asesor el hecho de haber rechazado la solicitud 

tarifaria  presentada por el recurrente en torno a la unidad AB-2204, por no contar la misma 

con permiso del CTP para ser arrendada y por no haberse presentado el contrato de 

arrendamiento. 

Con respecto al argumento del quebrantamiento del artículo 3 de la Ley 8220, no resultaría 

aplicable el principio establecido en esa norma jurídica, toda vez que el Ente Regulador no 

estaba cuestionando el contenido de los acuerdos del Consejo de Transporte Público 

relacionados con la unidad AB-2204 sobre su inscripción como parte de la flota autorizada 

(Artículo 6.3.5 de la sesión ordinaria No. 26-2010 del 4 de mayo de 2012) ni de la 

acreditación de su contrato de arrendamiento (Artículo 7.9 de la sesión ordinaria No. 33-

2010 del 12 de agosto del 2010).  

A pesar de lo anterior, lleva razón el recurrente en cuanto a este argumento. 

5.- Sobre que las estadísticas mezcladas con el resto de ramales impidiera correr el modelo 

Al respecto, cabe hacer mención que si bien es cierto el recurrente aportó en su solicitud 

tarifaria la corrida del modelo, presentó las estadísticas agrupadas, impidiéndole a este Ente 

Regulador, excluir los datos de los ramales no autorizados de Morazán Arriba y Morazán 

Abajo, lo que imposibilitó que se realizara el análisis tarifario. 

De conformidad con la resolución RRG-8148-2008 (informe estadístico trimestral), el 

recurrente debió remitir a esta Autoridad Reguladora las estadísticas, con el detalle diario y 

mensual para cada ruta, de los pasajeros movilizados (totales y con descuento de adulto 

mayor), carreras realizadas, e ingresos percibidos, circunstancia que no sucedió.  

 

Por lo tanto, a criterio de este órgano asesor, no lleva razón el recurrente en cuanto a este 

argumento y se recomienda rechazar el mismo. 

6.- Sobre la no autorización para prestar el servicio en el barrio Morazán Arriba 

Según lo indicado en la constancia DACP-CB-10-0535 de fecha 24 de mayo del 2010 del 

Consejo de Transporte Público (folio 148 del expediente administrativo y 190 del expediente 

RA-175), el recurrente no está autorizado para brindar el servicio para los ramales Morazán 

Arriba y Morazán Abajo.  

Así las cosas, se recomienda rechazar este argumento. 
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– En cuanto a la nulidad de la resolución recurrida. 

La Ley General de la Administración Pública, establece una serie de elementos que debe 

tener todo acto administrativo para considerarse válido. Dichos elementos son: 1) Sujeto 

(artículo 129), 2) Forma (artículo 134), 3) Procedimiento (artículos 308 y siguientes), 4) 

Motivo (artículo 133), 5) Contenido (artículo 132); y, 6) Fin (artículo 131). 

 

El motivo legítimo lo constituye el conjunto de antecedentes fácticos y jurídicos que justifican 

la decisión tomada por la respectiva Administración y su falta provocaría la nulidad absoluta 

del acto.  

En cuanto al contenido del acto, el cual debe ser lícito, posible, claro, preciso y abarcar todas 

las cuestiones de hecho y derecho surgidas del motivo, proporcionado al fin, y en caso de 

afectar derechos subjetivos de los particulares deben contar con un motivo legítimo y 

razonable.  

Ahora bien, tal y como se dijo en los apartados 2, 3 y 4 de este informe y del análisis de los 

autos se desprende que existió un vicio en el “motivo” y en el “contenido” de la resolución 

impugnada 037-RCR-2010 al haberse justificado el rechazo de unidad AB-2204 debido a que 

no contaba con la revisión técnica vehicular al día; que se utilizaba para prestar el servicio 

de transporte de estudiantes y que no contaba con permiso por parte del Consejo de 

Transporte Público para ser arrendada por no estar inscrita a nombre del recurrente. 

En este sentido, tenemos que el artículo 223 de la Ley General de la Administración Pública, 

establece: 

“Sólo causará nulidad de lo actuado la omisión de formalidades sustanciales del 

procedimiento. 

Se entenderá como sustancial la formalidad cuya realización correcta hubiera impedido 

o cambiado la decisión final en aspectos importantes, o cuya omisión causare 

indefensión”. 

No obstante lo anterior, debemos señalar que ese vicio no acarrearía por sí solo la nulidad 

del acto recurrido, al tenor de lo establecido por el artículo 223 citado, por cuanto lo 

acontecido con la unidad AB-2204 no constituyó el único fundamento –en la resolución 

recurrida– para no haber corrido el modelo, sino que la presentación de las estadísticas 

agrupadas por parte del recurrente, no permitió poder separar y excluir los datos de los 

ramales –Morazán Arriba y Morazán Abajo– que no están autorizados, lo que imposibilitó 

que se realizara el análisis tarifario, incumpliéndose con ello además, lo estipulado en la 

resolución RRG-8148-2008 del 31 de marzo del 2008 (informe estadístico trimestral), por lo 

cual, a criterio de este órgano asesor, no existe razón alguna para variar lo resuelto en este 

caso. 

 

V. CONCLUSIONES 

Sobre la base de lo arriba expuesto, se puede arribar a las conclusiones siguientes: 

1) El recurso de apelación interpuesto por el señor Ronald Alpízar Rodríguez, en contra de la 

resolución 037-RCR-2010 del 10 de junio de 2010, resulta admisible, puesto que fue 

presentado en tiempo y forma. 
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2) El escrito para mejor resolver el recurso de revocatoria con apelación en subsidio y gestión 

de nulidad interpuesto por el recurrente contra la resolución RCR-037-2010, resulta 

inadmisible por la forma, puesto que se presentó de manera extemporánea. 

 

3) La circular No. 003-2008 corresponde a un documento interno de la Dirección de Servicios 

de Transportes de la Autoridad Reguladora y no es necesaria ni su publicación ni su 

sometimiento al procedimiento de audiencia pública. Además, no considera este órgano 

asesor que existe vulneración alguna a los principios invocados que pudiese generar 

nulidad absoluta de lo actuado en este caso por la aplicación de la citada circular. 

 
4) En el caso concreto no fue posible la corrida del modelo estructura general de costos, razón 

por la cual tampoco se aplicó herramienta complementaria alguna como criterio alternativo 

de discrecionalidad. 

 

5) El Departamento de Transporte Estudiantil del Ministerio de Educación Pública, mediante 

certificación DTE-829-2011 del 5 de abril de 2011, indicó que en sus registros no constaba 

que la unidad AB-2204 fuera parte de la flota de transporte estudiantil, al 31 de mayo de 

2010, fecha en que se realizó la audiencia pública.  

 

6) La unidad AB-2204, al 31 de mayo de 2010, fecha en que se realizó la audiencia pública 

para este estudio tarifario, tenía la revisión técnica vehicular al día. 

 
7) La unidad AB-2204, al 31 de mayo del 2010, fecha en la cual se llevó a cabo la audiencia 

pública para este estudio tarifario, se encontraba inscrita como parte de la flota autorizada 

para brindar el servicio en la ruta 249 y no requería contar con la autorización del contrato 

de arrendamiento por parte del Consejo de Transporte Público según lo dispuesto por el 

acuerdo 002-032-2009 de la sesión ordinaria 32-2009 del 11 de mayo de 2009 de la Junta 

Directiva de ARESEP. 

 

8) No resulta aplicable el principio establecido en el artículo 3 de la Ley 8220, toda vez que el 

ente regulador no está cuestionado el contenido de los acuerdos del Consejo de Transporte 

Público referidos a la unidad AB-2204.  

 
9) Las estadísticas presentadas estaban agrupadas y no era posible separarlas de manera que 

se pudieran excluir los datos de los ramales Morazán Arriba y Morazán Abajo que no están 

autorizados, lo que imposibilitó la corrida del modelo. 

 

10) De conformidad con la certificación DACP-CB-10-0535, emitida por el Consejo de 

Transporte Público, se indicó expresamente que el señor Ronald Alpízar Rodríguez no 

cuenta con autorización para prestar el servicio para los ramales Morazán Arriba y 

Morazán Abajo. 

 

11) Existió un vicio en el “motivo” y en el “contenido” de la resolución impugnada al haber 

justificado el rechazo de la solicitud –entre otras más– debido a que la unidad placas AB-

2204 no contaba con la revisión técnica vehicular al día, que se utilizaba para prestar el 

servicio de transporte de estudiantes y que no contaba con permiso por parte del Consejo de 

Transporte Público para ser arrendada por no estar inscrita a nombre del recurrente. 
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12) No se considera que el vicio existente llegara a causar la nulidad de lo actuado y resuelto 

en este caso, por cuanto lo acontecido con la unidad AB-2204 no constituyó el único 

fundamento –en la resolución recurrida– para no haber realizado el análisis tarifario, por 

cuanto la presentación de las estadísticas agrupadas, no permitió separar y excluir los datos 

de los ramales –Morazán Arriba y Morazán Abajo– que no están autorizados. 

(…)” 

 

II. Que en sesión extraordinaria 53-2012, del 4 de julio de 2012, cuya acta fue ratificada el 19 de del 

mismo mes y año; la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora, sobre la base del oficio 434-

DGJR-2012, de cita, acordó entre otras cosas, dictar la presente resolución. 

III.Con fundamento en los resultandos y considerandos precedentes y de acuerdo con el mérito de los 

autos, lo procedente es: 1.- Acoger parcialmente por el fondo, el recurso de apelación interpuesto 

por el señor Ronald Alpízar Rodríguez, en contra de la resolución 037-RCR-2010 del 10 de junio 

de 2010, únicamente en cuanto a los extremos 2, 3 y 4 de su recurso. En cuanto a los demás 

extremos, se debe rechazar por el fondo, el recurso interpuesto. 2.- Rechazar por la forma, el escrito 

para mejor resolver el recurso de revocatoria con apelación en subsidio y gestión de nulidad 

interpuesto por el recurrente contra la resolución RCR-037-2010, puesto que se presentó de manera 

extemporánea, 3.- Solicitar a la Dirección de Servicios de Transportes para que se valore la 

exclusión de las tarifas de los ramales Morazán Arriba y Morazán Abajo del pliego tarifario de la 

ruta 249, en razón de que no están autorizados por el Consejo de Transporte Público y someta el 

resultado al órgano competente para fijar tarifas, para que resuelva lo que corresponda, tal y como 

se dispone. 

  

POR TANTO: 

 

LA JUNTA DIRECTIVA DE LA AUTORIDAD REGULADORA  

DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 

 

RESUELVE: 

 

I. Acoger parcialmente por el fondo, el recurso de apelación interpuesto por el señor Ronald 

Alpízar Rodríguez, en contra de la resolución 037-RCR-2010 del 10 de junio de 2010, 

únicamente en cuanto a los extremos 2, 3 y 4 de su recurso. En cuanto a los demás extremos, 

se debe rechazar por el fondo, el recurso interpuesto. 

 

II. Rechazar por la forma, el escrito para mejor resolver el recurso de revocatoria con apelación 

en subsidio y gestión de nulidad interpuesto por el recurrente contra la resolución RCR-037-

2010, puesto que se presentó de manera extemporánea. 

 

III. Solicitar a la Dirección de Servicios de Transportes para que se valore la exclusión de las 

tarifas de los ramales Morazán Arriba y Morazán Abajo del pliego tarifario de la ruta 249, en 

razón de que no están autorizados por el Consejo de Transporte Público y someta el 

resultado al órgano competente para fijar tarifas, para que resuelva lo que corresponda. 

 

IV. Dar por agotada la vía administrativa. 

 
 
NOTIFÍQUESE. 
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ARTÍCULO 13.  Recurso de reposición y reconsideración interpuestos por la Asociación 

Consumidores de Costa Rica, la Defensoría de los Habitantes y Daniel Fernández Sánchez, en 

contra de la resolución RJD-168-2011. OT-057-2011. 

 

Se conoce el oficio 437-DGJR-2012, del 14 de junio del 2012, mediante el cual la Dirección General 

de Asesoría Jurídica y Regulatoria, rinde criterio en relación con el recurso de reposición y 

reconsideración interpuesto por la Asociación Consumidores de Costa Rica, la Defensoría de los 

Habitantes y Daniel Fernández Sánchez, en contra de la resolución RJD-168-2011 del 21 de diciembre 

del 2011. Exp. 057-2011. 

 

El señor Juan Manuel Quesada Espinoza explica los principales extremos del citado criterio y las 

recomendaciones del caso. 

 

Una vez analizado el tema en discusión, el señor Dennis Meléndez Howell somete a votación la 

propuesta de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, conforme a su oficio 437-

DGJR-2012, del 14 de junio del 2012, la Junta Directiva resuelve por unanimidad: 

 

ACUERDO 13-53-2012 

 

1. Archivar por carecer de interés actual, los recursos interpuestos por la Asociación 

Consumidores de Costa Rica, la Defensoría de los Habitantes de la República, y Daniel 

Fernández Sánchez en contra de la resolución RJD-168-2011 del 21 de diciembre de 2011. 

 

2. Dar por agotada la vía administrativa. 

 

3. Notificar a las partes la resolución que ha de dictarse, en el medio y lugar señalado para ello. 

 

4. Díctese la siguiente resolución: 

 
 

RESULTANDO: 

 

I. El 21 de diciembre de 2011, mediante la resolución RJD-168-2011, publicada en La 

Gaceta No. 19 del 26 de enero de 2012, la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora, 

resolvió entre otras cosas, establecer el “Modelo Automático de Ajuste para el Servicio 

de Transporte Remunerado de Personas Modalidad Autobús”. (Folios del 751 al 763). 

 

II. El 30 de enero de 2012, la Asociación Consumidores de Costa Rica, inconforme con lo 

resuelto, interpuso recurso de reconsideración en contra de la resolución RJD-168-2011. 

(Folios del 764 al 767). 

 

III. El 31 de enero de 2012, la Defensoría de los Habitantes de la República, inconforme con 

lo resuelto, interpuso vía fax, recurso de reposición o reconsideración contra la resolución 

RJD-168-2011. (Folios del 768 al 792 y del 797 al 845). 

 

IV. El 31 de enero de 2012, mediante el memorando 034-SJD-2012/2550 y el 06 de febrero 

de 2012, mediante el memorando 50-SJD-2012/3206, la Secretaría de Junta Directiva de 

ARESEP, remitió para el análisis de la Dirección General de Asesoría Jurídica y 

Regulatoria, el recurso de reconsideración interpuesto por Consumidores de Costa Rica 

contra la resolución RJD-168-2011. (Folios 846 y 937 respectivamente). 



 
 
 

 

Sesión Extraordinaria N.° 53-2012     4 de julio del 2012  

79 

 

 

V. El 1 de febrero de 2012, Daniel Fernández Sánchez, inconforme con lo resuelto, interpuso 

recurso de apelación en contra de la resolución RJD-168-2011. (Folios del 793 al 796). 

 

VI. El 1 de febrero de 2012, la Secretaría de Junta Directiva de ARESEP, mediante el 

memorando 42-SJD-2011/2802, remitió para el análisis de la Dirección General de 

Asesoría Jurídica y Regulatoria, el recurso de reposición o reconsideración interpuesto 

por la Defensoría de los Habitantes, contra la resolución RJD-168-2011. (Folio 847). 

 

VII. El 6 de febrero de 2012, la Secretaría de Junta Directiva de ARESEP, mediante el 

memorando 49-SJD-2011/3204, remitió para el análisis de la Dirección General de 

Asesoría Jurídica y Regulatoria, el recurso de apelación interpuesto por Daniel Fernández 

Sánchez contra la resolución RJD-168-2011. (Folio 940). 

 

VIII. El 20 de marzo de 2012, Néstor Manrique Oviedo Guzmán interpuso recurso de amparo 

contra la resolución RJD-168-2011 dictada por la Junta Directiva de la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos (Tramitado bajo el expediente judicial No. 12-

003784-0007-CO). 

 

IX. El 30 de mayo de 2012, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, notificó, 

mediante la sentencia No. 2012-007213, que se dejaba sin efecto la resolución RJD-168-

2011 del 21 de diciembre de 2011, de la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de 

los Servicios Públicos. 

 

X. Que el 14 de junio del 2012, la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, 

mediante el oficio 437-DGJR-2012, rindió el criterio jurídico sobre los recursos de 

reposición y reconsideración interpuestos por la Asociación Consumidores de Costa Rica, 

la Defensoría de los Habitantes, y Daniel Fernández Sánchez en contra de la resolución 

RJD-168-2011. 

 

XI. Que se han realizado las diligencias útiles y necesarias para el dictado de la presente 

resolución.  

 
CONSIDERANDO: 

 

VI. Que del oficio 437-DGJR-2012 arriba citado, que sirve de sustento a esta resolución, se 

extrae lo siguiente: 

 

“[…] 

 

II. EN CUANTO AL ANÁLISIS DE LOS RECURSOS 

 

Siendo que mediante sentencia No. 2012-007213 del 30 de mayo de 2012, la 

Sala Constitucional dejó sin efecto la resolución RJD-168-2011, carecería 

de interés actual conocer de los recursos interpuestos. 

 

[...]” 
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II. Que en sesión extraordinaria 53-2012, del 4 de julio de 2012, cuya acta fue ratificada el 19 

del mismo mes y año; la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora, sobre la base del 

oficio 437-DGJR-2012, de cita, acordó entre otras cosas, dictar la presente resolución. 

 

III.  Con fundamento en los resultandos y considerandos precedentes y de acuerdo con el mérito 

de los autos, lo procedente es, archivar por carecer de interés actual, los recursos 

interpuestos por la Asociación Consumidores de Costa Rica, la Defensoría de los 

Habitantes de la República, y Daniel Fernández Sánchez en contra de la resolución RJD-

168-2011 del 21 de diciembre de 2011, tal y como se dispone. 

 

 

POR TANTO: 

 

LA JUNTA DIRECTIVA DE LA AUTORIDAD REGULADORA  

DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 

 

RESUELVE: 

 

I. Archivar por carecer de interés actual, los recursos interpuestos por la Asociación 

Consumidores de Costa Rica, la Defensoría de los Habitantes de la República, y Daniel 

Fernández Sánchez en contra de la resolución RJD-168-2011 del 21 de diciembre de 

2011. 

 

II. Dar por agotada la vía administrativa. 

 

 

NOTIFÍQUESE. 

 

 

ARTÍCULO 14.  Recurso de revocatoria con apelación en subsidio interpuesto por el Instituto 

Costarricense de Electricidad, en contra de la resolución 750-RCR-2012.  ET-153-2011. 

 

Se entró a conocer el oficio 441-DGJR-2012 del 18 de junio de 2012, mediante el cual la Dirección 

General de Asesoría Jurídica y Regulatoria eleva a conocimiento un criterio en relación con el recurso 

de revocatoria con apelación en subsidio interpuesto por el Instituto Costarricense de Electricidad, en 

contra de la resolución 750-RCR-2012 del 9 de enero del 2012, expediente ET-153-2011. 

 

La señora Karla Montero Víquez explica los principales extremos del citado criterio, los argumentos 

del recurrente y las recomendaciones del caso.  

 

La señora Sylvia Saborío Alvarado señala que para este caso existen aspectos interrelacionados. Es 

claro que se tiene un tratamiento metodológico en general diferente que se le da a las plantas nuevas y 

a las “plantas viejas”.  De hecho, cuando se analizaba la aprobación de la metodología de plantas 

nuevas, observó que el ICE no hizo una diferenciación en las tarifas, situación que comentó en su 

momento con el señor Álvaro Barrantes, director de Servicios de Energía.  En su criterio, los técnicos 

de la Aresep tienen que analizar ese tipo de detalles, las justificaciones del caso y determinar  si es 

acatable o no, la información que se suministra. 

  



 
 
 

 

Sesión Extraordinaria N.° 53-2012     4 de julio del 2012  

81 

 

 

Una vez analizado el tema en discusión, el señor Dennis Meléndez Howell somete a votación la 

propuesta de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, conforme a su oficio 442-

DGJR-2012, del 18 de junio del 2012, la Junta Directiva resuelve por unanimidad: 

 

a) En cuanto al recurso interpuesto por Instituto Costarricense de Electricidad 

 

ACUERDO 14-53-2012 

 

1. Rechazar por el fondo, el recurso de apelación interpuesto por el Instituto Costarricense de 

Electricidad en contra de la resolución 750-RCR-2012 del 9 de enero del 2012.   

2. Dar por agotada la vía administrativa. 

3. Notificar a las partes la resolución que ha de dictarse, en el medio y lugar señalado para ello. 

4. Díctese la siguiente resolución: 

RESULTANDO: 

 

 

I. El 4 de octubre del 2011, la empresa Hidroeléctrica Platanar S.A., con base en la metodología de 

fijación de tarifas para generadores privados existentes (Ley 7200) que  firmen un nuevo contrato 

de compra venta de electricidad con el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), aprobada 

mediante resolución RJD-009-2010, solicitó fijación tarifaria. (Folios 01 a 39). 

 
II. El 9 de enero del 2012, mediante la resolución 750-RCR-2012, el Comité de Regulación  de la 

Autoridad Reguladora, resolvió entre otras cosas, fijar la tarifa en $0,0645 por kWh para todos los 

generadores privados existentes que utilicen el agua como insumo para generar energía eléctrica 

para la venta al ICE al amparo del capítulo I de la Ley 7200 y firmen o hayan firmado un nuevo 

contrato. (Folios 452 a 476). 

 
III. El 9 de febrero del 2012, el ICE, inconforme con lo resuelto, interpuso recurso de revocatoria con 

apelación en subsidio, en contra de la resolución 750-RCR-2012. (Folios 446 al 451). 

 
IV. El 8 de marzo del 2012, mediante la resolución 783-RCR-2012, el Comité de Regulación  de la 

Autoridad Reguladora, declaró parcialmente con lugar el recurso de revocatoria interpuesto por el 

ICE contra la resolución 750-RCR-2012. En ese mismo acto, se elevó el recurso subsidiario de 

apelación a la Junta Directiva con respecto a los restantes argumentos, citando y emplazando a las 

partes para hacer valer sus derechos. (Folios 732 a 753). 

 
V. No consta en autos, que el ICE haya respondido el emplazamiento conferido. 

 
VI. El 19 de abril del 2012, la Dirección de Servicios de Energía (DEN), mediante el oficio 356-

DEN-2012, de conformidad con lo que establece el artículo 349 de la L.G.A.P., remitió para el 

conocimiento de la Junta Directiva, el recurso de apelación interpuesto por el ICE, en contra de la 

resolución 750-RCR-2012. (Folio 825). 
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VII. El 23 de abril del 2012, la Secretaría de Junta Directiva de ARESEP, mediante el memorando 

171-SJD-2012, remitió para el análisis de la Dirección General de Asesoría Jurídica y 

Regulatoria, el recurso de apelación interpuesto por el ICE, en contra de la resolución 750-RCR-

2012. (Folio 827). 

 
VIII. El 18 de junio de 2012, la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, mediante el 

oficio 441-DGJR-2012, rindió criterio sobre el recurso de apelación interpuesto por el ICE, en 

contra de la resolución 750-RCR-2011. 

 
IX. Se han realizado las diligencias útiles y necesarias para el dictado de la presente resolución.  

 
CONSIDERANDO: 

 

I-. Que del oficio 441-DGJR-2012 arriba citado, que sirve de sustento a la presente resolución, se 

extrae lo siguiente: 

“(…) 

 

II. ANÁLISIS POR LA FORMA 

 

 1-. NATURALEZA DEL RECURSO 

 

El recurso interpuesto es el ordinario de apelación, al que es aplicable lo establecido en los 

artículos 343, 345 y 346 de la Ley 6227. 

 

 2-. TEMPORALIDAD DEL RECURSO 

La resolución recurrida fue notificada al recurrente vía fax el día 3 de febrero del 2012 (folios 

470 y 472) y la impugnación fue planteada el día 9 de febrero del 2012 (folios 446 a 451). 

 

Del análisis comparativo entre la fecha de notificación del acto y la de interposición del 

recurso, con respecto al plazo de tres días hábiles para recurrir, conforme el artículo 346 de la 

Ley 6227, en relación con el artículo 38 de la Ley de Notificaciones Judiciales, que establece 

que los actos comunicados por fax quedan notificados al día hábil inmediato siguiente, se 

concluye que el plazo vencía el 9 de febrero del 2012. En razón de lo anterior, el recurso de 

apelación fue interpuesto dentro del plazo otorgado por ley.   

 

 3-. LEGITIMACIÓN 

Respecto de la legitimación activa, cabe indicar, que el ICE está legitimado para actuar -en la 

forma en lo que ha hecho- de acuerdo con lo establecido en los artículos 275 y 276 de la 

L.G.A.P.; ya que es parte en el procedimiento en que recayó la resolución recurrida. 

 

 4-. REPRESENTACIÓN 

El señor Gravin Mayorga Jiménez, actúa en su condición de subgerente del sector electricidad 

con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma del ICE, -según consta en la 

certificación visible a folio 130- por lo cual está facultado para actuar en nombre del citado 

instituto. 
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(…)” 

 

IV. ANÁLISIS POR EL FONDO 

 

1. SOBRE EL VALOR DE LOS COSTOS DE EXPLOTACIÓN: 

 

El recurrente alega que la metodología utilizada para realizar el cálculo asume que el costo de 

explotación se incrementa conforme las plantas envejecen, por lo que el mismo se corrige con 

un factor de antigüedad “Xu”.  Además indica que el valor del costo a aplicar en la fórmula 

debería ser el de una planta nueva, ya que de lo contrario el efecto de la antigüedad se estaría 

realizando dos veces: uno debido al incremento del costo propio sufrido por el envejecimiento 

de la planta y otro por introducir el factor “Xu” en la fórmula. 

Analizando lo actuado en la resolución 750-RCR-2012, este Ente Regulador se apegó a lo 

indicado en la metodología aprobada mediante resolución RJD-009-2010, ya que se calculó el 

costo de explotación como el promedio ponderado de los valores de una muestra de plantas 

eléctricas similares a las que aplica la tarifa y además se calculó el factor de antigüedad en 

función de la vida útil remanente de las plantas en operación. Siendo que el procedimiento 

tarifario está sujeto a una serie de postulados que precisan su curso y que tienen por fin 

procurar que el acto final se apegue al establecimiento de una tarifa adecuada y apegada al 

principio de legalidad, dicha fijación debe realizarse acorde a la metodología que de antemano 

ha establecido esta Autoridad Reguladora, por lo que una vez publicado el modelo de cálculo, 

en tesis de inicio es esta la herramienta que debe utilizarse.  

Por lo tanto, lo correspondiente es rechazar el argumento. 

2. SOBRE LA FLEXIBILIZACIÓN DE LA ESTRUCTURA TARIFARIA: 

 

El ICE alega que como operador del sistema, necesita flexibilidad para pactar en los contratos 

con los generadores el periodo de punta, para poder controlar el impacto que tiene en el 

sistema la entrada y salida de plantas generadoras. 

Solicita se reitere lo dispuesto en la resolución RRG-1076-2000, para que en periodos de 

punta, los generadores puedan producir en lapsos de dos horas y media cada uno, los cuales 

pueden estar separados por un plazo de cinco horas. 

Considera este órgano asesor que la resolución 750-RCR-2012, resolvió de conformidad con 

los periodos horarios de la estructura tarifaria vigente, mismos que se fijaron en la resolución 

RJD-152-2011 “Metodología tarifaria de referencia para plantas de generación privada 

hidroeléctricas nuevas”.   

En esa resolución no se deja abierta la posibilidad de que el ICE negocie periodos diferentes a 

los establecidos con los generadores privados, quedando los bloques de la siguiente forma: 

 Punta: cinco horas de mayor demanda del servicio en los cinco días laborales de la 

semana, de las 10:30  a las 13:00 horas, y de las 17:30  a las 20:00 horas. 

 Noche: de las 20:00 horas a las 6:00 horas del día siguiente. 
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 Valle: las demás horas, incluyendo de las 6:00 a las 20:00 horas los fines de semana. 

Por otra parte, el momento procesal oportuno para que el ICE realizara esta solicitud, fue 

cuando se realizó la audiencia pública de la metodología tarifaria de referencia para plantas 

de generación privada hidroeléctricas nuevas (RJD-152-2011), que, fue la definió los periodos 

horarios de la estructura tarifaria. 

Así las cosas, no lleva razón el recurrente en este argumento. 

 
V. CONCLUSIONES 

 
Sobre la base de lo arriba expuesto, se puede arribar a las siguientes conclusiones: 

 
1. Que el recurso resulta admisible, puesto que fue presentado en tiempo y forma. 

2. Que en cuanto al costo de explotación de cada planta considerando su antigüedad, se indica 

que la resolución 750-RCR-2012, se apegó a lo indicado por la metodología aplicable (RJD-

009-2010). 

 

3. Que en cuanto a la solicitud de flexibilizar el periodo de punta, para pactar con cada operador 

los bloques horarios, la resolución 750-RCR-2012, se apegó a lo indicado por la metodología 

aplicable (RJD-009-2010). 

 

(…)” 
 
II-.  Que en sesión extraordinaria 053-2012, del 04 de julio de 2012, cuya acta fue ratificada el 19 del 

mismo mes y año; la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora, sobre la base del oficio 441-

DGJR-2012, de cita, acordó entre otras cosas, dictar la presente resolución. 

 

III-. Con fundamento en los resultandos y considerandos precedentes y de acuerdo con el mérito de 

los autos, lo procedente es: Rechazar por el fondo, el recurso de apelación interpuesto por el 

Instituto Costarricense de Electricidad, tal y como se dispone. 

  

POR TANTO: 

 

LA JUNTA DIRECTIVA DE LA AUTORIDAD REGULADORA 

DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 

 

RESUELVE: 

 
1. Rechazar por el fondo, el recurso de apelación interpuesto por el Instituto Costarricense de 

Electricidad en contra de la resolución 750-RCR-2012 del 9 de enero del 2012. 

2. Dar por agotada la vía administrativa.  

NOTIFÍQUESE. 
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b) En cuanto a la recomendación adicional contenida en el oficio 441-DGJR-2012 del 18 de 

junio de 2012 

 

La señora Karla Montero Víquez explica que el criterio 441-DGJR-2012, del 18 de junio del 2012, 

contiene la siguiente recomendación: 

 

“De la revisión de la metodología citada, se extrae que en el apartado “3.2.3.Método de 

cálculo”, donde se indica que el costo anual de explotación promedio ponderado está 

determinado por la muestra elegida, que puede comprender plantas nacionales como 

internacionales, existentes y en operación.  Lo anterior deviene en una contradicción con la 

formulación general del modelo, ya que la misma ajusta por antigüedad tanto los costos de 

explotación como los costos de inversión, asumiendo, tal y como lo indica el ICE, que los 

primeros aumentan conforme se envejecen las plantas. 

 

Por otro lado, en el apartado “3.2.2.Fuentes de información”, no se indica el tratamiento o 

ajuste que se debe realizar a datos de plantas existentes y en operación, por lo que la 

metodología es omisa en este sentido. 

 

Así las cosas, coincide este órgano asesor en que existe una inconsistencia entre la 

formulación general del modelo y el manejo los datos utilizados para el cálculo de los costos 

de explotación, por lo que se considera conveniente valorar la modificación de la 

metodología vigente, en ese sentido. 

 

Por lo tanto, se recomienda solicitar a la Dirección General Centro de Desarrollo de la 

Regulación que realice una revisión de la Metodología de fijación de tarifas para 

generadores privados existentes (Ley 7200) que firmen un nuevo contrato de compra venta 

de electricidad con el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), y proponga a esa Junta 

Directiva las mejoras que considere pertinentes” 

 

El señor Alfredo Cordero Chinchilla comenta que mediante acuerdo 04-39-2012, del acta de la sesión 

39-2012, hubo una disposición en la misma línea de esa recomendación.  

 

El señor Dennis Meléndez Howell señala que lo procedente en este caso, es incorporar los elementos 

citados en esta recomendación al análisis solicitado a la Dirección General Centro de Desarrollo de la 

Regulación en el acuerdo 04-39-2012.  

 

Una vez analizado el tema en discusión, el señor Dennis Meléndez Howell somete a votación la 

incorporación de la citada recomendación emitida por la Dirección General de Asesoría Jurídica y 

Regulatoria, según oficio 441-DGJR-2012, del 18 de junio del 2012, la Junta Directiva resuelve por 

unanimidad: 

 

ACUERDO 15-53-2012 

 

Incorporar a lo dispuesto en el acuerdo 04-39-2012, del acta de la sesión 39-2012, la recomendación 

de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria contenida en su oficio 441-DGJR-2012, 

del 18 de junio del 2012,  en el sentido de que “existen inconsistencias entre la formulación general 

del modelo y el manejo de los datos utilizados para el cálculo de los costos de explotación”, por lo 

que debe ser tomada en consideración por la Dirección General Centro de Desarrollo de la Regulación, 

como parte de la revisión que realiza sobre la metodología de fijación de tarifas para generadores 

privados existentes (Ley 7200) que firmen un nuevo contrato de compra venta de electricidad con el 

Instituto Costarricense de Electricidad (ICE). 
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ARTÍCULO 15.  Recursos de apelación interpuestos por las empresas Plantas Eólicas Limitada 

y Molinos de Viento del Arenal S.A., en contra de la resolución 783-RCR-2012, e incidentes de 

nulidad absoluta interpuestos contra el acto de notificación.  ET-153-2011. 

 

Se entra a conocer el oficio 442-DGJR-2012, del 18 de junio del 2012, mediante el cual la Dirección 

General de Asesoría Jurídica y Regulatoria rinde criterio en torno al recurso de apelación interpuesto 

por las empresas Plantas Eólicas Limitada y Molinos de Viento del Arenal S.A., en contra de la 

resolución 783-RCR-2012, del 8 de marzo de 2012, e incidentes de nulidad absoluta interpuestos 

contra el acto de notificación, expediente ET-153-2011. 

 

La señora Karla Montero Víquez explica los principales extremos del citado criterio y las 

recomendaciones del caso. 

 

Una vez analizado el tema en discusión, el señor Dennis Meléndez Howell somete a votación la 

propuesta de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, conforme a su oficio 442-

DGJR-2012, del 18 de junio del 2012, la Junta Directiva resuelve por unanimidad: 

 

ACUERDO 16-53-2012 

 

1. Rechazar ad portas, el recuso de apelación interpuesto por la empresa Molinos de Viento del 

Arenal S.A., en contra de la resolución 783-RCR-2012, del 8 de marzo del 2012, y el  incidente 

de nulidad absoluta interpuesto contra el acto de notificación de dicha resolución. 

 
2. Rechazar por el fondo, el recurso de apelación interpuesto por la empresa Plantas Eólicas 

Limitada, contra la resolución 783-RCR-2012, del 8 de marzo del 2012. 

 
3. Rechazar por el fondo, el incidente de nulidad absoluta interpuesto por la empresa Plantas Eólicas 

Limitada contra el acto de notificación de la resolución 783-RCR-2012 del 8 de marzo del 2012. 

 
4. Dar agotada la vía administrativa.  

 

5. Notificar a las partes la resolución que ha de dictarse, en el medio o lugar señalado. 

 

6. Díctese la siguiente resolución: 

  

RESULTANDO: 

 

 

I. El 4 de octubre del 2011, la empresa Hidroeléctrica Platanar S.A., con base en la metodología 

de fijación de tarifas para generadores privados existentes (Ley 7200) que  firmen un nuevo 

contrato de compra venta de electricidad con el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), 

aprobada mediante resolución RJD-009-2010, solicitó fijación tarifaria. (Folios 01 a 39). 

II. El 9 de enero del 2012, mediante la resolución 750-RCR-2012, el Comité de Regulación  de la 

Autoridad Reguladora, resolvió entre otras cosas, fijar la tarifa en $0,0645 por kWh para todos 

los generadores privados existentes que utilicen el agua como insumo para generar energía 

eléctrica para la venta al ICE al amparo del capítulo I de la Ley 7200 y firmen o hayan 

firmado un nuevo contrato. (Folios 452 a 476). 
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III. El 9 de febrero del 2012, el ICE, inconforme con lo resuelto, interpuso recurso de revocatoria 

con apelación en subsidio, en contra de la resolución 750-RCR-2012. (Folios 446 al 451). 

IV. El 8 de marzo del 2012, mediante la resolución 783-RCR-2012, el Comité de Regulación  de 

la Autoridad Reguladora, declaró parcialmente con lugar el recurso de revocatoria interpuesto 

por el ICE contra la resolución 750-RCR-2012 (aún pendiente de resolver el recurso de 

apelación). (Folios 732 a 753). 

V. El 23 de marzo del 2012, las empresas Plantas Eólicas Limitada (PESRL) y Molinos de 

Viento del Arenal S.A. (MOVASA), inconformes con lo resuelto por el Comité de 

Regulación, interpusieron recursos de apelación e incidentes de nulidad absoluta, en contra de 

la resolución 783-RCR-2012. (Folios 754 a 760 y 787 a 792 respectivamente). 

VI. El 26 de marzo del 2012, la Dirección de Servicios de Energía (DEN), mediante oficios 284-

DEN-2012 y 286-DEN-2012, de conformidad con lo que establece el artículo 349 de la 

L.G.A.P., remitió para el conocimiento de la Junta Directiva, los recursos de apelación 

interpuestos por PESRL y MOVASA, en contra de la resolución 783-RCR-2012. (Folios 822 

y 824). 

VII. El 26 de marzo del 2012, la Secretaría de Junta Directiva de ARESEP, mediante el 

memorando 139-SJD-2012, remitió para el análisis de la Dirección General de Asesoría 

Jurídica y Regulatoria, el recurso de apelación interpuesto por PESRL, en contra de la 

resolución 783-RCR-2012. (Folio 797). 

VIII. El 27 de marzo del 2012, la Secretaría de Junta Directiva de ARESEP, mediante el 

memorando 143-SJD-2012, remitió para el análisis de la Dirección General de Asesoría 

Jurídica y Regulatoria, el recurso de apelación interpuesto por MOVASA, en contra de la 

resolución 783-RCR-2012. (Folio 796). 

IX. El 18 de junio de 2012, la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, mediante el 

oficio 442-DGJR-2012, rindió criterio sobre los recursos de apelación interpuestos por las 

empresas Plantas Eólicas Limitada y Molinos de Viento del Arenal S.A., en contra de la 

resolución 783-RCR-2012, e incidentes de nulidad absoluta interpuestos contra el acto de 

notificación. 

X. Se han realizado las diligencias útiles y necesarias para el dictado de la presente resolución.  

 
CONSIDERANDO: 

 

I. Que del oficio 442-DGJR-2012 arriba citado, que sirve de sustento a la presente resolución, se 

extrae lo siguiente: 

 
“(…) 
 
II. ANÁLISIS POR LA FORMA 
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 1-.     RECURSO DE APELACIÓN E INCIDENTE DE NULIDAD INTERPUESTO POR MOVASA 

i. NATURALEZA DEL RECURSO 

 

En cuanto al recurso interpuesto por MOVASA, es el ordinario de apelación, interpuesto contra 

la resolución 783-RCR-2012 que acogió en primera instancia, el recurso de revocatoria 

interpuesto por el ICE en contra de la resolución 750-RCR-2012. 

 

Si bien en la resolución 783-RCR-2012 se indicó que contra esa resolución, no cabía recurso 

alguno, lo cierto es que en esa resolución se dispuso “(…) Aprobar la estructura tarifaria para 

la empresa de generación eólica que califique dentro de las condiciones establecidas en la 

metodología tarifaria para plantas preexistentes (…)”, por lo que de conformidad con lo 

establecido en el artículo 557 del Código Procesal Civil, aplicable a la especie supletoriamente 

a la luz de lo dispuesto en los artículos 6, 7 y 9 de la L.G.A.P., contra esa disposición si caben 

los recursos ordinarios de revocatoria y apelación, a los cuales se les aplican los artículos 343, 

345 y 346 de la L.G.A.P. 

 

Al incidente de nulidad presentado contra el acto de notificación de la resolución 783-RCR-

2012, le son aplicables las disposiciones contenidas en los artículos 169 a 175 de la L.G.A.P. 

 

ii. LEGITIMACIÓN 

 

Cabe indicar que la recurrente no se encuentra legitimada para actuar dentro del expediente, 

pues no se constituyó como parte dentro del mismo, al tenor de lo establecido en el artículo 36 

de la Ley 7593, en concordancia con los artículos 275 a 280 de la L.G.A.P. 

 

iii. REPRESENTACIÓN 

 

El señor José Benavides Sancho, actúa en su condición de Presidente con facultades de 

apoderado generalísimo limitado a la suma de cien mil dólares, -según consta en certificación 

visible a folios 771 y 772-.  Si bien en la certificación citada no se indicó quien ostenta la 

representación judicial y extrajudicial de la sociedad, lo cierto es que de conformidad con lo 

establecido en el artículo 182 del Código de Comercio vigente, dicha representación 

corresponderá al presidente de la sociedad, por lo cual se concluye que está facultado para 

actuar en nombre de la citada compañía. 

 

iv. CONCLUSIÓN 

 

De conformidad con lo anterior, el recurso interpuesto por MOVASA contra la resolución 783-

RCR-2012, resulta inadmisible por falta de legitimación. 

 

 

 2-. RECURSO DE APELACIÓN E INCIDENTE DE NULIDAD INTERPUESTO POR PERSL 

 

v. NATURALEZA DEL RECURSO 

 

En cuanto al recurso interpuesto por PERSL, es el ordinario de apelación, interpuesto contra la 

resolución 783-RCR-2012 que acogió en primera instancia, el recurso de revocatoria 

interpuesto por el ICE en contra de la resolución 750-RCR-2012. 
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Si bien en la resolución 783-RCR-2012 se indicó que contra esa resolución, no cabía recurso 

alguno, lo cierto es que en esa resolución se dispuso “(…) Aprobar la estructura tarifaria para 

la empresa de generación eólica que califique dentro de las condiciones establecidas en la 

metodología tarifaria para plantas preexistentes (…)”, por lo que de conformidad con lo 

establecido en el artículo 557 del Código Procesal Civil, aplicable a la especie supletoriamente 

a la luz de lo dispuesto en los artículos 6, 7 y 9 de la L.G.A.P., contra esa disposición si caben 

los recursos ordinarios de revocatoria y apelación, a los cuales se les aplican los artículos 343, 

345 y 346 de la L.G.A.P. 

 

Al incidente de nulidad presentado contra el acto de notificación de la resolución 783-RCR-

2012, le son aplicables las disposiciones contenidas en los artículos 169 a 175 de la L.G.A.P. 

 

vi. TEMPORALIDAD DEL RECURSO 

 

Tomando en consideración lo señalado en el apartado anterior, los recursos ordinarios contra 

la resolución 783-RCR-2012 debieron de interponerse dentro de los tres días hábiles siguientes 

a la comunicación de la resolución. 

 

La resolución 783-RCR-2012 fue notificada al recurrente vía fax el 20 de marzo de 2012 (folios 

749 y 752) y la impugnación fue planteada el 23 de marzo de 2012 (folios 754 a 760). 

 

Siendo que el recurso debió ser presentado dentro del plazo de tres días hábiles contados a 

partir de la comunicación del acto administrativo en cuestión, mismo que venció el 23 de marzo 

de 2012, se deduce que el recurso de apelación fue interpuesto dentro del plazo otorgado por 

ley.  

 

En cuanto al incidente de nulidad absoluta interpuesto, la resolución fue notificada al 

recurrente el día 20 de marzo del 2012 (folios 752) y el incidente fue planteado el día 23 de 

marzo del 2012 (folio 754). Del análisis comparativo entre la fecha de la notificación de la 

resolución recurrida y la de interposición de la gestión, con respecto al plazo de un año para 

impugnarlos, otorgado en el artículo 175 de la L.G.A.P., y que venciera el día 23 de marzo del 

2013, se concluye que la gestión se presentó dentro del plazo legal. 

 

vii. LEGITIMACIÓN 

 

Respecto de la legitimación activa, cabe indicar, que la empresa PERSL está legitimada para 

actuar -en la forma en lo que ha hecho- de acuerdo con lo establecido en los artículos 275 y 

276 de la L.G.A.P.; ya que es parte en el procedimiento en que recayó la resolución recurrida. 

 

viii. REPRESENTACIÓN 

El señor Allan Broide Wohlstein, actúa en su condición de apoderado especial de la empresa 

PERSL, -según consta en la certificación visible a folio 760- por lo cual está facultado para 

actuar en nombre de la citada sociedad. 

 

ix. CONCLUSIÓN 

De conformidad con lo anterior, el recurso y el incidente de nulidad interpuestos por la 

empresa PERSL en contra la resolución 783-RCR-2012, resultan admisibles puesto que están 

presentados en tiempo y forma. 
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(…)” 

 

IV. ANÁLISIS POR EL FONDO 

 

Si bien el recurso presentado por MOVASA resulta inadmisible por la forma, siendo que 

presenta los mismos argumentos de inconformidad que la empresa PERSL en su recurso contra 

la resolución 783-RCR-2012, este órgano asesor procede a analizarlos en conjunto: 

1. INCIDENTE DE NULIDAD DEL ACTO DE NOTIFICACIÓN  Y VIOLACIÓN A 

DERECHOS DE DEFENSA. 

En cuanto a los actos de notificación, la Sala Constitucional se ha referido a su importancia 

dentro del debido proceso; señalando en lo conducente: 

“(…) los vicios formales del acto pueden ser de tal importancia que afecten la obtención 

de su finalidad, provocando así una disminución de los derechos de la defensa, 

obstaculizando en forma absoluta, el conocimiento de las decisiones jurisdiccionales y 

demás providencias, y en consecuencia, el ejercicio del derecho de defensa;(…) Por ello, 

la ley prescribe la nulidad de los vicios de notificación cuando no se haga conforme a la 

ley, en resguardo del derecho de defensa y de audiencia de las partes que intervienen en 

el proceso,(…) no obstante, la finalidad de la notificación es la de llevar al conocimiento 

de su destinatario la existencia de la actuación de la Administración. Si una notificación 

defectuosa ha cumplido con el objetivo a que está destinada, ha puesto al notificado en 

conocimiento del contenido del acto y ha cumplido con el propósito de ponerlo al tanto 

de la existencia del acto notificado, más aún cuando como ocurre en este caso, el recurso 

fue oportunamente interpuesto permitiéndole acceder a la vía judicial, debe concluirse 

que los defectos que pudiera contener han quedado convalidados...” Sala Constitucional, 

resolución N° 4643-1999 de 16:00 hrs. del 16 de junio de 1999, citado por la 

Procuraduría General de la República, dictamen C-342-2004 del 18 de noviembre de 

2004.  

Estima este órgano Asesor, que lleva razón el recurrente, por cuanto se incurrió en un error al 

indicar que contra la resolución 783-RCR-2012, no cabía recurso alguno, pero al haberse 

aprobado la estructura tarifaria para empresas de generación eólica, contra esa disposición si 

cabían los recursos ordinarios de revocatoria y apelación. 

No obstante lo anterior, tomando en consideración el voto transcrito, y siendo que los 

interesados tuvieron conocimiento de dicho acto, e hicieron uso de los remedios procesales 

(recursos) que el ordenamiento jurídico establece para ejercer su defensa en contra de la 

resolución que ha encontrado disconforme con sus intereses, se concluye que la notificación 

cumplió con su finalidad, por lo tanto el acto quedó convalidado.  En consecuencia, considera 

esta asesoría que no existió violación al derecho de defensa de los recurrentes, en los términos 

planteados. 

En virtud de lo anterior, lo procedente es rechazar este argumento. 

  



 
 
 

 

Sesión Extraordinaria N.° 53-2012     4 de julio del 2012  

91 

 

 

2. ESTRUCTURA TARIFARIA EÓLICA. 

Alegan los recurrentes, que existe una contradicción a la hora de realizar el cálculo del nivel 

tarifario con base en información de plantas hidroeléctricas y aplicar una estructura tarifaria 

para el caso de las plantas eólicas.  Los mismos solicitan se anule la estructura tarifaria 

aprobada mediante la resolución 783-RCR-2012 y se mantenga para las plantas eólicas la 

estructura tarifaria de las hidroeléctricas fijada mediante la resolución 750-RCR-2012. 

Es importante indicarle a los recurrentes, que la metodología utilizada indica que la estructura 

tarifaria que se aplique al nivel de precios obtenido, será la estructura vigente para la tarifa de 

compra de energía eléctrica del ICE a las empresas de generación privada amparadas a la Ley 

7200 (capítulo I).  

Al momento de resolverse la solicitud tarifaria, existían dos estructuras vigentes para las 

empresas de generación amparadas al capítulo I de la Ley 7200: 

 Una para el caso de las plantas hidroeléctricas, aprobada mediante la resolución RJD-

152-2011, la cual es horario-estacional. 

 Otra para el caso de plantas eólicas, aprobada mediante la resolución RJD-163-2011, 

la cual es estacional. 

Aunque efectivamente el nivel tarifario se calcula con base en datos de costos de plantas 

hidroeléctricas, la estructura aplicable no se relaciona con los costos en sí, se relaciona por el 

lado estacional con la influencia o disponibilidad de la fuente de generación (agua o viento) y 

por el lado horario con la curva de carga o demanda existente durante una semana. 

La generación eólica presenta una serie de características diferentes, como lo son: que la 

producción no se puede regular y trasladar a diferentes horas del día, lo que sí permite hacer 

un embalse en el caso de las plantas hidroeléctricas, tampoco hay patrones estables del horario 

del viento, por lo que la distribución horaria de la energía eólica es aleatoria.   

Por lo tanto, la contradicción se daría si se aplicara para las plantas eólicas una estructura 

tarifaria hidroeléctrica, ya que el patrón de comportamiento de los vientos, según la serie 

histórica de 10 años que se consideró al realizar el cálculo de los parámetros adimensionales 

incluidos en la resolución RJD-163-2011, demostró ser muy diferente al comportamiento 

hídrico. 

Ergo, no lleva razón el recurrente. 

 
V. CONCLUSIONES 

 
Sobre la base de lo arriba expuesto, se puede arribar a las siguientes conclusiones: 

 

1. Desde el punto de vista formal, el recurso e incidente de nulidad presentado por la empresa 

PERSL, resultan admisibles, puesto que fueron presentados en tiempo y forma. 

2. Desde el punto de vista formal, el recurso presentado por la empresa MOVASA resulta 

inadmisible, por falta de legitimación. 
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3. Llevan razón los recurrentes, por cuanto se incurrió en un error al indicar que contra la 

resolución 783-RCR-2012, no cabía recurso alguno.  No obstante lo anterior,  siendo que los 

interesados tuvieron conocimiento de dicho acto, e hicieron uso de los remedios procesales 

(recursos) para ejercer su defensa, se concluye que la notificación cumplió con su finalidad, 

por lo tanto el acto quedó convalidado.  En consecuencia, se considera que no existió 

violación al derecho de defensa de los recurrentes, en los términos planteados. 

4. La estructura aplicable a un nivel tarifario no se relaciona con los costos en sí, se relaciona 

por el lado estacional con la influencia o disponibilidad de la fuente de generación (agua o 

viento) y por el lado horario con la curva de carga o demanda existente durante una semana, 

como el patrón de comportamiento de los vientos demostró ser muy diferente al 

comportamiento hídrico, se debe aplicar estructuras tarifarias diferentes para esas fuentes. 

(…)” 
 
II-.    Que en sesión extraordinaria 53-2012, del 4 de julio de 2012, cuya acta fue ratificada el 19 del 

mismo mes y año; la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora, sobre la base del oficio 442-

DGJR-2012, de cita, acordó entre otras cosas, dictar la presente resolución. 

III-.    Con fundamento en los resultandos y considerandos precedentes y de acuerdo con el mérito de 

los autos, lo procedente es: 1.- Rechazar ad portas, el recuso de apelación interpuesto por la 

empresa Molinos de Viento del Arenal S.A. y el  incidente de nulidad absoluta interpuesto 

contra el acto de notificación de dicha resolución; 2.- Rechazar por el fondo, el recurso de 

apelación interpuesto por la empresa Plantas Eólicas Limitada; 3.-Rechazar por el fondo, el 

incidente de nulidad absoluta interpuesto por la empresa Plantas Eólicas Limitada contra el acto 

de notificación, tal y como se dispone. 

 
POR TANTO: 

 

LA JUNTA DIRECTIVA DE LA AUTORIDAD REGULADORA  

DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 

 

RESUELVE: 

 

I. Rechazar ad portas, el recuso de apelación interpuesto por la empresa Molinos de Viento del 

Arenal S.A., en contra de la resolución 783-RCR-2012, del 8 de marzo del 2012, y el  incidente de 

nulidad absoluta interpuesto contra el acto de notificación de dicha resolución. 

II. Rechazar por el fondo, el recurso de apelación interpuesto por la empresa Plantas Eólicas Limitada, 

contra la resolución 783-RCR-2012, del 8 de marzo del 2012. 

III.Rechazar por el fondo, el incidente de nulidad absoluta interpuesto por la empresa Plantas Eólicas 

Limitada contra el acto de notificación de la resolución 783-RCR-2012 del 8 de marzo del 2012. 

IV. Dar agotada la vía administrativa.  

NOTIFÍQUESE. 
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ARTÍCULO 16.  Desistimiento del recurso de apelación interpuesto por Transmocha S.A. en 

contra de la resolución RRG-10215-2009. ET-147-2009. 

 

Se conoce el oficio 455-DGJR-2012, del 22 de junio del 2012, mediante el cual la Dirección General 

de Asesoría Jurídica y Regulatoria, rinde criterio en torno al desistimiento del recurso de apelación 

interpuesto por Transmocha S.A., en contra de la resolución RRG-10215-2009, del 30 de octubre del 

2009. 

 

El señor Juan Manuel Quesada Espinoza explica los principales extremos del citado criterio y las 

recomendaciones del caso. 

 

Una vez analizado el tema en discusión, el señor Dennis Meléndez Howell somete a votación la 

propuesta de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, conforme a su oficio 455-

DGJR-2012, del 22 de junio del 2012, la Junta Directiva resuelve por unanimidad: 

 

ACUERDO 17-53-2012 

 

1. Acoger en todos sus extremos, la solicitud de desistimiento interpuesta por la empresa Transmocha 

S.A. sobre el recurso de apelación en contra de la resolución RRG-10215-2009 de 30 de octubre de 

2009. 

 

2. Dar por agotada la vía administrativa.  

 

3. Notificar a las partes la resolución que ha de dictarse, en  el medio o lugar señalado para ello. 

 

4. Díctese la siguiente resolución: 

 

RESULTANDO: 

 

 

I. El 28 de setiembre del 2009, la empresa Transmocha S.A. presentó ante esta Autoridad 

Reguladora, solicitud de ajuste tarifario para la ruta 274. (Folios 01 a 95). 

 
II. El 30 de octubre del 2009, el Regulador General, mediante resolución RRG-10215-2009, 

rechazó la solicitud tarifaria presentada por la empresa Transmocha S.A. (Folios 152 a 160). 

 

III. El 13 de noviembre del 2009, la empresa Transmocha S.A, inconforme con lo resuelto, 

interpuso recurso de revisión con apelación en subsidio en contra de la resolución RRG-

10215-2009. (Folios 143 a 151). 

 

IV. El 4 de enero de 2010, la Dirección de Servicios de Transportes, mediante el oficio 17-

DITRA-2010, emitió el criterio técnico sobre el recurso de revocatoria con apelación en 

subsidio interpuesto por la empresa recurrente. (Folios 164 a 169). 

 

V. El 13 de julio del 2010, la empresa Transmocha S.A. presentó, solicitud de desistimiento del 

recurso de revocatoria interpuesto contra la resolución RRG-10215-2009 de 30 de octubre de 

2009. (Folio 187). 
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VI. El 30 de agosto de 2010, el Regulador General, emplazó a la empresa Transmocha S.A. ante el 

superior para que hiciera valer sus derechos respecto al recurso de apelación. (Folio 189 a 

190). 

 

VII. Que no consta en autos que la empresa recurrente respondiera al emplazamiento conferido. 

 

VIII. El 8 de julio de 2011, la Secretaría de Junta Directiva, mediante memorando 211-SJD-

2011/16495, remitió para el análisis de la Dirección General de Asesoría Jurídica y 

Regulatoria, el recurso de apelación interpuesto por la empresa Transmocha S.A. contra la 

resolución RRG-10215-2009 de 30 de octubre de 2009. (Folio 196). 

 

IX. El 19 de setiembre de 2011, la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, mediante 

el oficio 537-DGJR-2011, rindió el informe que ordena al artículo 349 de la Ley General de 

Administración Pública. (Folios 205 a 208). 

 

X. El 27 de setiembre de 2011, el Regulador General, mediante la resolución, RRG-160-2011, 

acogió el desistimiento del recurso de revocatoria interpuesto por la empresa Transmocha S.A 

contra la resolución RRG-10215-2009 de 30 de octubre de 2009. (Folio 197 a 201). 

 

XI. El 11 de junio de 2012, la empresa Transmocha S.A. presentó ante esta Autoridad Reguladora, 

solicitud de desistimiento del recurso de apelación interpuesto contra la resolución RRG-

10215-2009 de 30 de octubre de 2009. (Folios 212 a 213). 

 

XII. El 22 de junio de 2012, la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, mediante el 

oficio 455-DGJR-2012, rindió criterio sobre el desistimiento del recurso de apelación 

interpuesto por la empresa Transmocha S.A. contra la resolución RRG-10215-2009 de 30 de 

octubre de 2009. 

 

XIII. Que se han realizado las diligencias útiles y necesarias para el dictado de la presente 

resolución.  

 
CONSIDERANDO: 

 

I. Que del oficio 455-DGJR-2012 arriba citado, que sirve de sustento a la presente 

resolución, se extrae lo siguiente: 

“(…) 

 

II. ANÁLISIS POR LA FORMA 
 

1) NATURALEZA DEL DESISTIMIENTO 

 

El desistimiento está regulado en los artículos 337 a 341 de la Ley General de la Administración 

Pública y sus reformas. Dicho desistimiento fue presentado por escrito ante la Autoridad 

Reguladora, como lo estipula el artículo 339.1 ibídem. 
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2) TEMPORALIDAD DEL DESISTIMIENTO 

 

En lo concerniente a la figura del desistimiento, no existe en tesis de principio plazo específico 

estipulado en la Ley General de la Administración Pública (arts. 337 a 339), en la Ley 8508 

(Código Procesal Contencioso Administrativo) y sus reformas, en el Código Procesal Civil, ni en 

la Ley Orgánica del Poder Judicial —leyes estas últimas a las que remite dicha ley general en su 

artículo 229.2—; para interponer la gestión que nos ocupa. 

 

No obstante lo anterior, se debe aclarar, que el Código Procesal Contencioso Administrativo en 

su artículo 113.1 establece que dicha solicitud debe realizarse hasta antes del dictado de 

sentencia. Siendo así las cosas por analogía, la solicitud de desistimiento (como forma 

anticipada de terminación del procedimiento) debe ser interpuesta hasta antes del dictado de la 

resolución con la que se resuelve, por parte de la Administración, la impugnación planteada por 

el propio administrado, ya que en caso contrario, tal gestión sería improcedente. 

 

Aclarado, lo anterior y siendo el hecho de que la gestión recursiva se encuentra pendiente de 

resolución, debe tenerse por presentada en tiempo y forma. 

 

3) LEGITIMACIÓN DE LA EMPRESA 

 

Respecto de la legitimación activa, cabe indicar, que la empresa Transmocha S.A está legitimada 

para actuar -en la forma en lo que ha hecho- ya que es parte en el procedimiento tramitado bajo 

el expediente ET-147-2009.  

 

4) REPRESENTACIÓN LEGAL DE LA EMPRESA 

 

El señor Marvin Morales Chávez, cédula de identidad No 2-356-992, quien firma el escrito de 

desistimiento, es apoderado generalísimo sin límite de suma de la empresa Transmocha S.A, -

según consta en la certificación notarial visible a folio 42 del expediente- por lo cual está 

facultado para actuar en nombre de ese operador del servicio. 

 

IV. ANÁLISIS POR EL FONDO 

 

Debemos indicar que no se observa del estudio del expediente, cuestiones que sustanciar o 

esclarecer, ni afectación al interés general, ni otros interesados apersonados en el recurso, en los 

términos que ordena el artículo 339.3 de la Ley General de la Administración Pública. 

 

En vista de que no se da ninguna de las condiciones previstas en el artículo 339.3 supra, para 

casos como el que ahora examinamos; se impone aplicar el inciso 2 de esa misma norma y, por 

consiguiente, se debería acoger de plano la solicitud de desistimiento presentada por la empresa 

Transmocha S.A, del recurso de apelación, que había interpuesto contra la resolución RRG-

10215-2009 del 30 de octubre de 2009. 

 
II. Que en sesión extraordinaria 53-2012, del 4 de julio de 2012, cuya acta fue ratificada el 19 del 

mismo mes y año; la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora, sobre la base del oficio 455-

DGJR-2012, de cita, acordó entre otras cosas, dictar la presente resolución. 
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III. De conformidad con el mérito de los autos, lo procedente es: 1- Acoger en todos sus extremos, la 

solicitud de desistimiento interpuesta por la empresa Transmocha S.A. sobre el recurso de 

apelación en contra de la resolución RRG-10215-2009 de 30 de octubre de 2009, 2- Agotar la vía 

administrativa, tal y como se dispone. 

 
POR TANTO: 

 

Con fundamento en las facultades conferidas en la Ley 7593, y la Ley General de la Administración 

Pública, 

 

 

LA JUNTA DIRECTIVA DE LA AUTORIDAD REGULADORA  

DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 

 

RESUELVE: 

 

 

I. Acoger en todos sus extremos, la solicitud de desistimiento interpuesta por la empresa 

Transmocha S.A. sobre el recurso de apelación en contra de la resolución RRG-10215-2009 de 30 

de octubre de 2009. 

 

II. Dar por agotada la vía administrativa.  

NOTIFÍQUESE  

 

A partir de este momento se retira del salón de sesiones el señor Dennis Meléndez Howell, por cuanto 

está imposibilitado a participar en el análisis de los siguientes recursos. En consecuencia, la 

directora Sylvia Saborío Alvarado preside la sesión, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 

del acta de la sesión 9-2012, celebrada el 14 de febrero del 2012. 

 
ARTÍCULO 17.  Recurso de apelación en subsidio del señor José Isaac Rivas Mendoza, contra 

la resolución de apertura 454-RCR-2011. OT-041-2011. 

 

Se entra a conocer el oficio 422-DGJR-2012, del 12 de junio del 2012, mediante el cual la Dirección 

General de Asesoría Jurídica y Regulatoria eleva a conocimiento un criterio en relación con el recurso 

de apelación en subsidio interpuesto por el señor José Isaac Rivas Mendoza, en contra de la resolución 

de apertura 454-RCR-2011. 

 

La señora Selene Camacho Quesada explica los principales extremos del citado criterio, los 

argumentos del recurrente y las recomendaciones del caso. 

 

Una vez analizado el tema en discusión, la señora Sylvia Saborío Alvarado somete a votación la 

propuesta de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, conforme a su oficio 422-

DGJR-2012, del 12 de junio del 2012, la Junta Directiva resuelve por unanimidad: 
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ACUERDO 18-53-2012 

 

1. Declarar sin lugar por el fondo el recurso de apelación interpuesto contra la resolución RRG-134-

2010, reservando los argumentos de fondo para ser conocidos y resueltos en resolución final.  

 

2. Dar por agotada la vía administrativa. 

 

3. Notificar a las partes la resolución que ha de dictarse, en  el medio o lugar señalado para ello. 

 

4. Díctese la siguiente resolución: 

 

RESULTANDO: 

 

I. Que el 7 de abril de 2011 se recibió el oficio UTCE-2011-077, emitido el 5 de abril de 2011 por  

la Dirección General de Tránsito del MOPT, por medio del cual se remitió: (1) la boleta de 

citación número 2010-0005198, confeccionada al señor José Isaac Rivas Mendoza, cédula de 

identidad 2-0487-0385, por presunta prestación no autorizada de servicio público de transporte; 

(2) acta de recolección de información en la que se describen los hechos que dieron base a la 

citada boleta; y (3) constancia del Departamento de Administración de Concesiones y Permisos 

del Consejo de Transporte Público del MOPT, donde se señala que el vehículo placas 650922, 

no se encuentra autorizado a circular con ninguna placa de servicio público, modalidad taxi. 

Dicho vehículo fue removido en el acto. (Folios 01 al 05) 

 

II.    Que el 11 de mayo de 2011, mediante la resolución 454-RCR-2011, se inició  procedimiento 

administrativo contra el señor José Isaac Rivas Mendoza en su condición de conductor y al 

señor Edwin  Gerardo Leiva Cruz, cédula de identidad 1-0482-0550 en condición de propietario 

registral del vehículo involucrado y se nombró como órgano director titular al funcionario 

Cristian Rodríguez León y como su suplente al señor Eric Chaves Gómez. Dicha resolución fue 

notificada al investigado Rivas Mendoza el 16 de mayo de 2011 por el medio señalado y en el 

caso del señor Leiva Cruz se publicó en el diario oficial La Gaceta 102, 107 y 108 del 27 de 

mayo, 3 y 6 de junio de 2011. (Folios 36 al 42 y 59 al 64). 

 

III.    Que el 17 de mayo de 2011 el señor Rivas Mendoza presentó recurso de revocatoria con 

apelación en subsidio contra la resolución 454-RCR-2011. (Folios 16 al 21). 

 

IV.     Que el 22 de junio de 2011, por resolución 531-RCR-2011, se rechazó de plano por 

improcedente el recurso de revocatoria contra la resolución 454-RCR-2011 y se elevó el recurso 

de apelación a Junta Directiva. Dicha resolución fue notificada al señor Rivas Mendoza el 27 de 

junio de 2011 en el medio señalado. No consta que el investigado Leiva Cruz fuese notificado. 

(Folios 43 al 46). 

 

V.    Que el 4 de octubre de 2011, mediante oficio 1149-DITRA-2011 se elevó recurso de apelación 

interpuesto por el señor Rivas Mendoza a conocimiento de la Junta Directiva. (Folios 54 al 57). 

 

VI.    Que el 14 de octubre de 2011, por memorando 411-SJD-2011 se remitió por parte del secretario 

de Junta Directiva, el recurso de apelación a la Dirección General de Asesoría Jurídica y 

Regulatoria para su análisis. (Folio 58).   

 

VII.    Que el 12 de junio de 2012, mediante informe 422-DGJR-2012, se rindió criterio jurídico no 

vinculante sobre los recursos de apelación presentados, mismo que corre agregado a los autos.  
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CONSIDERANDO: 

 

I. Que el recurso fue analizado por la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, 

emitiéndose el respectivo criterio jurídico, que sirve de sustento para la presente resolución, del 

cual conviene extraer lo siguiente: 

  

“ (…) 

 

II. ANÁLISIS JURÍDICO POR LA FORMA DEL RECURSO DE APELACIÓN: 

 

1. Naturaleza del recurso: El recurso presentado corresponden al ordinario de apelación, al 

cual se le aplican las disposiciones contenidas en los artículos 342 a 352 de la Ley 

General de la Administración Pública y sus reformas (Ley 6227). (Folios 16 al 21) 

2. Temporalidad del recurso: La resolución que se impugna cuenta con un plazo para la 

interposición de recursos de 24 horas (artículo 346 de la Ley 6227), plazo que rige a partir 

de la última comunicación del acto. 

La resolución recurrida fue notificada al señor Rivas Mendoza el 16 de mayo de 2011 

(folios 36 al 42), contando con un día hábil para interponer recursos, es decir, vencía el 17 

de mayo de 2011, día en que se presentó vía fax el recurso que se conoce (folios 16 al 21). 

Por lo que del análisis comparativo se tiene que el mismo fue presentado en tiempo. 

 

3. Legitimación: En el caso del señor Rivas Mendoza, como investigado y conductor al cual 

se le confeccionó la boleta de citación sustento del procedimiento sancionatorio, se 

encuentra legitimado para actuar de acuerdo con lo establecido en los artículos 275, 282 y 

342 de la Ley 6227, al ser parte interesada en el procedimiento en que recayó la 

resolución recurrida. 

Analizados los elementos formales, se concluye que el recurso cumple con los requerimientos 

para ser admitido y proceder a su análisis de fondo.  

 

III. ARGUMENTOS Y PRETENSIONES DEL RECURSO DE APELACIÓN: 

En la impugnación del señor Rivas Mendoza se expresan sus alegatos, los cuales han sido en 

su totalidad estudiados y se pueden sintetizar en que el día de los hechos viajaba con 

conocidos y amigos a quienes llevaba a su casa ya que le quedaba en el camino, cuando fue 

detenido. Además argumenta aspectos referentes a la impugnación a la boleta de citación y la 

normativa aplicable en cuanto considera se violó su derecho de defensa. Finalmente alega 

que en la boleta de citación se consignó incorrectamente el número de la ley de la ARESEP en 

perjuicio a su derecho de defensa y debido proceso, indicando que la aplicación del artículo 

44 es sancionatorio y se le juzgó con antelación a la valoración de la prueba. Fundamenta sus 

alegatos en los artículos 154, “actualmente” 155 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas 

Terrestres, en relación con el 145 inciso d) del mismo cuerpo normativo y artículos 38 y 44 de 

la Ley 7593, así como en la Constitución Política, artículos 39 párrafo primero y 41; Código 

Procesal Civil en los artículos 114, 116 y 121; Ley General de la Administración Pública, 

artículos 342 al 344 y 346 al 348. Petitoria: Se anule la boleta de citación por improcedente y 
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que no se anote ningún gravamen en su licencia o vehículo. Ofrece prueba documental y 

testimonial.  

 

El recurrente no se refirió en el emplazamiento conferido. 

 

IV. ANÁLISIS JURÍDICO POR EL FONDO DEL RECURSO DE APELACIÓN: 

La investigada interpuso los argumentos que se proceden a analizar: 

 

Sobre el argumento de que el día de los hechos viajaba acompañado de amigos y conocidos 

que llevaba a su casa porque le quedaba de camino:  

 

1. En cuanto a este argumento se tiene que refiere a la defensa de fondo, dando su versión de 

los hechos que se investigan y que, a su juicio, acreditan su inocencia en este 

procedimiento. 

 

2. Al respecto, se debe indicar que lo argumentado es precisamente la razón de ser del 

procedimiento, y corresponderá ser valorado por el órgano decisor en la resolución final, 

donde se acreditará, del análisis de la prueba, cómo acontecieron los hechos y si los 

mismos son reprochables o no. Siendo así, el argumento de defensa debe ser reservado 

para ser resuelto en el momento procesal oportuno.  

 

Sobre el argumento de la impugnación a la boleta de citación 2010-0005198:  
 

3. Este argumento debe ser declarado sin lugar por improcedente por cuanto el tema de 

impugnación a la boleta de citación no corresponde a la resolución recurrida y el mismo 

ya fue conocido y resuelto mediante la resolución 453-RCR-2011. Por lo indicado, el tema 

corresponde a una etapa precluida, siendo un argumento improcedente.  

 

Sobre el argumento de la incorrecta información consignada en la boleta de citación en 

perjuicio de su derecho de defensa y el debido proceso, así como la aplicación del artículo 

44 con antelación a la valoración de la prueba:  
 

4. Los artículos 3, 4, 5, 6, 38 y 44 de la Ley  de la Autoridad  Reguladora de los Servicios 

Públicos (Ley 7593), los artículos 1 y 3 de la Ley Reguladora del Transporte Remunerado 

de Personas en Vehículos Automotores  (Ley 3503) y los artículos 2 de la Ley Reguladora 

del Servicio Público de Transporte Remunerado de Personas en Vehículos en la modalidad 

de Taxi (Ley 7969), le dan la competencia a la Autoridad Reguladora de investigar a las 

personas que puedan estar brindando servicio de transporte público no autorizado, así 

como poder remover el equipo o instrumento (en éste caso el vehículo) que utilizan para 

realizar la presunta actividad ilícita. Más aún, es una competencia en la que el legislador 

no dejó sola a la Autoridad Reguladora, sino que estableció mediante el artículo 44 de la 

Ley 7593, que se podrá contar con el auxilio de la fuerza pública para ejecutar estas 

competencias.  

 

5. La remoción del vehículo se encuentra además amparada en el “Convenio de cooperación 

entre la Autoridad Reguladora de Servicios Públicos y el Ministerio de Obras Públicas y 

Transportes”, del 10 de febrero de 2004, y en la resolución RRG-3333-2004 del 12 de 

febrero de 2004, publicada en el diario oficial La Gaceta número 36 del 20 de febrero de 

2004.  
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6. La normativa de previa cita faculta expresamente a los oficiales de tránsito, para que, por 

los medios que estimen pertinentes, remuevan los vehículos involucrados en una presunta 

prestación no autorizada del servicio público de transporte de personas, modalidad taxi, 

contando el oficial actuante con facultades para realizar el procedimiento y confeccionar 

la boleta respectiva. Para el caso concreto, tal actuación estuvo a cargo del oficial código 

336 según se consignó en la boleta de citación 2010-0005198.  

 

7. Debe considerarse que el ejercicio de este auxilio, no le es ajeno a los oficiales de tránsito 

por cuanto el artículo 145 inciso d) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres 

(Ley 7331) faculta la inmovilización de un vehículo cuando con él se presta un servicio 

público sin la correspondiente autorización, ello por tener competencias concurrentes a 

las nuestras en esta materia. 

 

8. Es así como la Policía de Tránsito, que es parte de la fuerza pública de éste país, según lo 

dispone el artículo 6 de la Ley General de Policía (Ley 7410), se encuentra facultada para 

investigar en forma preliminar qué tipo de servicio está prestando y que, como 

consecuencia de esa primera fase, en el tanto sospeche que existe una anomalía, es decir 

una supuesta prestación no autorizada del servicio público de transporte remunerado, 

aplique la detención en nombre de la Autoridad Reguladora del vehículo involucrado ello 

como medida cautelar y conforme el artículo 44 de la Ley 7593. 

 

9. En cuanto al caso y argumento concreto, sea la consignación errónea por parte del oficial 

de tránsito actuante en la boleta de citación del número de Ley de la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos, se debe indicar que el mismo, según se desprende de 

los autos, corresponde a un error material en cuanto al último dígito. No obstante, de la 

observación indicada en la boleta, se determina que contiguo al número de Ley se indicó 

“ARESEP”, consignándose correctamente el articulado con base en el cual se llevó a cabo 

la detención, así como su correlación con la presunta prestación de un servicio público no 

autorizado o informal. Elementos con todos los cuales, vistos en conjunto, se desprende 

que se logró el objetivo de que el investigado conociera los motivos y fundamento legal 

para tal actuación. Adicionalmente, más allá del numeral de la ley, es importante 

mencionar la premisa consignada en el artículo 129 de la Constitución Política que 

establece que nadie puede alegar ignorancia de la Ley.  

 

10. Finalmente, en cuanto al ejercicio del derecho de defensa del investigado, se agrega que la 

actuación realizada por los oficiales de tránsito corresponde a una etapa preliminar, 

siendo la Autoridad Reguladora la que lleva a cabo la investigación propiamente dicha de 

los hechos, esto mediante el  procedimiento ordinario establecido en la Ley General de la 

Administración Pública (Ley 6227). 

 

11. Si bien la ley establece los mecanismos para recurrir las boletas de citación a los cuales se 

les da la atención y trámite respectivo en cumplimiento del derecho de defensa, lo cierto es 

que por la especial naturaleza sancionatoria que respalda la presunta prestación no 

autorizada de un servicio público, la ley ha ordenado que a estos procedimientos se les 

aplique el procedimiento administrativo por excelencia para el ejercicio del derecho de 

defensa, sea mediante el procedimiento administrativo ordinario. Así, una vez determinada 

la existencia de mérito para dar trámite a la investigación, es con la notificación de la 

resolución de apertura del respectivo procedimiento que se le otorga formalmente a los 

investigados el ejercicio del derecho de defensa, mediante la interposición de los recursos 

de revocatoria y apelación contra dicho acto, posteriormente, con la notificación de la 
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formulación e intimación de cargos nuevamente se le brinda la posibilidad de establecer 

recursos, potestad que se mantiene en la celebración de la comparecencia de ley y 

finalmente a la resolución de fondo, lo anterior sin perjuicio de presentar los incidente y 

excepciones en el momento y forma procesalmente oportuno. Tal es el presente caso en el 

que se atiene el recurso de apelación interpuesto contra la resolución de apertura.  

 

12. Por lo expuesto, se considera que con lo actuado, no se ha violentado el derecho de 

defensa de los investigados y el argumento debe ser declarado sin lugar. 

 
V. CONCLUSIONES:  

1. El recurso fue presentado en tiempo y forma por lo cual resulta admisible. 

 

2. Los argumentos que desarrollan la defensa del investigado corresponden al fondo del 

procedimiento administrativo, así como su razón de ser, sea determinar la verdad real 

sobre una presunta prestación no autorizada, por lo cual deben ser reservados para ser 

conocido por el órgano decisor en la resolución final. 

 

3. La impugnación a la boleta de citación fue resuelta mediante la resolución 453-RCR-2011, 

siendo por tanto improcedente retomarlo en esta instancia.  

 

4. En cuanto a los argumentos de incorrecta información en la boleta de citación, el perjuicio 

de su derecho de defensa y del debido proceso, así como la aplicación del artículo 44 

previo a la valoración de la prueba, deben ser declarados sin lugar por el fondo.  

 

5. La labor de los oficiales de tránsito en carretera corresponde a una etapa preliminar de 

investigación. Corresponde a la Autoridad Reguladora otorgar en toda su amplitud el 

derecho de defensa y debido proceso al investigado desde la resolución de apertura del 

procedimiento.  

 

6. En el presente caso no se observa que se ha violentado el derecho de defensa de los 

investigados y el argumento debe ser declarado sin lugar. 

 
(…) ”. 
 

II. Que de conformidad con el resultando y el considerando que preceden y de acuerdo al mérito de 

los autos, se acoge el criterio jurídico citado, siendo lo procedente declarar sin lugar por el fondo el 

recurso de apelación interpuesto, reservando los argumentos de fondo para ser conocidos por el 

órgano decisor en resolución final, tal y como se dispone: 

 

POR TANTO: 

 

Con fundamento en las facultades conferidas por la Ley General de la Administración Pública (Ley 

6227) y la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos (Ley 7593), 
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LA JUNTA DIRECTIVA  

RESUELVE: 

 

I. Declarar sin lugar por el fondo el recurso de apelación interpuesto por el señor Rivas Mendoza 

contra la resolución 454-RCR-2011, reservando los argumentos de fondo para que sean 

conocidos en la resolución final. 

 

II. Dar por agotada la vía administrativa. 

NOTIFÍQUESE. 

 
 

ARTÍCULO 18.  Recurso de apelación en subsidio de la empresa Autotransportes Gijosa 

Limitada, contra la resolución de apertura RRG-134-2010. OT-021-2010. 

 

Se conoce el oficio 423-DGJR-2012, del 12 de junio del 2012, mediante el cual la Dirección General 

de Asesoría Jurídica y Regulatoria eleva a conocimiento un criterio relacionado con el recurso de 

apelación en subsidio interpuesto por la empresa Autotransportes Gijosa Limitada, en contra de la 

resolución de apertura RRG-134-2010. Exp. OT-021-2010. 

 

La señora Selene Camacho Quesada explica los principales extremos del citado criterio, los 

argumentos del recurrente y las recomendaciones del caso. 

 

Una vez analizado el tema en discusión, la señora Sylvia Saborío Alvarado somete a votación la 

propuesta de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, conforme a su oficio 423-

DGJR-2012, del 12 de junio del 2012, la Junta Directiva resuelve por unanimidad: 

 

ACUERDO 19-53-2012 

 

1. Declarar sin lugar por el fondo el recurso de apelación interpuesto contra la resolución RRG-134-

2010, reservando los argumentos de fondo para ser conocidos y resueltos en resolución final.  

2. Dar por agotada la vía administrativa. 

3.  Notificar a las partes la resolución que ha de dictarse, en  el medio o lugar señalado para ello. 

4. Díctese la siguiente resolución: 

RESULTANDO: 

 

I. Que el 23 de febrero de 2010 se dictó la resolución RRG-134-2010 con la que se dio inicio al 

procedimiento administrativo contra la empresa Autotransportes Gijosa Limitada (Ltda) en su 

condición de permisionaria del servicio público de transporte remunerado de personas, modalidad 

autobús y se nombró órgano director a fin de averiguar la verdad real sobre el presunto 

incumplimiento o morosidad en el pago de las obligaciones patronales con la Caja Costarricense 

del Seguro Social. Dicha resolución fue comunicada a la investigada por correo certificado en el 

domicilio social, sin que conste certificación de la entrega. (Folios 02 al 07) 

 

II. Que el 2 de marzo de 2010 el señor Miguel Gilberto Sánchez Alfaro interpuso, a nombre de la 

investigada, recurso de revocatoria y apelación en subsidio contra la resolución RRG-134-2010. 

(Folios 27 al 37) 



 
 
 

 

Sesión Extraordinaria N.° 53-2012     4 de julio del 2012  

103 

 

 

III.Que el 20 de abril de 2010, mediante resolución RRG-305-2010, se resolvió rechazar por el fondo 

el recurso de revocatoria y se elevó el recurso de apelación ante la Junta Directiva, dando audiencia 

al recurrente ante el superior. Dicha resolución se notificó a la recurrente el 27 de abril de 2010 por 

el medio señalado. (Folios 56 al 61). 

 

IV. Que el 3 de mayo de 2012, mediante oficio 333-DGJR-2012, se emitió informe a la Junta Directiva 

de conformidad con el artículo 349 de la Ley General de la Administración Pública. (Folios 65 al 

66). 

 

V. Que el 8 de mayo de 2012, por memorando 210-SJD-2012, se remitió recurso de apelación a la 

Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria para su análisis. (Folio 67). 

 

VI. Que mediante  informe 423-DGJR-2012 del 12 de junio de 2012, la Dirección General de Asesoría 

Jurídica y Regulatoria rindió criterio jurídico sobre el recurso de apelación interpuesto, el cual 

corre agregado a los autos.  

CONSIDERANDO: 

 
I. Que el recurso fue analizado por la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, 

emitiéndose el respectivo criterio jurídico, que sirve de sustento para la presente resolución, del 

cual conviene extraer lo siguiente: 

 
“ (…) 
 

II. ANÁLISIS JURÍDICO POR LA FORMA DEL RECURSO DE APELACIÓN: 

 

1. Naturaleza del recurso: El recurso presentado fue el ordinario de apelación, al cual se le 

aplican las disposiciones contenidas en los artículos 342 a 352 de la Ley General de la 

Administración Pública y sus reformas (Ley 6227).  

 

2. Temporalidad del recurso: La resolución que se impugna cuenta con un plazo para la 

interposición de recursos de 24 horas (artículo 346 de la Ley 6227), plazo que rige a partir de 

la última comunicación del acto. 

 

En razón de lo anterior, de conformidad con lo establecido en el artículo 247 de la Ley 

6227, la resolución RRG134-2010 se tiene por notificada el 2 de marzo de 2010, momento 

en el cual se presentó el recurso que se conoce en este momento. Siendo así, el recurso se 

presentó en tiempo. (Folios 02 al 07 y 27 al 37)  

 

3. Legitimación: Respecto a la legitimación activa cabe indicar que Autotransportes Gijosa 

Ltda, está legitimada para actuar de acuerdo con lo establecido en los artículos 275, 282 y 

342 de la Ley 6227, pues es parte interesada en el procedimiento en que recayó la resolución 

recurrida.  

 
4. Representación: El señor Miguel Gilberto Sánchez Alfaro, cédula de identidad 4-0099-0764 

es representante judicial y extrajudicial de la investigada, como gerente con facultades de 

apoderado generalísimo sin límite de suma, según consta en la certificación visible a folio 9,  

por lo cual está facultado para actuar en nombre de esa empresa. 
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Analizados los elementos formales, se concluye que el recurso cumple con los requerimientos 

para ser admitido y proceder a su análisis de fondo. 

 

III. ARGUMENTOS Y PRETENSIONES DEL RECURSO DE APELACIÓN: 

En la impugnación se expresan los alegatos de la recurrente, los cuales han sido estudiados en 

su totalidad y se pueden sintetizar de la siguiente forma: 1) Se acoge al plazo de 30 días hábiles 

determinado en el artículo 38 inciso f) de la Ley 7593 para corregir omisiones y/o atrasos y 

comunica que está llevando a cabo gestiones conciliatorias y de arreglo de pago con la Caja 

Costarricense del Seguro Social en sede administrativa y judicial, por lo que la morosidad, tal y 

como se evidencia, no contiene la veracidad de los hechos reales. 2) Que ha sido presa de la 

crisis económica mundial y que la necesidad de reponer flota operativa les provocó un 

desbalance. 3) Manifiesta conformidad con la acumulación del expediente administrativo. 

(Folios 27 al 37)  

 

La recurrente no se refirió en el emplazamiento conferido. 

  

IV. ANÁLISIS JURÍDICO POR EL FONDO DEL RECURSO DE APELACIÓN: 

La investigada interpuso argumentos de fondo y que se proceden a analizar: 

 

Sobre la acogida al plazo determinado en el artículo 38 inciso f). (argumentos 1 y 2) 

 

1. El recurrente en sus argumentos 1 y 2 señala que se acoge al plazo de 30 días hábiles 

determinado en el artículo 38 inciso f) de la Ley 7593 para corregir omisiones y/o atrasos, 

que comunicó sus gestiones conciliatorias y de arreglo de pago con la Caja Costarricense 

del Seguro Social (CCSS) y sobre ello refuta la veracidad de los hechos investigados. A su 

vez justifica su situación en que fue presa de la crisis económica mundial, así como la 

necesidad de reponer flota operativa les provocó un desbalance.  

2. Considera esta Asesoría que los argumentos se refieren al fondo de la investigación y por 

ello deben ser reservados para su conocimiento en resolución final por parte del órgano 

decisor. (Folios 27 al 37) 

3. Por su parte, valorado si la resolución recurrida contaba con sustento para su dictado, se 

concluye que existían, al amparo del artículo 38 inciso f) de la Ley 7593, suficientes 

elementos de mérito para el inicio al procedimiento administrativo.  

Sobre la acumulación de expedientes:  

 

4. La referencia que hace el recurrente sobre su parecer en relación a una eventual 

acumulación de procesos, no es en sí un argumento que recurra la resolución de apertura, 

sino la contestación a una prevención realizada en su momento por el Regulador General, 

por lo cual no corresponde a la Junta Directiva en esta etapa procesal pronunciarse al 

respecto. (Folios 02 al 07 y 27 al 37) 

 

V. CONCLUSIONES: 

1. El recurso fue presentado en tiempo y forma por lo cual es admisible. 
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2. Los argumentos del recurso referidos a la situación de la investigada con la CCSS son 

argumentos de fondo, prematuros para esta etapa del procedimiento, que deben ser 

reservados para ser conocidos por el órgano decisor en la resolución final. 

 

3. Se cuenta en el expediente con elementos de mérito para el dictado de la resolución de 

apertura.  

(…)”. 
 

II. Que de conformidad con el resultando y el considerando que preceden y de acuerdo al mérito de 

los autos, se acoge el criterio jurídico citado, siendo lo procedente declarar sin lugar por el fondo el 

recurso de apelación interpuesto, reservando los argumentos de fondo para ser conocidos y 

resueltos en resolución final, tal y como se dispone: 

 

POR TANTO: 

 

Con fundamento en las facultades conferidas por la Ley General de la Administración Pública (Ley 

6227) y la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos (Ley 7593),  

 

LA JUNTA DIRECTIVA  

RESUELVE: 

 

I. Declarar sin lugar por el fondo el recurso de apelación interpuesto contra la resolución RRG-  

134-2010, reservando los argumentos de fondo para ser conocidos y resueltos en resolución 

final.  

II.     Dar por agotada la vía administrativa. 

NOTIFÍQUESE. 

 

 

ARTÍCULO 19.  Recurso de apelación en subsidio de la empresa Autotransportes Cesmag S.A., 

contra la resolución de apertura RRG-139-2010. OT-020-2010. 

 
Se analiza el oficio 424-DGJR-2012, del 12 de junio del 2012, mediante el cual la Dirección General 

de Asesoría Jurídica y Regulatoria rinde criterio en relación con el recurso de apelación en subsidio 

interpuesto por la empresa Autotransportes Cesmag S.A., en contra de la resolución de apertura RRG-

139-2010, expediente OT-020-2010. 

 

La señora Selene Camacho Quesada explica los principales extremos del citado criterio, los 

argumentos del recurrente y las recomendaciones del caso. 

 

Una vez analizado el tema en discusión, la señora Sylvia Saborío Alvarado somete a votación la 

propuesta de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, conforme a su oficio 424-

DGJR-2012, del 12 de junio del 2012, la Junta Directiva resuelve por unanimidad: 
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ACUERDO 20-53-2012 

 

1. Declarar sin lugar por el fondo el recurso de apelación interpuesto contra la resolución RRG-139-

2010, reservando los argumentos de fondo para ser conocidos y resueltos en resolución final.  

2. Dar por agotada la vía administrativa. 

3. Notificar a las partes la resolución que ha de dictarse, en  el medio o lugar señalado para ello. 

4. Díctese la siguiente resolución: 

RESULTANDO: 

 

I. Que el 23 de febrero de 2010 se dictó la resolución RRG-139-2010 con la que se dio inicio al 

procedimiento administrativo contra la empresa Autotransportes Cesmag S.A. en su condición de 

concesionaria del servicio público de transporte remunerado de personas, modalidad autobús y se 

nombró órgano director a fin de averiguar la verdad real sobre el presunto incumplimiento o 

morosidad en el pago de las obligaciones patronales con la Caja Costarricense del Seguro Social. 

Dicha resolución fue comunicada a la investigada por correo certificado en el domicilio social, sin 

que conste certificación de la entrega. (Folios 02 al 07). 

 

II. Que el 1 de marzo de 2010 el señor Esteban José Ramírez Biolley, conocido como Orlando 

Ramírez Biolley, interpuso a nombre de la investigada, recurso de revocatoria con apelación en 

subsidio contra la resolución RRG-139-2010, adicionándolo el 3 de marzo de 2010. (Folios 36 al 

50). 

 

III. Que el 20 de abril de 2010, mediante resolución RRG-306-2010, se resolvió rechazar por el fondo 

el recurso de revocatoria. Dicha resolución se notificó a la investigada el 27 de abril de 2010 por el 

medio señalado. (Folios 97 al 105). 

 

IV. Que el 27 de abril de 2012, mediante resolución RRG-123-2012, se elevó el recurso de apelación 

ante la Junta Directiva, emplazando ante ésta a la recurrente. Dicha resolución se notificó a la 

investigada el 30 de abril de 2012 por el medio señalado. (Folios 139 al 142). 

 

V. Que el 16 de mayo de 2012, mediante oficio 363-DGJR-2012, se emitió informe a la Junta 

Directiva de conformidad con el artículo 349 de la Ley General de la Administración Pública. 

(Folios 144 al 145). 

 

VI. Que el 17 de mayo de 2012, por memorando 226-SJD-2012, se remitió recurso de apelación a la 

Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria para su análisis. (Folio 146). 

 

VII. Que el 12 de junio de 2012, mediante  informe 424-DGJR-2012, la Dirección General de 

Asesoría Jurídica y Regulatoria rindió criterio jurídico sobre el recurso de apelación interpuesto, el 

cual corre agregado a los autos. 
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CONSIDERANDO: 

 

I. Que el recurso fue analizado por la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, 

emitiéndose el respectivo criterio jurídico, que sirve de sustento para la presente resolución, del 

cual conviene extraer lo siguiente: 

 

“ (…) 

 

VI. ANÁLISIS JURÍDICO POR LA FORMA DEL RECURSO DE APELACIÓN: 

 

  1-. Naturaleza del recurso: El recurso presentado fue el ordinario de apelación, al cual se le 

aplican las disposiciones contenidas en los artículos 342 a 352 de la Ley General de la 

Administración Pública y sus reformas (Ley 6227). (Folios 36 al 36 al 43) 

 2-. Temporalidad del recurso: La resolución que se impugnó cuenta con un plazo para la 

interposición de recursos de 24 horas (artículo 346 de la Ley 6227), plazo que rige a partir de 

la comunicación del acto. 

En razón de lo anterior, de conformidad con lo establecido en el artículo 247 de la Ley 

6227, la resolución RRG139-2010 se tiene por notificada el 1 de marzo de 2010, momento 

en el cual se presentó el recurso que se conoce en este momento. Siendo así, el recurso se 

presentó en tiempo. (Folios 02 al 07 y 36 al 43)  

 

Respecto al escrito presentado el 3 de marzo de 2010, el mismo se tiene más que como 

adición al recurso de revocatoria con apelación, como una presentación de pruebas por 

parte de la investigada en el ejercicio de su defensa, lo anterior por cuanto el mismo no 

plantea argumentos de oposición a la resolución RRG-139-2010. (Folios 44 al 50) 

 

3-. Legitimación: Respecto a la legitimación activa cabe indicar que Autotransportes 

Cesmag S.A. está legitimada para actuar de acuerdo con lo establecido en los artículos 275, 

282 y 342 de la Ley 6227, pues es parte interesada en el procedimiento en que recayó la 

resolución recurrida.  

4-. Representación: El señor Esteban José Ramírez Biolley, cédula de identidad 1-0767-

0916 es representante judicial y extrajudicial de la investigada, como presidente con 

facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma, según consta en la certificación 

visible a folios 8 y 9,  por lo cual está facultado para actuar en nombre de esa empresa. 

Analizados los elementos formales, se concluye que el recurso cumple con los 

requerimientos para ser admitido y proceder a su análisis de fondo. 

 

III-. ARGUMENTOS Y PRETENSIONES DEL RECURSO DE APELACIÓN: 

En la impugnación se expresan los alegatos de la recurrente, los cuales han sido estudiados en 

su totalidad y se pueden sintetizar de la siguiente forma: 1) El estado de morosidad no es un 

estado permanente para efectos sancionatorios. 2) Infracción al principio de tipicidad en 

materia sancionatoria. 3) La acumulación de procesos pretendida viola el principio de 

igualdad. Solicitó la revocatoria de la resolución RRG-139-2010, y de forma subsidiaria la 
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aplicación de la prevención del artículo 38 inciso f) de la Ley 7593, además, de que en caso de 

no admitir la petitoria, se remita consulta a la Sala Constitucional sobre la aplicación del 

artículo de cita. Finalmente se opone a la acumulación de procedimientos. (Folios 36 al 43)  

 

La recurrente se refirió en el emplazamiento conferido, manteniendo el recurso de apelación en 

subsidio. (Folios 129 al 138) 

  
IV-. ANÁLISIS JURÍDICO POR EL FONDO DEL RECURSO DE APELACION: 

La investigada interpuso argumentos de fondo y que se proceden a analizar: 

 

Sobre el estado de morosidad no permanente para efectos sancionatorios el principio de 

tipicidad en materia sancionatoria (argumentos 1 y 2). 

 

1. El recurrente en sus argumentos 1 y 2 señala que el estado de morosidad no es un estado 

permanente para efectos sancionatorios y la infracción al principio de tipicidad en materia 

sancionatoria.  

2. Considera esta Asesoría que los argumentos se refieren al fondo de la investigación y por 

ello deben ser reservados para su conocimiento en resolución final por parte del órgano 

decisor. (Folios 36 al 50 y 129 al 138) 

 

3. Por su parte, valorado si la resolución recurrida contaba con sustento para su dictado, se 

concluye que existía, al amparo del artículo 38 inciso f) de la Ley7593 suficientes 

elementos de mérito para el inicio al procedimiento administrativo. 

 

Sobre la violación al principio de igualdad por la acumulación de expedientes:  

 

1. La referencia que hace el recurrente sobre su parecer en relación a una eventual 

acumulación de procesos, no es en sí un argumento que se oponga a la resolución de 

apertura, sino la contestación a una prevención realizada en su momento por el 

Regulador General, por lo cual no corresponde a la Junta Directiva en esta etapa 

procesal pronunciarse al respecto. (Folios 02 al 07 y 27 al 37) 

V-. CONCLUSIONES: 

1. El recurso fue presentado en tiempo y forma por lo cual es admisible. 

2. Los argumentos del recurso referidos a la situación de la investigada con la CCSS son 

argumentos de fondo, prematuros para esta etapa del procedimiento, por lo deben ser 

reservados para ser conocidos por el órgano decisor en la resolución final. 

3. Se cuenta en el expediente con elementos de mérito para el dictado de la resolución de 

apertura. 

(…)”. 
 

II. Que de conformidad con el resultando y el considerando que preceden y de acuerdo al mérito de 

los autos, se acoge el criterio jurídico citado, siendo lo procedente declarar sin lugar por el fondo el 

recurso de apelación interpuesto, reservando los argumentos de fondo para ser conocidos y 

resueltos en resolución final, tal y como se dispone: 
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POR TANTO: 

 

Con fundamento en las facultades conferidas por la Ley General de la Administración Pública (Ley 

6227) y la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos (Ley 7593),  

 
LA JUNTA DIRECTIVA  

RESUELVE: 

 

I. Declarar sin lugar por el fondo el recurso de apelación interpuesto contra la resolución RRG-139-

2010, reservando los argumentos de fondo para ser conocidos y resueltos en resolución final.  

II. Dar por agotada la vía administrativa. 

 
NOTIFÍQUESE. 

 

A las quince horas y cincuenta minutos finaliza la sesión. 

 

 

 

 

DENNIS MELÉNDEZ HOWELL    SYLVIA SABORÍO ALVARADO 

Presidente de Junta Directiva                                             Presidenta ad hoc 

 

 

 

 

 

ALFREDO CORDERO CHINCHILLA 

Secretario de Junta Directiva 

 

 


